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El presente trabajo supone un abordaje de la noción histórica del Estado Social de derecho y su 
aplicación formal y material en la realidad constitucional nicaragüense. Con tal finalidad se hace 
necesario una revisión teórica de dicho término desde sus antecedentes más primitivos hasta su 
fundamentación y sistematización en el pensamiento político a lo largo de la historia, con lo cual 
cobra relevancia paralelamente observar los procesos sociales que dieron origen a dicho modelo 
de Estado, todo lo anterior con el fin de desentrañar los principios fundamentales y la esencia 
estructural de dicho modelo de Estado para luego contrastarlo con el sistema constitucional 
nicaragüense y su realidad política.  
 Nicaragua es el segundo país más pobre de América Latina, con una historia de guerras y 
dictaduras que arrastra desde su independencia. En la actualidad se encuentra colocado  en una 
posición crítica dentro del índice de desarrollo humano que obedece a la falta de un Estado 
democrático de derecho que mas allá de ideologías políticas o diferencias de criterio económicas 
pueda dar respuestas a las necesidades de la sociedad. 
La fragilidad de las instituciones democráticas de nuestro país las hace permeables ante un 
sistema político que no se acopla a los principios dogmaticos establecidos en la norma 
constitucional, lo que genera arbitrariedad, corrupción, discrecionalidad y autoritarismo, todo 
esto en detrimento de la legalidad y del orden constitucional vigente, lo que se traduce, en la 
vulneración constante de los derechos y garantías de los ciudadanos.  
La permanente crisis de constitucionalidad nicaragüense no obedece solamente a un sistema de 
valores culturales instaurados en el pensamiento político del colectivo, sino también – y como 
causa y consecuencia al mismo tiempo– a una serie de deficiencias estructurales del 
ordenamiento jurídico que lo imposibilitan  de limitar al poder político y contenerlo dentro de los 
márgenes y competencias que la constitucionalidad le otorga. 
Los antecedentes históricos de las deficiencias del ordenamiento jurídico nicaragüense en 
relación al tema de la institucionalidad democrática se remontan a los años de su fundación como 
república soberana e independiente; la explicación que esto tiene es que dichas deficiencias son 
la herencia de prácticas tradicionales del manejo de la cosa pública, es decir, una cultura política 
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que ha sido incapaz de inventar un régimen de legalidad, y por el contrario, ha sido muy hábil 
para torcer los principios rectores del Estado de derecho y diseñar ordenamientos jurídicos 
deficientes hechos a la medida de quienes ostentan el poder. 
 El fin de este trabajo es profundizar en las fisuras del marco jurídico constitucional encargado de 
dar contenido a la noción de Estado Social de derecho; en otras palabras: escudriñar los 
cimientos jurídicos (o anti-jurídicos) de la permanente crisis de constitucionalidad nicaragüense. 
Para tales efectos se analiza aquí su pasado y antecedentes más cercanos y relevantes. Resultaría 
ineficaz relatar la historia entera de la constitucionalidad en Nicaragua, por tanto basta narrar el 
origen de la constitución actual, su contexto y su significado histórico. Esta investigación servirá 
como herramienta práctica para el análisis de la problemática que sufre Nicaragua en materia de 



















Las deficiencias del orden jurídico en materia de desarrollo normativo de los postulados 
constitucionales que han de dar contenido a la regulación constitucional de Estado Social de 
derecho y limites al ejercicio del poder político impiden que en Nicaragua se consolide un 






























Realizar un análisis histórico de la noción de Estado Social de Derecho con el objeto de identificar las 
deficiencias estructurales del modelo de Estado diseñado por la constitución política nicaragüense que 
producen la falta de correspondencia entre los principios dogmaticos del mismo y la naturaleza del 




- Efectuar una revisión teórica sobre el Estado Social de derecho desde sus antecedentes históricos más 
primitivos hasta su consolidación doctrinal y aparición formal. 
- Analizar la intima relación entre el modelo de Estado Social de derecho y el sistema democrático. 
- Analizar el texto constitucional nicaragüense original y sus reformas enfocándose en la Independencia 
judicial, presidencialismo, supremacía constitucional y principios esenciales del Estado Social de derecho 
en la regulación constitucional nicaragüense en relación a la estructura orgánica que la carta magna 
configura para dicho modelo. 
- Efectuar análisis sobre la naturaleza y características del sistema político nicaragüense y su relación con 










I. EVOLUCION HISTORICA DEL ESTADO 
1. Etimología y Conceptualización 
La palabra Estado “Lo Stato” (del participio latino: status), desde la perspectiva de las ciencias 
jurídicas y políticas para definir la organización de la sociedad se le debe a Maquiavelo1, quien 
introdujo este término en su obra "El Príncipe" al decir: "Los Estados y soberanías que han 
tenido y tienen autoridad sobre los hombres, fueron y son, o repúblicas o principados”
2
. Sin 
embargo, en términos generales se entiende por Estado a la organización política y jurídica de 
un pueblo en un determinado territorio y bajo un poder de mando. Podemos decir que el Estado 
es una sociedad humana, asentada de manera permanente en el territorio que le corresponde, 
sujeta a un poder soberano que crea, define y aplica un orden jurídico que estructura la sociedad 
estatal para obtener el bien público temporal de sus componentes. 
2. Elementos del Estado 
- Pueblo: Como pueblo entendemos al compuesto social de los procesos de asociación en 
el emplazamiento cultural y superficial, o el factor básico de la sociedad, o 
una constante universal en el mundo que se caracteriza por las variables históricas. El 
principal valor del pueblo está en su universalidad. No habrá Estado si no existe el pueblo 
y viceversa. 
- Poder: Al poder lo entendemos como la capacidad o autoridad de dominio, freno 
y control a los seres humanos, con objeto de limitar su libertad y reglamentar su 
actividad. Este poder puede ser por uso de la fuerza, la coerción, voluntaria, o por 
diversas causas, pero en toda relación social, el poder presupone la existencia de una 
subordinación de orden jerárquico de competencias o cooperación reglamentadas. Toda 
sociedad, no puede existir sin un poder, absolutamente necesario para alcanzar todos sus 
fines propuestos. 
                                                             
1
 Duran, Víctor Manuel. “Estado Social de Derecho, Democracia y Participación.” Valle de Bravo, México, 22-25 de abril de 2001. 
2
 Maquiavelo, Nicolás. “El príncipe”. Editorial Andreus Colombia 1979 pág. 39. 
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- Territorio: El territorio es el último elemento constitutivo del Estado. Francisco Pérez 
Porrúa lo considera como el elemento físico de primer orden para que surja y se conserve 
el Estado, pero agrega "La formación estatal misma supone un territorio. Sin la existencia 
de éste no podrá haber Estado". 
3. El Estado y su formación 
La conceptualización del Estado pasa primeramente por la comprensión de este como un 
fenómeno de poder social, desde sus orígenes es la manifestación de la socialización humana 
impulsada por la inminente necesidad de sobrevivencia
3
 que se traduce en la normatividad de la 
conducta social, individual y colectiva. Es decir, existe Estado cuando se da la adquisición por 
parte del grupo social de un estadio de desarrollo tal que lo fuerza a regir la conducta humana por 
medio de un orden jurídico que responde siempre a factores de poder, entendiendo por esto una 
relación de autoridad y subordinación de sus integrantes.   
La transición de una sociedad sin Estado a una sociedad con Estado debe identificarse en base a 
la formación del Estado mismo. La escuela histórica del derecho, de la cual Savigny es el 
representante más influyente
4
, expone que la circunstancia sociológica de formación del Estado 
se da originalmente en la construcción de un “fondo espiritual” común que cohesiona la vida 
unitaria de la sociedad, ese fondo estaría compuesto de las tradiciones y recuerdos, las acciones 
comunes y los proyectos en común para futuro del grupo social o sea, todo el imaginario 
colectivo de identificación cultural y psicológico de los integrantes de una comunidad. Todo 
esto, eventualmente, termina evidenciando la necesidad de funciones colectivas que 
posteriormente configuraran el ordenamiento jurídico; la sociedad se organiza cimentada en sus 
paradigmas culturales, sólo entonces, se convierte en Estado (en su concepción más básica).  
El Estado es siempre producto de largos procesos evolutivos de la convivencia social. Sus 
orígenes se remontan a la transición de la vida nómada a la sedentaria, cuando el grupo 
social pasa de la sobrevivencia recoleccionista y de caza al dominio de la  vida agraria y 
comienzan a sofisticarse los medios de producción, los factores de poder social y en 
consecuencia, la organización política del colectivo. Básicamente, fue el instinto natural de 
                                                             
3
 Engels, Federico, “El papel del trabajo en la transformación del mono en hombre” .Editorial Progreso Moscú 1979.  Pág. 6. 
4
 Ferrero R, Raúl. “Ciencia Política: Teoría del Estado y Derecho Constitucional”. Editorial Grijiley Lima 2000. 
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socialización de la especie humana la que determinó la aparición de las formas primitivas de 
organización social que luego darían forma y contenido al Estado.   
Con el Estado la sociedad alcanza el grado más alto de la organización social, el de la unidad 
colectiva dotada de capacidad para la autodeterminación y regida por un ordenamiento jurídico. 
Los elementos humanos más próximos del Estado no son los individuos, puesto que 
la sociedad no es un agregado de átomos, sino las comunidades locales y las familias. Se ha 
constituido históricamente el Estado por las asociaciones de los grupos naturales, o sea la 
familia y comunidades locales, las cuales formaron un grupo superior en cuyo desarrollo se 
fueron distinguiendo las funciones que hacen necesario el poder
5
. 
La familia fue el núcleo original de los grupos sociales y fue, de hecho, el primer grupo social 
natural. Por la reproducción de la familia y agregación de nuevas familias se fueron 
conformando el clan y la tribu, ambas fases organizativas de la sociedad no estatal. De la 
evolución y desarrollo económico, demográfico y político-estructural de la organización tribal se 
fundó la ciudad. La acumulación de núcleos familiares, y la tendencia histórica de sujeción y 
subordinación de unos a otros, sumada a la descendencia compartida en una sola estirpe son 
parte de la formación de la sociedad
6
, término que sin embargo difiere bastante de una simple 
acumulación de familias.  
En la medida en que surgió la necesidad común y la interdependencia en materia de defensa e 
intercambio comercial entre distintas ciudades se comenzó a dar la integración de las mismas 
dentro de una unidad social más compleja y amplia dando lugar al  nacimiento del Estado y del 
orden jurídico.  
Para la formación del Estado (aun el primitivo), o la transición de una sociedad no estatal a una 
estatal, se requiere siempre un determinado nivel de complejidad organizacional en la que 
existan obligaciones abstractas y generales, sea por costumbre, aceptación tácita o 
consentimiento expreso entre quien ejerce el poder y quien está subordinado a ese poder. 
 Sin embargo, en el Estado primitivo que estamos describiendo, quien ejerce dicho poder 
construye el ordenamiento jurídico sin la  participación obligatoria de quien esta supuesto a 
obedecerlo; los medios de coerción social son utilizados para aplicar la norma que es expresión 
                                                             
5 Navarrete Obando, Luis. “Orígenes del Estado y sus elementos”. Ca jamarca 2006. 
6
 Aristóteles. “La política”. Mesta Ediciones 2004. Pág. 13.  
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de la voluntad de quien ejerce el poder; constituye este ejercicio la primera forma (y la menos 
sofisticada) de regir la conducta social, es decir, de crear derecho.  
Sería un largo proceso evolutivo el que llevaría a este Estado primitivo a convertirse en Estado 
nación o en Estado de derecho – que es el tema de nuestro interés –, por tanto es preciso 
mencionar, aunque sea brevemente, los más importantes antecedentes históricos, políticos y 
filosóficos de la época clásica que posteriormente habrían de influenciar los fundamentos 
teóricos y materiales del Estado de Derecho.  
 
4. Influencia de la antigua democracia ateniense 
Podría decirse que el antecedente clásico más relevante de un Estado de derecho, entendiendo 
por este un sistema jurídico y político que sujeta sus actuaciones a normas previas de carácter 
general que expresan la voluntad del colectivo, se encuentra (de manera arcaica) en el concepto 
de isonomía de la antigua polis ateniense. La isonomía «igualdad ante la ley» del griego, isos 
"igual" y nomos, "uso, costumbre, ley" es considerada fundamental en la aparición embrionaria 
de la democracia ateniense, tanto así, que ambos términos fueron en algún momento 
considerados sinónimos. La isonomía es el concepto de igualdad de derechos civiles y políticos 
de los ciudadanos
7
. Es la consigna política que expresaba de la forma más sucinta el carácter 
propio de la democracia, opuesto al ejercicio ilimitado del poder por parte del tirano. Y era el 




El contexto histórico que produce esta idea tan importante en la historia de la conceptualización 
de la democracia abarca un periodo desde el año 594 (durante la suplantación de la monarquía y 
la reforma de Solón) hasta el año 510 a.C. que Clistenes es nombrado primer arconte de Atenas y 
realiza su reforma democrática. Durante este período los atenienses deciden suplantar la figura 
del rey por la del Arcontado: órgano colegiado de 9 miembros que tomaría la dirección del 
Estado y ejercería de manera repartida las funciones que antes concentraba el monarca. La idea 
de esta institución colegiada, en la que ya podemos ver una fuerte noción de control y rendición 
                                                             
7 Cf. G. Vlasos. “Economía política, Estudios acerca de las concepciones de igualdad en el pensamiento griego” Berlín 1964 
8
 V. Ehremberg. “De Solón a Sócrates”, Londres, 1973, pág. 142 
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de cuentas para quienes ejercen el cargo, era que la aristocracia Ateniense pudiese controlar 
dicho órgano al controlar los comicios bajo los cuales eran electos.  
Posteriormente, la gesta legislativa de Solón mermaría en gran medida el control hegemónico de 
la aristocracia ateniense sobre el Estado y abriría la brecha para que en el futuro se 
democratizaran las instituciones atenienses; aunque de manera moderada y manteniendo siempre 
las clases sociales más acaudaladas una enorme influencia sobre el Estado, se le dio cierto lugar 
en las instituciones a los sectores populares de las distintas tribus que conformaban la polis. La 
reforma de Solón contiene por tanto
9
:  
1) El Arcontado: Cuerpo colegiado que sustituyo al rey frente al Estado. Electos 
anualmente. 
2) El Areópago: Tribunal superior del Estado y supremo vigilante de la demás instituciones. 
3) La Ecclesia: era la asamblea popular, se llegó a constituir como la base institucional del 
Estado. Tenía diversas funciones entre las cuales se encontraban la elección de los 
magistrados quienes tenían la obligación de rendir cuentas ante esta. 
4) La Boule: Consejo de 400 miembros al que pertenecían los representantes de las dos 
primeras  clases sociales.  
Las reformas de Solón crearon tribunales populares que dieron participación a todos los 
ciudadanos, al igual que en la Ecclesia (especie de Asamblea) que fue el órgano legislativo y 
elector de Atenas. De esta manera, comienza a generarse la igualdad ante la ley que impulsaría el 
proceso de Estado aristocrático a la democracia. En cuanto a la concepción de isonomía, mucho 
le debe occidente a la reforma de Solón en su desarrollo; no en vano dice Aristóteles en su 
tratado sobre la política: “Solón, es un gran legislador al que le atribuyen haber destruido la 
omnipotencia de la oligarquía, haber puesto fin a la esclavitud del pueblo y haber constituido la 
democracia nacional mediante un debido equilibrio de la instituciones. Dichas instituciones son 
oligárquicas en lo relativo al senado del Areópago, aristocrática con lo respectivo a la elección 
de los magistrados y democráticas en lo referente a la organización de los tribunales”
10
. 
                                                             
9
 Pozo, Ramiro. “Historia del Estado y el derecho”, tercera ed. Impresiones la Universal, Managua 2002. Pág. 88. 
10
 Aristóteles, “La Política” Mesta ediciones, Madrid  2004. Pág. 79 
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En este sentido podemos ver la clara noción que tenían los atenienses (en lo que respecta al 
periodo de Solón hasta Clistenes) de control, moderación y repartición cautelosa de las funciones 
estatales, y por supuesto de la despersonalización  del poder y su institucionalización que 
posteriormente influenciaría en la Europa occidental los principios fundamentales en los que se 
inspiro el Estado de Derecho y la democracia, tales como el principio de legalidad, igualdad ante 
la ley y de manera muy rudimentaria: la división de poderes, que encontraría su desarrollo 
teórico mas importante en la conocida obra del Barón de Montesquieu en la Francia del siglo 
XVIII. 
Solón también crea el tribunal de los Heliastas dotando de un carácter institucional más  
democrático a la aplicación de la ley, según su entender: “La ley debe ser la base de la vida 
pública; las leyes y no las personas; la justicia y no las pasiones debían gobernar Atenas (la ley 
es rey)”
11
. Estas ideas son predecesoras del principio de legalidad que se desarrollaría en el siglo 
XVIII en Europa occidental.  
Para el año 510 a.C. mucho había pasado ya tras la reforma de Solón. En ese mismo año se 
produce el final de la tiranía que Hipias había impuesto en Atenas y ante su expulsión el poder 
político se divide en facciones. Por un lado Isagoras quien con el apoyo de Esparta intenta 
instaurar una nueva tiranía y por el otro lado Clistenes, quien encabeza la reforma democrática y 
logra ganar la revuelta siendo nombrado primer arconte de Atenas.  
La reforma de Clistenes culmina el proceso de democratización institucional comenzado por 
Solón; ésta crea nuevas divisiones administrativas y territoriales que abarcan a todos los 
ciudadanos independientemente de su posición social y riqueza. Las principales modificaciones 
de las instituciones atenienses por parte de Clistenes fueron: 
1) Otorgamiento de la ciudadanía a todos los atenienses que no la poseían.  
2) Cambió la forma de votar para dar mayoría a la clase popular. 
3) Amplió y fortaleció el consejo de 400 miembros que había creado Solón aumentándolo a 
500 miembros, el cual se constituyó en la base del poder político del gobierno ateniense. 
                                                             
11
 Pozo, Ramiro. “Historia del Estado y el derecho”, tercera ed. Impresiones la Universal, Managua 2002. Pág.  99. 
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4) Creo a los magistrados estrategos para hacerse cargo del poder militar y sustraerlo del 
control e influencia de la aristocracia. Poco a poco estos fueron sustituyendo al 
arcontado.  
5) El establecimiento del ostracismo como medida preventiva contra la instauración de 
tiranías populistas.  
Esta reforma goza de gran trascendencia en el desarrollo institucional del concepto de Isonomía 
y el otorgamiento de iguales derechos de los ciudadanos frente a la ley y para la ley. Se 
desarrolló para este fin la isegoria, la igualdad de derecho a la palabra (libertad de expresión, 
para los aristócratas y los no aristócratas, para los ricos y los pobres) en la Ecclesia. El 
reformador reestructuró el cuerpo cívico del Estado y quería prolongarlo a largo plazo. Partió de 
la idea de instaurar un régimen más igualitario, la Isonomía, la igualdad de derechos 
(de isos «igual» y nomos «derecho»). Para ello debilitó el poder aristocrático que se centralizaba 
en el Areópago, hasta sustituir dicha institución por la de los Estrategos que adquirirían 
funciones militares y ejecutivas controladas por la Ecclesia y la Boule, en donde residía el poder 
popular.   
Pero no serían sólo la reforma de Solón y la de Clistenes las únicas gestoras de estos principios 
que luego (sobreviviendo a la sombra del Medioevo oscurantista) desarrollarían las bases del 
Estado de derecho o Estado liberal burgués, los cuales también están metódicamente recogidos 
por ejemplo – y por supuesto, entre otras obras y pasajes históricos también importantes ─ en La 
Política de Aristóteles; en palabras suyas: “La justicia es una necesidad social porque el 
derecho es la regla debida para la asociación política, y la decisión de lo justo es lo que 
constituye el derecho”
12
. Nótese bien la idea central de Aristóteles en su tratado sobre la política, 
bien condensada en esta frase, acerca del derecho y del Estado como asociación consensual, 
(pues de otra forma seria imposición no asociación entre los hombres); sería este uno de los 
antecedentes conceptuales más importantes que posteriormente darían lugar a las teorías 
contractualistas del Estado indispensables para el surgimiento de los fundamentos de la soberanía 
popular y el contrato social en el Estado de derecho.  
 
                                                             




5. Surgimiento y conceptualización del Estado de derecho o Estado liberal burgués en 
Europa occidental. 
En la Inglaterra de la edad media, la influencia que ejercieron los autores clásicos durante el 
reinado de Isabel ayudó a preparar el camino para un proceso distinto. Poco después de la muerte 
de la reina comenzó la gran lucha entre el rey y el Parlamento, de la que derivó la Carta Magna 
de 1215, en donde el Rey Juan Sin Tierra hace concesiones a los nobles de Inglaterra. Entre otras 
libertades, la Carta Magna expresa que «nadie podrá ser arrestado, aprisionado... sino en virtud 
de un juicio de sus pares, según la ley del país» (art. 48 de la Carta Magna), y además el Rey 
reconoce que sólo el Parlamento podrá dictar Leyes penales. Aquí se puede decir, surge en la 
historia moderna, de manera explícita en la ley, el principio de legalidad.  
Después de la experiencia clásica que incluye tanto a Grecia como a Roma y que probablemente 
fueron los pilares fundamentales en la historia que darían origen a la evolución de los postulados 
filosóficos y jurídicos de los Estados modernos, Europa estuvo sumida por varios siglos en una 
corriente teocéntrica de pensamiento y cultura que habría de manifestarse materialmente en la 
conformación de sus Estados y sistemas políticos: En otras palabras, el régimen feudal. Tal 
feudalismo entendido como el conjunto de reglas dictadas por los monarcas feudales para regular 
las relaciones vasallaticas dentro de sus respectivos reinos
13
.  
La concepción medieval de la ley otorgaba a ésta una plenitud omnipotente, ya que fungía como 
unción de la voluntad divina. Los reyes de la tierra, según esta visión del mundo, poseían el 
poder político no por sus meritos y mucho menos por consentimiento popular, sino por la gracia 
divina. El derecho a gobernar era un derecho divino, pues la fuente de la legitimidad del poder y 
de las leyes que éste promulgaba residían en Dios y no en los hombres; una gran involución si lo 
contrastamos con las nociones de la ley y del poder de la época clásica.  
La idea de un derecho divino para gobernar suponía la existencia de una sociedad claramente 
estratificada y jerarquizada, con un pensamiento religioso común guiado por la Iglesia. Las leyes, 
por supuesto, eran racionales y universales, pero siempre en el sentido en que lo es toda 
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expresión de una voluntad divina. En todo caso, la dispersión del poder político que caracterizó a 
esta época fue compensada por el predominio de los valores religiosos compartidos por la 
cristiandad. 
La fuerza de esta concepción del poder y del derecho a gobernar ha sido una de las más 
poderosas de la historia. Incluso los movimientos de Reforma protestante, que dieron lugar a 
partir del siglo XVI a divisiones definitivas en el mundo cristiano, siguieron manteniendo la 
teoría del derecho divino y la defensa de una sociedad presidida y guiada por la voluntad divina.  
El eje de poder del sistema feudal y posteriormente de las monarquías absolutas radicaba en el 
indisoluble vínculo Iglesia-Estado. A medida que en Europa Occidental el desarrollo del 
pensamiento político inspirado en los autores clásicos, como el ejemplo de la Inglaterra del siglo 
XVII
14
, comienza a romper con el discurso providencialista, empieza a fisurarse el poder de 
interpretación y representación social de los estados monárquicos
15
. El lenguaje del Estado y más 
tarde, el de la democracia fueron imponiéndose como los instrumentos discursivos más 
adecuados para darle sentido a una realidad que resultaba incongruente con el pensamiento 
religioso providencialista tradicional y los estados absolutistas que de él se habían derivado. 
Esta crisis de la concepción del poder y de la ley, como la de muchas otras ideas medievales, 
empieza a gestarse con el Renacimiento. Basta recordar que fue Maquiavelo, en El príncipe, 
quien hizo una severa crítica a la idea de que el soberano en cuestiones políticas es Dios
16
. 
Aunque Maquiavelo realmente se interesa poco por el estatuto de las leyes en las relaciones 
políticas, su descripción de las relaciones de poder como resultado de las virtudes (no morales, 
sino prácticas) y estrategias de los hombres reales preparó el camino para pensar que las leyes 
derivaban de la voluntad de los hombres y no de la de Dios. Maquiavelo, al laicizar la política (es 
decir, al excluir de su argumentación los criterios religiosos), abrió las puertas a la modernidad 
política. 
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La modernización de la política tiene, entonces, un rasgo característico: devuelve a los hombres 
las cuestiones que en la Edad Media aparecían como patrimonio exclusivo de Dios. Pero esta 
reposición de la dignidad y protagonismo humanos abrió en seguida nuevos problemas. En el 
caso de las leyes, el dilema radicaba en el origen, fundamento, creación y estructura de las 
mismas.  
La caducidad de la justificación divina como criterio rector del ordenamiento jurídico y el 
sistema político forzó la búsqueda de nuevos fundamentos para el poder y sus leyes. Algunos de 
los pensadores que formularon los primeros postulados modernos del Estado y desarrollaron una 
nueva noción de soberanía (aun distante de edificar una escuela contractualista-liberal completa) 
fueron Hugo Grocio y Thomas Hobbes. 
Es de las corrientes liberales del siglo XVII, que desentierran los principios clásicos de ejercicio 
del poder y equilibrio de las instituciones (Hobbes, Locke, Montesquieu, Rousseau Etc.), que 
surgen las bases teóricas bajo las cuales habrán de cimentarse tanto la abolición de monarquías 
absolutas, como la construcción ─desigual en la experiencia francesa que inglesa, y también en 
la norteamericana ─de los estados de derecho modernos, todos derivados del pensamiento liberal 
del siglo de las luces. De esta manera el pensamiento político europeo y la solidez teórica de sus 
autores se transformó en punto de referencia y eje ordenador de su propia realidad 
materializándose en revoluciones moderadas como la de Inglaterra y radicales como la francesa.  
El concepto de Estado de Derecho 
17
se desarrolló durante el liberalismo y encuentra, entre sus 
fuentes filosóficas y teóricas, las obras de Locke, Montesquieu y Rousseau. Todos ellos llegaron 
a la conclusión de que la acción estatal tiene como límite la ley y la salvaguardia de la libertad 
del individuo.  
El proceso de formación de lo que conocemos como Estado de Derecho, después de haberse 
fraguado medio siglo de transformaciones, tanto en la cultura política como en el pensamiento 
del colectivo culmina en su nacimiento formal, que se materializa jurídicamente en una 
constitución política. Su nacimiento y posterior desarrollo coincide con la historia del 
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 y podría afirmarse que dos de los hechos fundamentales en la 
historia de su concepción moderna son la independencia de Estados Unidos (junto con la 
Declaración de derechos que la acompañó) y la constitución de Filadelfia de 1787 por un lado; y 
la revolución francesa de 1789 (junto con la declaración de derechos del ciudadano del mismo 
año), con la posterior constitución de 1791 por el otro lado. 
Para comprender la naturaleza del Estado de derecho es imprescindible no menospreciar el 
contexto material que forzó su surgimiento
19
, el resquebrajado régimen feudal y el Estado 
absoluto no sólo eran cada vez menos capaces de fundamentar su discurso sino también 
ineficaces y alejados de poder satisfacer las necesidades colectivas. Esto, sumado al creciente 
poder económico de la clase comerciante (burguesía) constituyó el detonante del fenómeno 
social de la revolución francesa (y en alguna medida, también dicha característica la compartió 
un tiempo antes la reforma inglesa que sujetó el poder del monarca a la ley y al control de una 
aristocracia noble cada vez más pudiente). 
  
El concepto de Estado de Derecho es una respuesta teórica y también social al Estado absolutista, 
caracterizado por la ausencia de libertades, la concentración absoluta del poder y la 
irresponsabilidad de los titulares de los órganos que lo ejercen. De ahí que la garantía jurídica 
del Estado de Derecho corresponda históricamente al nacimiento del constitucionalismo 
moderno de las revoluciones liberales. Las constituciones originan el Estado de derecho, y 
además  son  también su expresión y plasmación codificada. La legalidad a la que sus principios 
dan lugar es una legalidad que ha sido aceptada como valor compartido de la ciudadanía y cuyos 
principios provienen de las luchas, acuerdos y equilibrios resultantes de la interacción de los 
sujetos políticos. No obstante, una vez que una constitución ha sido establecida y su aceptación 
se ha generalizado, sus ordenamientos tienen una obligatoriedad que no posee ninguna norma 
ordinaria o práctica política
20
. 
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La doctrina del Estado de derecho exige que el principio que inspire toda acción estatal consista 
en la subordinación de todo poder al derecho. Pero esta subordinación sólo es posible gracias al 
proceso de constitucionalización de los mecanismos jurídicos limitantes del poder político. Por 
ello la noción de constitucionalismo es inseparable de los fundamentos ético-políticos del Estado 
de derecho.  
 El constitucionalismo contiene dos elementos básicos, que por mucho tiempo han sido 
considerados como sinónimo del Estado de Derecho: la supremacía de la Constitución y la 
separación de funciones en el ejercicio del poder. La Constitución francesa de 1791 incluyó en su 
artículo 16 la expresión que luego se convertiría en el dogma del constitucionalismo liberal: 
“Toda sociedad en la cual la garantía de los derechos no esté asegurada, ni se adopte la 
separación de poderes, carece de Constitución”.  
Tratando de hacer una conceptualización específica de Estado de Derecho podemos afirmar que 
este consiste en la sujeción de la actividad estatal a la Constitución y a las normas aprobadas 
conforme a los procedimientos que ella establezca, que garantizan el funcionamiento responsable 
y controlado de los órganos de poder, el ejercicio de la autoridad conforme a disposiciones 
conocidas y no retroactivas en términos perjudiciales, y la observancia de los derechos 
individuales, colectivos, culturales y políticos. Es decir, una organización jurídico-política que 
sujeta todas sus actuaciones a la norma jurídica.  
En síntesis: La edificación teórica del Estado de Derecho construido en el siglo XVIII radica en 
los siguientes principios fundamentales: 
 
a) Principio de legalidad 
b) Separación de poderes 
c) Supremacía constitucional. 
 
                                                                                                                                                                                                    





Estos tres principios en la doctrina del pensamiento jurídico-político son una consecuencia del 
desarrollo teórico del concepto de soberanía política
21
 en las sociedades europeas de la época. El 
proceso de secularización y rompimiento de la hegemonía de la cosmovisión religiosa de la 
realidad, superado por el racionalismo filosófico que aplicado a las ciencias sociales, políticas y 
jurídicas iba tener como resultado el cuestionamiento acerca del origen de la autoridad, su razón 
de ser, su legitimidad, su alcance y límite. Dicho cuestionamiento, analizado a la luz de la 
herencia del pensamiento de los autores clásicos, y sumado al contexto social de crecimiento del 
poder de la burguesía como clase social, darían origen a las teorías modernas del contrato social 
y de libertad individual como fundamento de la autoridad y requisitos para la existencia de 
cualquier Estado. 
 
Pero no sería suficiente la simple definición de los postulados filosóficos de la soberanía popular 
y la libertad e igualdad de los ciudadanos los que por sí solos pudieran dar respuesta al problema 
de la construcción de un nuevo Estado basado en dichos principios. La democracia como sistema 
político requirió de una sistematización exhaustiva de los mecanismos estatales que pudieren 
garantizar su materialización; el desarrollo teórico de los conceptos de “imperio de la ley” que se 
habían heredado de la época clásica (desde Herodoto, Solón, Platón y Aristóteles hasta Cicerón y 
los estoicos) y la teoría de separación de poderes fungieron como las disposiciones jurídicas que 
una vez desarrolladas e incorporadas formalmente en los ordenamientos jurídicos vigentes 
llevaron a la práctica los ideales libertarios e igualitarios del liberalismo político de la época, es 
decir, garantizaron la institucionalización de los valores democráticos en el Estado, esto es: El 
surgimiento del Estado de Derecho en la época moderna. Al menos, se puede afirmar, el 
surgimiento formal (en la letra de la ley) de los principios democráticos.  
 
La supremacía constitucional, teniendo como origen el desarrollo del principio de la soberanía 
que reside en los ciudadanos se fundamenta teóricamente en la noción de la ley como contrato 
colectivo imperante sobre toda la sociedad, y esto es tanto los poderes públicos como las 
personas subordinadas a dichos poderes. El carácter contractual de la norma jurídica es lo que le 
otorga su legitimidad y supremacía.  
                                                             
21
 Rousseau, Juan Jacobo. “El contrato social” Mesta ediciones 2004. Capítulo VIII  “Del soberano”. Pág. 33.  
21 
 
 La legitimidad de este tipo de Estado descansa fundamentalmente en un ejercicio del poder de 
acuerdo con normas generales y abstractas. Esta forma de Estado posee, a diferencia de sus 
antecesoras, una definición racional y legal. Pero es necesario recordar que la legitimidad es la 
expresión política de la aceptación ciudadana de las instituciones públicas. En este sentido, la 
legitimidad del Estado de derecho depende, en última instancia, de la voluntad de los ciudadanos 
de mantener y hacer uso de sus instituciones legales.  
Sin embargo para mantener en pie este principio y la mencionada voluntad de los ciudadanos el 
sistema requiere de los otros principios, la correcta división y distribución de las funciones 
públicas y de los poderes del Estado es el mecanismo de equilibrio estructural que sostiene la 
supremacía de la ley y que hace posible el sometimiento de todas las actuaciones del poder 
político al ordenamiento jurídico. Este principio, teóricamente desarrollado por Charles Louis De 
Secondat mejor conocido como Barón de la Brede et de Montesquieu, fue un uso político de la 
época clásica atribuido a la democracia ateniense y en menor medida a la época de oro de la 
republica romana, pero fue la confección montesquiana de dicho principio, que inspirado en las 
profundas reformas de moderación de la monarquía inglesa
22
 en la segunda mitad del siglo XVII 
rompió con la concepción absolutista del poder y forjo las bases del Estado moderno. 
Dichos principios anteriormente expuestos son los responsables de la construcción de un sistema 
político que como enfoque esencial tienen la seguridad jurídica de las personas y la garantía del 
respeto a las libertades y derechos fundamentales ante las posibles arbitrariedades del Estado: la 
contención de la actividad pública dentro de los márgenes de la ley, el encauzamiento de toda la 
actividad del aparato estatal dentro de los principios postulados por la constitución política 
(contrato primario de la sociedad y fuente de todo el diseño jurídico) y la protección del 
individuo frente al poder público son la finalidad ulterior de este sistema que tiene como base el 
principio de legalidad.    
De los principios fundamentales que conforman el Estado de derecho surgen en segunda 
instancia otros principios derivados que integran el desarrollo de este modelo, tales como:  
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- El principio de la reserva legal: Según el cual toda intervención estatal en la libertad y 
propiedad de los ciudadanos sólo puede tener lugar en virtud de una ley de carácter 
general y abstracto. 
- La irretroactividad de la ley: La ley sólo cobra vigencia desde el momento de su 
promulgación, no debe tener ningún efecto hacia el pasado. Del principio de legalidad se 
deriva que los ciudadanos no están impedidos de hacer lo que la ley no prohíba, por tanto 
la ley no puede castigar o regular los hechos realizados previos a su entrada en vigencia. 
- La independencia de los jueces: Derivado del principio de la división de poderes, se 
entiende fundamentalmente como la garantía por parte del juez de cumplir la función 
jurisdiccional sin intromisión extraña. Este principio se divide en independencia interna y 
externa, la primera consiste en que el juez goce de plena autonomía en el ejercicio de su 
función, obedeciendo solo a la constitución y las leyes sin perturbaciones o imposiciones 
arbitrarias de sus superiores jerárquicos. La segunda independencia (la externa), es 
aquella por la cual la autoridad judicial debe de gozar de autonomía de injerencias de 
cualquier poder extraño, sea político, partidario, económico o cualquier poder factico. 
-  La jerarquía de las normas: Una norma sólo es válida en la medida que ha sido creada 
de la manera determinada por otra norma, cuya creación a su vez ha sido determinada por 
otra norma. 
- La justicia constitucional: Este principio establece la creación de órganos y mecanismos 
jurídicos de control constitucional (recursos jurídicos), es decir que los jueces (tribunales 
ordinarios, tribunal constitucional, tribunal ad hoc) fungen como garantes de que todo el 
ordenamiento jurídico y la actividad del Estado se correspondan con los postulados la 
constitución política. 
Podríamos decir por tanto que el aporte histórico de los procesos políticos y sociales del siglo 
XVIII consiste en la promulgación de un sistema jurídico y político de reconocimiento formal de 
los derechos del individuo. Ya el Estado deja de ser la personificación de un poder arbitrario y 
discrecional para convertirse en una autoridad  institucional que despliega sus facultades en un 
marco de competencias estrictamente delimitadas por la constitución política y las leyes. 
 
6. Carencias del Estado liberal de derecho: Su dimensión económica 
23 
 
Además de un aporte, este modelo (el Estado liberal de derecho) tenía obligatoriamente que tener 
una carencia que lo distanciara de la perfección (igual que todos los modelos de organización 
política y las creaciones humanas). 
La visión del Estado Liberal-Burgués  contenía la noción de Estado Policía que en el ámbito 
económico-social sólo se dedica a vigilar el buen funcionamiento de las leyes del mercado y  no 
interviene sino en tanto se violen o se incumplan las mismas, esta es su posición clásica. El fin  
perseguido por el Estado en materia económica es "dejar hacer" y "dejar pasar" ( laissez faire), 
por tanto no interviene activa ni positivamente en los problemas sociales derivados de la 
desigualdad económica. En otros términos, y como afirma Ricardo Conbellas, "El Estado Liberal 
de Derecho construyó una concepción negativa del  Estado que en la esfera económica significó 
el principio de que en  tanto menos frecuentes fueran las intervenciones del Estado tanto mejor  
para el desarrollo de la sociedad económica″
23
. 
 El Estado Liberal de Derecho originalmente no tiene ninguna dimensión social y 
consecuentemente ninguna política social y cuando llega a tenerla es sólo por razones de 
supervivencia y ante las luchas del incipiente movimiento sindical que se va forjando durante el 
siglo XIX. Estos conflictos darían necesidad y origen a una nueva concepción de Estado de 
derecho. 
 
7. Estado Social de Derecho 
 
7.1 Contexto histórico de la aparición del Estado Social de Derecho 
Luego de las revoluciones liberales en Europa y Estados Unidos, en las cuales la denominada 
burguesía se hizo del control de la economía y de las estructuras de poder político, aparecerían 
en escena nuevas formas de conflicto social y político que darían origen también a nuevas 
corrientes de pensamiento influyentes en la noción de Estado de derecho como marco jurídico-
político rector de la sociedad y garante de la democracia.  
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Producto de una nueva modalidad de producción de riquezas,  surgida a raíz de la revolución 
industrial, surge un nuevo tipo de relación económica que a su vez da origen a un nuevo tipo de 
trabajador, el obrero industrial, así como también a una nueva clase social: el proletariado. Esta 
denominación fue otorgada  por  el Marxismo, pero más allá de criterios ideológicos podemos 
decir que la desigualdad económica y social de la época, debido sobre todo a la aplicación rígida 
y dogmatica de los principios económicos y políticos del liberalismo, llevo a una  súper 
explotación de las clases menos privilegiadas y en consecuencia a una gran injusticia social. 
Dicha realidad histórica socavaría la confianza en el Estado liberal de derecho como garantía 
jurídica de la democracia y abriría el espacio para cuestionamientos que luego evolucionarían en 
nuevas teorías del Estado. 
 
Esta situación trajo como consecuencia las luchas de la clase trabajadora y de otros movimientos 
políticos que cuestionaron fuertemente al sistema capitalista y al Estado Liberal  de Derecho, al 
ver que la estructura del Estado de derecho clásico reconocía formalmente la libertad y la 
igualdad de los ciudadanos pero estaba por su propia naturaleza impedido de convertirse en 
protector de las garantías ciudadanas y de la justicia social, limitándose exclusivamente a 
proteger el funcionamiento de las leyes del mercado y reconocer derechos en el plano formal y a 
desentenderse de su aplicación material y de su realización, ante un contexto de explotación 
económica cada vez menos sostenible. El Estado de Derecho de origen liberal procuraba sólo la 
protección de los llamados “derechos negativos” (protección a la persona y a la propiedad) y 
negaba los “derechos positivos” (promoción de la persona, rompimiento de la pobreza, ataque a 
la desigualdad económica).   
 
Aparte del movimiento obrero, la situación de pobreza, miseria y explotación  generó un 
conjunto de críticas, de las cuales se destacan las teorías de Karl Marx y  Federico Engels que en 
1848 publicaron el "Manifiesto Comunista", el cual planteó la inevitabilidad de la sociedad 
socialista como fase de tránsito hacia la sociedad comunista. Estas ideas socialistas inspiraron la 
revolución que terminaría con el triunfo de Lenin y Trotsky en Rusia, la revolución de Abril de 
1917 que  implantaron la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas, URSS y  un nuevo tipo de 
Estado: El Estado Socialista. Este nuevo modelo le atribuye al Estado las funciones más 
25 
 
importantes de la sociedad y cuya sola existencia significaba, en sí mismo, una crítica al Estado 
Liberal de tipo Capitalista. 
 
La gran depresión económica de los años treinta fue otro de los factores que influyeron en el 
nacimiento del moderno Estado Social de Derecho. En el siglo XX hubo dos grandes crisis del 
Sistema capitalista en el  ámbito mundial: La gran depresión de los años treinta antes 
mencionada, que justamente dio paso primero al New Deal de Roosevelt, al "Estado de 
Bienestar" (Welfare State) y al Estado Social  de Derecho. Luego, la crisis del petróleo de los 
años setenta, que paradójicamente dio origen al neoliberalismo, que supone la hegemonía de las 
leyes del mercado y la desregulación, principios antagónicos que desmantelan la intervención 




El Estado Social de Derecho funciona para garantizar en la práctica el ejercicio de los derechos 
fundamentales y su dimensión social, no sólo el reconocimiento formal de los mismos, para 
realizar este objetivo utiliza distintos medios para intervenir en la economía tales como: 
asistencia sanitaria, salud, educación pública, trabajo y vivienda dignos, indemnización de 
desocupación, subsidio familiar, asistencia del inválido y del anciano. Garantiza los 
denominados derechos sociales mediante su reconocimiento en la legislación y el ejercicio de la 
acción estatal.  
 
El Estado Social de Derecho no sólo pone en vigencia dentro del ordenamiento jurídico el 
reconocimiento  de los derechos fundamentales sino que se obliga a sí mismo a intervenir en los 
problemas sociales y económicos de la sociedad sin despojarse de la investidura y los 
mecanismos de control del Estado de Derecho clásico, sin los cuales mutaría en un Estado 
autoritario. Este modelo de Estado, es un producto teórico de la unión de los principios del 
Estado Liberal y del Estado Social, supone la superación del Estado guardián para convertirse en 
un Estado de carácter interventor en asuntos sociales
24
.   
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El Estado social de derecho convertido en motor activo de la vida social trata de derrumbar los 
obstáculos que antes le impedían incidir en la sociedad. La limitación de la acción del Estado en 
los temas sociales erigida en regla esencial del Estado liberal pierde enteramente su razón de ser 
ante la nueva concepción del Estado intervencionista. Este Estado social, como se ha 
mencionado antes no debe en ninguna medida traspasar los límites formales del Estado de 
derecho y desbordarse de sus controles a la hora de intervenir, esta es la garantía de la protección 
del individuo frente a las posibles arbitrariedades de la acción pública, que sumadas a la 
intervención social del Estado complementan los beneficios formales del Estado liberal y los 
privilegios sociales del Estado social. 
 
 De esta forma, los modelos constitucionales que diseñan un Estado Social de derecho esbozan 
una estructura política de libertades democráticas cimentada en la lógica de los pesos y 
contrapesos de la tradición constitucional liberal democrática,  al mismo tiempo, sin vulnerar 
arbitrariamente el espectro de libertades económicas propios de dichos modelos, formalizan 
constitucionalmente un régimen económico de intervención estatal  garantizando la consecución 
de los derechos sociales menospreciados en el Estado de derecho clásico.  
 
7.3 Relación Estado Social de Derecho y derechos fundamentales 
 
Para que un Estado pueda ser considerado de Derecho, debe tener mecanismos efectivos para 
garantizar estrictamente el respeto a los derechos fundamentales. Los derechos fundamentales a 
su vez exigen e implican para su realización, la existencia de un Estado de Derecho.  
 
Los derechos económicos tales como el régimen de la propiedad, la libertad de mercado, el 
sistema tributario, los derechos laborales y la seguridad social atribuidos al Estado Social de 
Derecho, representan la base material de aplicación de todos los derechos fundamentales, pero 
dicha base se encuentra en gran medida integrada por la estructura jurídica de los derechos 
humanos que delimitan la libertad política y los mecanismos de frenos institucionales al poder 
público, dicha fórmula complementaria constituye al Estado Social de derecho, lo edifica,  
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justifica y al mismo tiempo es su finalidad. De esta forma, los derechos humanos integran 
conceptualmente al Estado Social de derecho y este último es el método y herramienta de su 
realización. 
 
El vínculo entre el Estado Social de derecho y los derechos humanos no es, históricamente 
hablando, originario. La noción de los derechos humanos es proveniente de las corrientes de 
pensamientos liberales atribuibles a las escuelas jurídicas del derecho natural que inspiraron la 
conceptualización teórica del Estado liberal de derecho, aunque fuesen posteriormente 
descartadas en la formación de dicho Estado y fuesen suplantadas por la tendencia abstencionista 
de priorización de los derechos de propiedad y la concepción del poder público como simple 
guardián de las leyes del mercado. 
 
Postulamos entonces, que los derechos humanos como esencia constitutiva del Estado Social de 
derecho, no fueron inventados conceptualmente por el mismo, pero si su garantía sólo apareció 
en la historia de la humanidad cuando dicho modelo de Estado (social y democrático) se enraizó 
en la sociedad y dotó a los derechos humanos de plena vigencia. 
 
Podríamos decir entonces que  los derechos fundamentales (humanos) son el impulso 
fundacional del Estado Social de derecho y la democracia, el eje rector de su formación y 
estructuración, para posteriormente convertirse en su meta y desafío. En este sentido los 
derechos humanos constituyen, de principio a fin, la columna vertebral del Estado democrático y 
Social de derecho. 
 
7.4 Formulaciones doctrinales sobre el deber-ser del modelo de Estado social de derecho 
Podemos decir en general que el Estado de derecho, en su concepción social, en lo que se refiere 
a la superación de su antecedente liberal ortodoxo surge como fórmula jurídica a comienzos de la 
década de 1930, formulado por el teórico alemán Hermann Heller, específicamente, en el célebre 
ensayo “Rechtsstaat oder Diktatur”. Esta enunciación teórica describe por primera vez en la 
doctrina científica moderna una noción de Estado de derecho contrapuesto al modelo liberal 
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clásico que había en los últimos años evidenciado su expiración práctica para garantizar la 
protección efectiva de los derechos fundamentales, al mismo tiempo que se alejaba radicalmente 
de las interpretaciones teóricas del Estado Social  de corte totalitario o fascista populares en el 
contexto europeo de la época. A diferencia de los mencionados modelos, que construían su 
edificación teórica a partir de la anulación cuasi absoluta del esquema formal planteado por el 
modelo liberal-clásico, la propuesta doctrinal de Heller confecciona una superación teórica de 
dicho modelo clásico partiendo del acogimiento de sus pilares fundamentales, los cuales son 
como se ha mencionado antes, el imperio de la ley, entendiendo esta como expresión de la 
voluntad general  (término por cierto acuñado del pensamiento liberal europeo del siglo XVIII) 
encauzada a través de procedimientos legales adecuados de producción normativa. A lo anterior 
se le suma el segundo pilar del modelo clásico que consiste en la técnica de división y separación 
de poderes, la cual, no quiere decir un funcionamiento enteramente autonómico de los poderes 
del Estado, sino una separación de funciones complementaria que garantice la fiscalización y 
control de los mismos entre sí.  
En la definición del Estado social de derecho, Heller introduce el adjetivo social en la fórmula 
originaria  para hacer valer el contenido que el autor considera original, esto es, recuperar los 
valores a los que estaba asociada la fórmula cuando sirvió de arma en la lucha contra el 
absolutismo monárquico. Así, el nuevo modelo se configura frente al concepto formalista del 
Estado liberal clásico, con la positivización del derecho social y el establecimiento del principio 
de actuación de la Administración conforme al criterio de calculabilidad y no según el criterio de 
pertinencia de actuaciones públicas, conformándose por tanto, la fórmula Estado social de 
derecho como una recuperación del sentido original asociado a la idea de justicia social y de 
igualdad; por otra parte, la fórmula se configura también como una pretensión de ordenación de 
la economía a los objetivos existenciales del hombre, lo cual, en la esfera de las ciencias 
económicas habría de ser planteado por John Maynard Keynes. Podemos decir entonces que el 
“deber ser” o la deontología del constitucionalismo que plantea Heller se distancia mucho de las 
posiciones tradicionales positivistas que se habían planteado hasta en ese entonces en torno a la 
noción del Estado de derecho.  
29 
 
Dos eran las posturas tradicionales en la escuela positivista: Por un lado, el formalismo absoluto 
(normativismo) de Hans Kelsen, que reducía al Estado hasta identificarlo con el Derecho y decir, 
prácticamente, que son una misma cosa. Es decir, para Kelsen la validez de la norma jurídica 
depende únicamente de un procedimiento de creación establecido por una norma 
jerárquicamente superior y ese requisito bastaba a su criterio para conformar un 
constitucionalismo equivalente a un Estado de derecho. Por el otro lado, Carl Schmitt, que 
reduce la Constitución y el modelo de Estado creado por ella a un acto de decisión absoluto de la 
unidad política
25
. Frente a estas dos líneas del positivismo, normativismo sin Estado de Kelsen y 
decisionismo sin normas de Schmitt, Heller se sitúa en una línea más moderada. En esa medida 
Heller plantea un Estado que integre el esquema formal clásico para que este pueda llamarse “de 
derecho” tomando en cuenta el reconocimiento de la libertad individual como justificación de la 
autoridad estatal, lo que lo aleja de la definición reduccionista de Hans Kelsen (a la cual el jurista 
Italiano Luigi Ferrajoli llamaría satíricamente paleopositivista
26
) y al mismo tiempo 
constitucionaliza un diseño del orden socio económico que reestructura las relaciones de poder 
económico en aras de garantizar la efectiva vigencia de los derechos económicos y sociales que 
el Estado liberal era incapaz de realizar.  
Con esta definición, Herman Heller no solo fijaría las bases de la ley fundamental de Bonn que 
regiría a la Alemania pos segunda guerra mundial, sino que también abriría la brecha para el 
debate doctrinal sobre el destino del Estado de derecho y el constitucionalismo. Este debate, 
general, se fraguó sobre diversos aspectos de la formulación del Estado social de derecho, sin 
embargo, un aspecto fundamental tuvo una acogida aplastantemente mayoritaria dentro de la 
doctrina que habría de sucederle, este es la integración de los esqueleto formal del Estado de 
derecho clásico dentro de la formula.  
Por otra parte, las divergencias doctrinales de criterio surgieron en cuanto a aspectos también 
muy importantes alrededor de la fórmula jurídica mencionada. Estos son, la definición de los 
orígenes y antecedentes del Estado social de derecho como evolución sobre la forma jurídica 
                                                             
25 «La constitución en sentido positivo surge mediante un acto del poder constituyente» y más adelante, «la constitución positiva contiene sólo 
la determinación consciente de la concreta forma de conjunto por la cual se pronuncia o decide la unidad política. Tal consti tución es una 
decisión consciente que la unidad política, a través del titular del poder constituyente, adopta por sí mismo y se da a sí mismo». Schmitt, Carl. 
“Teoría de la constitución” Madrid, 1934, págs. 24 y 25.  
26  Cajica Lozada, Gustavo “Estado Constitucional de derecho y legitimidad democrática” comentarios a la obra de Luigi Ferrajoli,  revista de la E.I 
de Puebla No. 2. Pág. 135.  
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clásica estructurada por el pensamiento liberal, lo que terminaría definiendo diferencias sobre su 
ulterior finalidad y efectividad con respecto a la sustanciación jurídica que este pudiera darle a la 
democracia, y por ende, al resguardo de los derechos fundamentales. Esto por supuesto, derivaría 
en distintas versiones sobre el deber-ser de la formula antes descrita.  
El jurista y politólogo alemán Wolfgang Abendroth, remite los orígenes del contenido de la 
fórmula del Estado social de derecho a las reivindicaciones obreras del siglo XIX, asociando con 
ello el carácter social de la estatalidad al derecho al trabajo y a las exigencias democráticas en el 
ámbito del Estado y de las empresas. 
Al presentar la argumentación histórica, Abendroth definiría la naturaleza de la composición del 
Estado social que propone, en base a eso, fija la relación del principio de estatalidad social con el 
derecho de participación, el cual ha de ser interpretado de acuerdo con el carácter democrático 
que la fórmula del Estado social y democrático de Derecho consagra. Esta puesta en relación con 
el carácter democrático hace que el problema del poder estatal no sea visto únicamente como una 
cuestión de sujeción estricta de su actividad al orden jurídico y la garantía de las libertades 
individuales, sino sobre todo como una cuestión de participación democrática, lo que otorga un 
contenido jurídico mínimo a la fórmula de Estado Social de Derecho. Abendroth coloca así, al 
lado del carácter social el carácter democrático, para salir al paso de las acusaciones de falta de 
contenido  jurídico del Estado social.  
Abendroth pone el acento en el carácter democrático, de una parte, para exigir la puesta a 
disposición en la voluntad democráticamente expresada del pueblo de la ordenación 
socioeconómica, y de otra, para poner en relación este carácter democrático con el social para 
una interpretación del principio de igualdad no sólo referido a la vigencia de las libertades 
individuales frente al accionar del Estado, sino también a las relaciones entre los distintos grupos 
de la sociedad (clases sociales), lo cual le permite a su vez ponerlo en conexión con el derecho 
de participación política de los distintos sectores en cuanto a sus intereses económicos, sociales y 
culturales.  
El contenido concreto de la fórmula lo encuentra Abendroth en el derecho al trabajo, democracia 
en las esferas del Estado y de los centros laborales, lo cual lo lleva a determinar sus antecedentes, 
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como se mencionó anteriormente, en las luchas reivindicativas de los movimiento obreros 
europeos  de la mitad del siglo XIX, esto lo impulsa consecuentemente a asociar la idea de 
socialización de los medios de producción, el derecho a participación en la gestión estatal y de 
las empresas, con la estructura jurídica y técnica del Estado de derecho. En este mismo sentido 
pone especial importancia sobre el hecho de constitucionalizar la referida fórmula  (ojo en eso), 
pues esto supone recoger a través de la carta magna del ordenamiento jurídico los aspectos 
reivindicativos que modelaran la función del Estado y su composición. Es por ello que asocia al 
Estado social de derecho a la determinación democrática de todo el orden estructural de la 
sociedad y de la economía
27
. 
Por su parte, Ernst Forsthoff, otro importante jurista alemán dedicado a esta temática, advierte el 
antecedente conceptual del Estado social en un apartado histórico distinto. Enlaza la idea social 
con la máxima liberal-revolucionaria de la fratenité, perteneciente a la Declaración de los 
Derechos del  hombre y del ciudadano, la misma desaparece durante todo el siglo XIX, al no 
constituir ningún derecho positivo
28
. Forsthoff reduce las reivindicaciones en materia de 
derechos laborales de las clases populares a la crítica marxista. En cuanto al aporte que las 
mismas pudieren haber dado a la teorización del constitucionalismo social democrático y al 
atribuirles a estas una relación indisoluble con la ideología marxista, las descarta como punto de 
partida al representar dicha ideología una negación del Estado de derecho. El primer desarrollo 
conceptual de  un Estado constitucional social lo sitúa Forsthoff en la obra de Lorenz von Stein 
(Verwaltungiiehre 1869), asociado a una nueva legitimación de una monarquía social, donde 
correspondería a la Administración el cuidado de la satisfacción de las necesidades sociales.  
Aparte del antecedente conceptual, podríamos decir que la posición de Ernst Forsthoff con 
respecto a esta fórmula jurídica  es que toda la construcción del Estado debe estar orientada a 
garantizar la libertad individual en el marco de la ley, y ésta es la única exigencia que el Estado 
de derecho puede garantizar. Todo el despliegue y racionalización que realiza el autor en torno a 
este tema gira alrededor de la libertad individual frente a la actividad del Estado.   
                                                             
27 Abendroth, Wolfgang. “El Estado democrático y social de derecho como objetivo político“. en M. Tohidipur (1977). pág. 274. 
28 Fortshoff, Ernst. “Concepto y esencia del estado social de derecho (1954 b) “(Hrsg.).1968. Pag. 168. 
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Forsthoff enaltece la estructura del Estado de derecho clásico, pero al mismo tiempo, reconoce la 
necesidad teórica de reforzar su funcionalidad. En este sentido reconoce, desde su perspectiva 
cercana al liberalismo, que la sociedad necesita de prevenciones organizadas para poder 
garantizar su subsistencia. A esto le llama “procura existencial”, que significa todo lo que atañe a 
la administración pública para poder garantizar las prestaciones necesarias a la generalidad o a 
un sector de las personas definido por características objetivas (referente a los sectores de la 
sociedad económicamente desfavorecidos).  
Para llegar al concepto de procura existencial del Estado hay que poner en manos del Estado la 
prestación de servicios que satisfagan las necesidades individuales no realizables por el 
individuo; si en la sociedad liberal la prestación de determinados servicios la acometía la 
sociedad civil o simplemente no la acometía, es decir, quedaban insatisfechas las necesidades, o 
bien no se planteaban determinadas necesidades no necesariamente porque las mismas no 
existiesen, sino porque no existía posibilidad de satisfacerla, en la moderna sociedad y su 
dinámica económica-social, la prestación de tales servicios ha de ser efectuada por el Estado, y 
ello es lo que le constituye en Estado social, estas prestaciones del Estado en el ámbito de la 
procura existencial hacen del moderno Estado, lo que es, en términos de Forsthoff un Estado 
prestacional y distribuidor.  
Todo el énfasis del planteamiento de Forsthoff no se dirige exactamente a negar el Estado social, 
sino a separar lo que es la prestación de servicios públicos de lo que es el orden jurídico y el 
sistema político. Estado de Derecho y Estado social son, en el planteamiento de Forsthoff, dos 
formas de Estado incompatibles en lo que se refiere a su institucionalización a nivel del texto 
constitucional, es decir, como organización técnico-jurídica del Estado. En este sentido, la 
disyuntiva se sitúa en torno al carácter constitucional de los llamados derechos sociales 
reconocidos y al carácter de norma jurídica de la Constitución. Lo anteriormente explicado 
constituye el vértice más importante de la disputa doctrinal sobre el deber-ser de la formula de 
Estado social de derecho. El debate en torno a la superación de las carencias del esquema liberal-
clásico del Estado de derecho, se centra sobre la naturaleza que debe tener la intervención estatal 
en los problemas económicos y sociales y como debe de estructurarse la misma dentro del 
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engranaje institucional para hacer efectiva la garantía de los derechos económicos, sociales y 
culturales.  
Mientras Heller y Abendroth defienden la constitucionalización del carácter social del Estado y 
el establecimiento de los mecanismos o materias de intervención dentro del diseño del 
ordenamiento jurídico y desde la cúspide normativa, Forsthoff plantea la conservación del orden 
constitucional clásico en cuanto a la conservación del reconocimiento de las libertades 
individuales y su protección mediante la sujeción de toda la actividad estatal a la ley como 
prioridad del ordenamiento jurídico, relegando la intervención estatal en el resguardo de la 
justicia social a una labor estrictamente administrativa de la función pública, que en su criterio, 
no tiene porque moldear la estructura constitucional-formal del Estado. 
Ambas corrientes plantean la necesidad de hacer efectiva la vigencia de los derechos económicos 
y sociales, por lo cual pretenden llegar a la misma meta por distintas vías. Mientras la primera 
quiere llenar el contenido social  con planteamientos de socialización y democratización del 
orden económico-social diseñado desde la cúspide del sistema normativo. La segunda, por su 
parte, quiere reducir la característica social a la esfera de la administración y concebir la 
Constitución como un cuerpo normativo constructor de un Estado de derecho en su sentido 
técnico-jurídico formal, sin que aquella contenga valores ideológicos integrados. Esta es, una 
importante discrepancia, no solo en los mencionados autores, sino en la doctrina en general, 
sobre el deber-ser de la formulación jurídica del Estado social de derecho.  
El jurista español Eliaz Díaz García, en su obra Estado de derecho y sociedad democrática, entra 
dentro de la temática aquí abordada. Reconoce este autor, previamente a su dura crítica, el paso 
importante que ha supuesto el "Estado social de derecho", mientras reúna todas las condiciones 
para poder ser calificado como tal: imperio de la ley, formalizada en un órgano popular 
representativo, que es el Parlamento; separación y distribución de los tres poderes; legalidad de 
la Administración, y garantía de los derechos y libertades fundamentales. A este respecto, 
remarca como requisito para el cumplimiento de los fines de dicho modelo de Estado la 
existencia de un "poder ejecutivo fuerte" que en ninguna medida debe confundirse con un " 
poder ejecutivo absoluto". 
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En la mencionada obra, el autor trata los problemas que plantea el aumento poder de la 
Administración pública, que ha de armonizar con lo que constitutivamente exige el Estado de 
derecho. Parece, pues, necesario que exista una fiscalización del poder de la Administración, y 
que tal fiscalización se haga desde la ley, de modo que el electorado aparezca no solamente 
como fuente primaria de la legislación sino como instancia final del control del poder político.  
Díaz García, en base a lo anterior, expone: "Lo característico del Estado social de derecho es, sin 
duda alguna, el propósito de compatibilizar en un mismo sistema dos elementos: uno, la 
economía de mercado como forma de producción; y otro, la consecución de un bienestar social 
general. Caracteriza al Welfare State  un predominio de la Administración sobre la política, un 
predominio de la técnica sobre la ideología”. Un aspecto que es indispensable remarcar en la 
apreciación de Díaz, es que este plantea la insuficiencia del Estado social de derecho para 
garantizar la plenitud democrática, pues esta no puede – según él – convivir con un modelo 
económico basado en la economía de mercado. En este sentido plantea como imperativo que el 
Estado social de derecho evolucione en lo que él llama Estado democrático de derecho, que no es 
otra cosa que una versión de corte más socialista que la fórmula original planteada por la 
doctrina. Sin embargo, para efectos de este análisis, el aspecto que más nos interesa del 
planteamiento de Díaz, es su caracterización del Estado social de derecho. Los severos 
cuestionamientos que este autor le hace a la fórmula jurídica del modelo de Estado aquí tratado, 
están dirigidos mayoritariamente a la versión doctrinal que se identifica con la propuesta de Ernst 
Fortshoff, en este sentido, su crítica no hace una exhaustiva diferenciación entre el Estado social 
de derecho constitucionalmente instituido para reformular el orden socioeconómico, por un lado 
(propuesta de Heller y reforzada por Abendroth), y el Estado de bienestar social simbiótico con 
la economía de mercado planteado por Forsthoff, por el otro. Esto es relevante puesto que Díaz 
García plantea su perspectiva sobre el deber-ser del Estado social de derecho sin primero 
resolver sobre la disyuntiva doctrinal que debe determinar cuál de las dos formulas jurídicas (ya 
sea la constitucionalización del término y sus valores o el establecimiento ordinario de su 
actividad por la simple vía de la voluntad administrativa) es la que debe acogerse y/o ser 
sometida a reevaluación teórica.    
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Esta diferencia de criterios doctrinales es superada finalmente por el jurista y filosofo italiano 
Luigi Ferrajoli, quien en su obra pone orden dentro de la doctrina partiendo del otorgamiento de 
las adecuadas denominaciones a cada uno de los modelos propuestos por las distintas corrientes 
doctrinarias. La superación que hace Ferrajoli parte de dos ideas fundamentales.  
La primera idea, se refiere a las carencias del Estado de derecho clásico en cuanto a la 
circunstancia de la libertad de Mercado como objetivo especifico del modelo liberal. Plantea que 
el Estado de derecho liberal al preocuparse únicamente por la libertad de mercado, la 
intervención mínima y la seguridad frente al poder, olvidó las diferencias de carácter económicas 
y sólo facilito la ampliación de dichas desigualdades. Ferrajoli con respecto a la corriente 
doctrinal que en este trabajo ha decidido representarse en los planteamientos de Ernst Forsthoff, 
señala que ante la mencionada ampliación de la injusticia social, y al intentar superar las 
desigualdades, la propuesta doctrinal antes mencionada creó un Estado de bienestar (welfare 
state) pero no un estado social de derecho. El Welfare State al carecer de normatividades 
específicas (o sea de categoría constitucional) constituye un modelo liberal sin una filosofía  
propia y sin una concepción del derecho específica. En este sentido, la obra de Ferrajoli no posee 
la carencia doctrinal que tenía la de Díaz García, pues la superación de la fórmula jurídica que 
este propone pasa primero por definir la diferenciación de lo que es  Estado de Bienestar Welfare 
State (propuesta de Forsthoff de asistencia social estatal sin categoría constitucional) y de lo que 
es El estado social de derecho como estructura orgánica del modelo de Estado definida desde e l 
diseño constitucional (Abendroth).  
La formulación acerca del Estado social de derecho de Ferrajoli parte con la siguiente 
expectativa: “Una refundación del Estado social sobre la base de los principios de sujeción a la 
ley, igualdad de los ciudadanos e inmunidad de estos frente a la arbitrariedad, requeriría la 
distribución de sus prestaciones según la lógica universalista de las garantías de los derechos 
sociales en vez de intervenciones discrecionales y selectivas de tipo burocrático. El ejemplo 
paradigmático, en esta dirección es la de la satisfacción, en forma universal y generalizada, de 
los derechos a la subsistencia.”
29
 Lo cual quiere decir, la institucionalización normativa de los 
mecanismos de intervención del Estado en los problemas económicos. 
                                                             
29 Ferrajoli, Luigi. “Pasado y futuro del Estado de derecho” en Carbonell, Miguel, neoconstitucionalismo, Trotta, Madrid 2005. Pág. 27.   
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Lo anterior define su modelo que es un estado liberal con sus garantías mínimas y, al mismo 
tiempo, Estado social máximo. La segunda idea fundamental de Ferrajoli se refiere a la 
caracterización esencial del modelo de Estado que propone (revisión de los alcances de la 
legalidad), se centra en conceptualizar  una nueva forma de ver al Estado de derecho: un estado 
de derecho garantista recogido por los Estados constitucionales donde la mera legalidad y la 
estricta legalidad son sus fuentes complementarias. En palabras del autor: “En todos los casos se 
puede decir que la mera legalidad (formulada por el modelo clásico), al limitarse a subordinar 
todos los actos a la ley cualquiera que ésta sea, coincide con su legitimación formal, mientras la 
estricta legalidad, al subordinar todos los actos, incluidas las leyes (la producción normativa), a 
los contenidos de los derechos fundamentales, coincide con su legitimación sustancial.” 
La propuesta ferrajoliana rechaza de esta forma la tesis kelseniana de la validez jurídica de las 
normas, que se basaba únicamente en virtud de la legitimación formal (estricta legalidad) pues 
plantea que en el nuevo Estado garantista también la misma tiene que satisfacer los criterios 
exigidos por los derechos fundamentales (legitimación sustancial). 
Es decir, en el modelo garantista de Ferrajoli no solo se encuentra regulado en normas positivas 
(la constitución) el procedimiento a través del cual se crean las normas del sistema, sino que 
también existen normas positivas que regulan el contenido material de las normas futuras por 
crear. En el Estado constitucional de derecho, son incorporados en el ordenamiento, como 
derecho sobre el derecho, los límites y vínculos jurídicos de la producción normativa. Se deriva 
de lo anterior una innovación de la estructura misma de la legalidad, que es acaso, en términos de 
Ferrajoli, la conquista más importante del derecho contemporáneo: la regulación jurídica del 
mismo derecho positivo, no solo por lo que hace a las formas de producción, sino en cuanto a los 
contenidos producidos. Esta incorporación de normas que determinan el contenido de las normas 
producidas, sumadas a las normas que establecen los procedimientos formales de creación 
normativa y el carácter constitucional de la intervención estatal en su función social, son los 
principales componentes de la formulación jurídica del Estado social de derecho (o Estado 
garantista) propuesto por Luigi Ferrajoli. En este sentido la misma ley ya no es ahora, 
únicamente la que condiciona a los que se encuentran sometidos a ella, sino que ella misma se 
encuentra condicionada no solo por vínculos formales sino por lo que es más importante, por 
37 
 
vínculos sustanciales, establecidos en la constitución, lo que constituye la garantía estructural del 
resguardo a los derechos fundamentales.  
La síntesis y propuesta doctrinal que hace Ferrajoli es acogida por el presente trabajo 
monográfico en cuanto a la noción de Estado social de derecho. Todas las referencias hechas en 
los distintos análisis sobre el deber-ser del mencionado modelo de Estado se acoplan, ciñen, o al 
menos, identifican con los planteamientos y caracterización que el jurista italiano define como 
requisitos para la formulación jurídica y vigencia plena del Estado democrático y social de 
derecho.     
Capítulo II.  
RELACION ENTRE LA DEMOCRACIA Y EL ESTADO SOCIAL DE DERECHO 
 
1. ¿Qué es Democracia? 
 
1.1 Conceptualización  
La conceptualización de la democracia, en su sentido integral (abarcando su dimensión jurídico- 
política, económica y social) ha sido la tarea inacabada de miles de generaciones humanas que se 
remontan hasta la democracia Ateniense; agotar dicha tarea no es nuestro objetivo. En el capítulo 
anterior hicimos referencia a algunos paradigmas conceptuales griegos para explicar la evolución 
histórica del Estado de derecho, tales referencias no son indiferentes a este capítulo, más aun, son 
inseparables del mismo. La historia de la construcción del Estado de derecho no ha estado jamás 
separada de la historia de la Democracia y por tanto una conceptualización de esta jamás podrá 
alejarse de la otra. Sustentar la afirmación anterior es la razón de ser del presente capítulo.  
Para todos es conocido ya que la etimología del término viene del griego: (Demokratia) o 
gobierno del pueblo. Construido a partir de “Demos” (pueblo) y “Kratos” (poder), ambos 
elementos esenciales que constituyen un Estado (el tercero es el territorio). Esta definición data 
aproximadamente del siglo V antes de Cristo
30
 y es utilizado para hacer referencia a algunos de 
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los sistemas políticos imperantes en algunas ciudades-Estado griegas, Sobre todo Atenas luego 
de las importantes reformas de Solón y Clistenes.
31
 
No se puede afirmar a ciencia cierta la existencia de una definición especifica de Democracia, 
que sea universalmente aceptada, sin embargo, desde los procesos originarios del concepto en la 
antigüedad se han identificado sus elementos fundamentales, tales como la Isonomia, 
antecedente griego de la igualdad ante la ley moderna (de esto se derivaron otros principios, por 
ejemplo la Isegoría, igualdad de derecho a la palabra en las asambleas ciudadanas). Todas las 
definiciones históricas realizadas para el desarrollo de este concepto, tan diverso, relativo y 
contradictorio, podríamos afirmar que se han dado en torno a dos valores fundamentales: La 
libertad e igualdad de los ciudadanos. La prioridad de alguno de estos principios y el intento de 
formular mecanismos para garantizar su equilibrio han ocupado el debate histórico sobre este 
sistema político.   
La democracia es mucho más que el poder del ciudadano de elegir sus autoridades: se basa en un 
andamiaje jurídico político y cultural, es decir, un grupo de valores encabezados por los dos 
mencionados anteriormente; actitudes y prácticas bien comprendidas colectivamente que adoptan 
diferentes formas institucionales y expresiones en las distintas culturas y sociedades del mundo, 
es decir, un entramado de instituciones y mecanismos jurídicos de control diseñados para 
sostener el poder y la soberanía política de los ciudadanos
32
; en términos contractualistas: la 
voluntad general
33
expresada en la ley. Las democracias se basan en principios fundamentales a 
través de procesos formales de carácter evolutivo y flexible, más que métodos pétreos e 
inalterables. 
Podemos decir que la democracia es un modelo político que racionaliza el fenómeno del poder 
en la sociedad y lo separa, delimita y controla con el fin de que su desproporción no lesione la 
libertad e igualdad ante la ley de los ciudadanos. Dicho modelo político requiere una estructura 
formal bajo la cual operar, ésta es el Estado de derecho.   
                                                             
31 Ver Capitulo primero.  
32 Como construir la democracia (INCIDE) Managua, Abril 2009 
33 Rousseau, Jean Jacques. “El contrato social”. Mesta ediciones 1999. Pág. 120. 
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La democracia es el principio legitimador del  ordenamiento jurídico, entendido éste no sólo 
como arquitectura política de la sociedad  sino, sobre todo, como forma jurídica y realidad 
normativa. De tal manera que sólo a través de ese principio legitimador la Constitución y las 
leyes adquieren su singular condición normativa, ya que es la democracia la que presta a la 
Constitución política una determinada cualidad jurídica, en la que validez y legitimidad resultan 
enlazadas
34
. A su vez, son la Constitución y el ordenamiento jurídico los que otorgan una base 
formal de operatividad al sistema democrático.   
El sentido de la democracia radica, en última instancia, en la conservación y desarrollo pleno de 
los individuos que voluntariamente la adoptan y ejercen. Las necesarias complejidades del 
proceso democrático no deben sobreponer en ningún momento al principio normativo 
democrático (del Estado social de derecho) consistente en la primacía de los derechos humanos, 
bajo cualquier otro objetivo político. 
 
1.2 Características fundamentales de la democracia 
• La democracia es una forma de gobierno en la que todos los ciudadanos con mayoría de edad 
legal ejercen el poder y la responsabilidad cívica, ya sea directamente o por medio de 
representantes libremente elegidos. 
• Se puede afirmar que el sistema democrático basa su funcionamiento en los principios del 
gobierno de la mayoría pero sobre todo, en los derechos individuales. Las democracias evitan los 
gobiernos centralizados todopoderosos y los descentralizan en múltiples niveles de regiones y 
localidades, sabiendo que todos los niveles del gobierno deben ser lo más accesibles al 
ciudadano como sea posible. 
• No puede hablarse de la existencia de un régimen democrático sin que una de las principales 
funciones del Estado sea proteger ciertos derechos humanos básicos, como la libertad de 
expresión y de religión; la garantía de igualdad ante la ley de los ciudadanos y ciudadanas; y el 
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 Aragón, Manuel. “Constitución y democracia”, Tecnos, Madrid, 1989, p. 27. 
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derecho organizarse libremente y participar plenamente en la vida política, económica y cultural 
de la sociedad. 
• En un sistema democrático es indispensable la garantía de elecciones libres y transparentes. En 
este sentido es imperativa la existencia de un sistema electoral independiente y eficiente.  
• La tolerancia es la virtud fundamental de un sistema democrático. La arquitectura jurídica del 





1.3 Tipos de democracia 
Podemos afirmar que dentro de las muchas percepciones de la democracia, en general, pueden en 
su mayoría clasificarse en dos categorías básicas: directas y representativas. En la democracia 
directa, los ciudadanos pueden participar en la toma de decisiones públicas sin la intermediación 
de funcionarios elegidos o designados. Sin duda alguna, ese sistema es el más conveniente 
cuando se trata de un número relativamente pequeño de personas
35
 (como en la organización de 
una comunidad, un consejo tribal o gobiernos locales y/o municipales) donde todos los miembros  
puedan convocar  reuniones o asambleas con el fin de discutir problemas y tomar decisiones por 
consenso o por mayoría. 
Sin embargo la forma más común de democracia, es la democracia representativa, en la cual los 
ciudadanos eligen representantes para que tomen las decisiones políticas, creen las leyes (poder 
constituyente y poder constituido) y administren los programas públicos. 
2. Ejes rectores 
2.1 Derechos de las minorías 
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 Rousseau, Jean Jacques. “El contrato social”. Mesta ediciones 1999. Pág. 80. 
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Todas las democracias son sistemas donde los ciudadanos toman decisiones políticas libremente. 
Aunque el mecanismo del sistema para funcionar sea el de decisión por mayoría, es necesario 
que se respeten los derechos de las minorías ya que el gobierno de la mayoría no basta para 
garantizar la democracia.  
En una sociedad democrática, es necesario que el gobierno de la mayoría vaya acompañado de 
garantías a los derechos humanos individuales que  protejan los derechos de las minorías y de los 
disidentes
36
, ya sean étnicos, religiosos o de los que han sido vencidos en alguna contienda 
política. Los derechos de las minorías no van en dependencia de la voluntad  mayoritaria y no 
pueden ser suprimidos por mayoría de votos. Las leyes y las instituciones democráticas protegen 
los derechos de todos los ciudadanos garantizando así este principio. Las normas del Estado de 
derecho, al proponer la inviolabilidad de los derechos fundamentales de los individuos, 
establecen un límite insuperable a la acción de los grupos mayoritarios y las instituciones en el 
marco del orden democrático. 
Es necesario que los grupos minoritarios confíen en que el gobierno protegerá sus derechos y su 
seguridad. En cuanto esto se logra, tales grupos pueden participar en las instituciones 
democráticas del país y colaborar con ellas. El principio del gobierno de la mayoría y los 
derechos de las minorías caracteriza a todas las democracias modernas, no importa cuán diversas 
sean en términos de historia, cultura, población y economía. 
En el siglo XIX, Alexis de Tocqueville postuló que el mayor riesgo inherente a la democracia es 
la tiranía de la mayoría
37
, y por ello preconizaba un control a su avasallante poderío. Tal control, 
podemos decir ahora, reside en las instituciones de la legalidad democrática, las instituciones del 
Estado de derecho. 
2.2 Pluralismo y sociedad democrática 
                                                             
36 Norberto Bobbio la señala como la regla del disenso: “ninguna decisión tomada por la mayoría debe limitar los derechos de la minoría, 
particularmente el derecho a convertirse, en paridad de condiciones, en mayoría”. Bobbio, Norberto. ¿Qué alternativas a la democracia 
representativa? En ¿Que socialismo?, Trad. De J. Moreno, Plaza y Janes, Barcelona, 1986, p.84. 
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 De Tocqueville, Alexis “La democracia en América”. FCE, México, 1978. 
42 
 
En un sistema democrático, el concepto de gobierno es separado radicalmente del concepto de 
Estado para de esta forma fundar la noción moderna de administración pública. La democracia, 
sin embargo, es más amplia que una forma específica de Estado o de gobierno, en la cual este no 
es más que uno de los hilos de un tejido social formado por muchas y muy variadas instituciones 
públicas y privadas, foros jurídicos, partidos políticos, organizaciones y asociaciones
38
. Esta 
diversidad se conoce como pluralismo y se basa en el supuesto de que la existencia, la 
legitimidad y la autoridad de los múltiples grupos organizados e instituciones de una sociedad 
democrática no dependen del gobierno. Lo anterior nos explica como la democracia, entendida 
como modelo político trasciende al modelo de Estado (aunque el diseño político-jurídico y 
orgánico del mismo sea su base formal y también material) y constituye finalmente una cultura. 
 En una sociedad organizada bajo un Estado autoritario, las organizaciones privadas, locales y 
nacionales, se mantienen bajo el control del gobierno, éste las obliga a obtener licencias o las 
vigila, y están obligadas a rendirle cuentas. En una democracia que cuenta con instituciones 
modernas, los poderes del gobierno están claramente definidos en la ley y ésta les impone límites 
precisos, competencias específicas
39
 y deberes exactos, un ejemplo de ello son los artículos 130 y 
183 de nuestra constitución política
40
. Por lo tanto, las organizaciones privadas gozan de un alto 
grado de libertad del control gubernamental. En el activo ámbito privado de la sociedad 
democrática, los ciudadanos pueden explorar sus posibilidades de autorrealización pacífica y las 
responsabilidades de pertenecer a una comunidad, libres de la injerencia del Estado, que puede 
ser muy pesada, y de la exigencia de apoyar las opiniones de la mayoría y de las personas que 
detentan influencia o poder. 
2.3 Poder judicial independiente 
La democracia (en su fundamento liberal y originario) responde a la restricción de la acción 
pública dentro de un margen de acción legal. Dicha acción legal aparte de contar con una 
legislación vigente que incluye procesos formales de formación de la ley y un contenido material 
                                                             
38Grzybowski, Cándido “La democracia en América Latina” Contribuciones para el debate. PNUD, 2004. Pág. 52-53. 
39 Cuarezma Terán, Sergio “Derechos Humanos y Jurisdicción Constitucional” CEIJ, 2006. Pág. 22 
40
 “Ningún poder del Estado, organismo de gobierno o funcionario tendrá otra autoridad facultad o jurisdicción que las que le confieren la 
constitución política y las leyes de la republica.” Arto. 183 Cn. 
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consecuente con los derechos humanos para gozar de plena validez, necesitará obligatoriamente 
de un órgano que aplique dicha ley y defienda su mencionada validez
41
. 
Un órgano judicial independiente es indispensable para un régimen de peso y contra peso que 
garantice la democracia. El poder judicial es en muchos aspectos el brazo operativo del 
ordenamiento jurídico y es también el encargado de hacer valer la supremacía constitucional y la 
coherencia de toda la legislación ordinaria conforme a la carta magna. De ahí la importancia de 
su independencia.     
2.4 Control civil de los militares 
La democracia se funda sobre la noción del poder que reside en el pueblo: soberanía. En una 
democracia el poder militar debe obligatoriamente estar subordinado al civil para que los 
militares ejerzan su función como servidores públicos y no como regidores de la sociedad. La 
concepción original del Estado de derecho y la democracia se fundó en el concepto de libertad 
civil, vínculo contractual entre el individuo y la sociedad que organiza y legitima al poder 
público del Estado; la fuerza militar debe en toda medida ser un instrumento de protección de la 
libertad civil, ese es el fundamento de su subordinación.  
2.5 Relación con el Estado Social de Derecho 
El Estado Social de derecho constituye la coraza legal que recubre a la democracia, si no hay 
Estado Social de derecho no existe  democracia, dado que este excede a un simple conjunto de 
normas constitucionales y legales,  pues  involucra todo el andamiaje institucional y social en el 
cual se desarrollan los procesos políticos, económicos, sociales y culturales que son 
indispensables para dinamizar la continua evolución de la sociedad que la democracia requiere 
para su existencia. La existencia del Estado Social de derecho se mide por el funcionamiento de 
las instituciones en la praxis política cotidiana en cuanto a su eficacia y eficiencia para 
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 El principio de legalidad y la seguridad jurídica son el resultado de dos operaciones complementarias: una primera, política, que consiste en 
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materializar y llevar a la realidad los postulados constitucionales y el respeto a los derechos 
humanos.  
De acuerdo con Samuel Huntington, la institucionalización se define como “el proceso por el 
cual adquieren valor y estabilidad las organizaciones y los procedimientos”
42
 .Tomando como 
punto de referencia dicha definición podría decirse que un régimen democrático se 
institucionaliza si el pueblo y sus dirigentes, en porcentajes elevados valoran sus instituciones, se 
someten a su procedimiento, comparten los principios de la comunidad política, creen que el 
sistema es legítimo, respetan las discrepancias, tienen una visión común del interés público, 
superan las diferencias mediante acuerdos, cumplen con los mandatos de la ley y contribuyen al 
logro de los objetivos colectivos
43
.   
En el presente trabajo, se mencionó anteriormente, que la democracia es un modelo político que 
racionaliza el fenómeno del poder político, tal racionalización consiste en su correcta división y 
la estricta delimitación de sus competencias con el fin de evitar su concentración y 
personalización, términos evidentemente antagónicos con la noción de institucionalidad. La 
democracia como valor político y como modelo organizativo de la sociedad (habíamos dicho) 
requiere para su institucionalización de una estructura jurídica formal que la dote de soporte 
normativo, dicho requerimiento solo puede satisfacerse con un Estado democrático y social de 
derecho.  
Con lo anteriormente dicho, se puede afirmar que existe una evidente relación simbiótica entre el 
Estado democrático y social de derecho como forma jurídica y la democracia como forma 
política. Sin embargo, hay un elemento que siendo igualmente obvio vale la pena remarcar 
expresamente: la seguridad jurídica. Este concepto es el faro que guía la relación Estado de 
derecho-democracia, aun más, puede decirse que es el producto de dicha relación y el principio 
básico de carácter ético-normativo sobre el cual el sistema basa el alcance  de los objetivos 
colectivos.  
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El valor de la seguridad jurídica se podría decir, es universal
44
, para el sistema democrático, en 
este sentido la única seguridad jurídica que merece resguardarse (y que puede llevar dicho 
nombre) es aquella que se deriva de la vigencia del Estado democrático de derecho, pues es en 
este que tienen lugar las instituciones jurídicas capaces de otorgar certeza de que los derechos y 
garantías de todos los habitantes, personas físicas o jurídicas, no serán vulnerados impunemente.  
En este sentido, el Estado democrático y social de derecho no puede ser una estructura legal 
inmutable. Depende, para su conservación y desarrollo continuo, de la crítica y debate 
característicos de la acción ciudadana en democracia. En ello radica su fuerza y también su 





III. EL ESTADO SOCIAL DE DERECHO EN LA LEGISLACION NICARAGUENSE  
1. Desarrollo histórico del Estado social de derecho en Nicaragua 
1.1 Análisis introductorio y antecedentes 
La formula estructural del Estado Social de derecho o al menos su noción básica, no estuvo 
presente  hasta épocas recientes en el constitucionalismo nicaragüense. En la actual Constitución 
de la república lo encontramos. Para su correcta apreciación se hace necesario contextualizar la 
historia de dicho cuerpo normativo y sus antecedentes más próximos.  
La organización política del Estado nicaragüense en las distintas constituciones políticas de la 
dinastía de los Somoza, que se mantuvo desde 1936 hasta 1979 (Cn. 1939, 1948, 1950, 1974) se 
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 No es la sociedad la que existe para el Estado, sino el Estado el que existe para la sociedad. Y para una sociedad compuesta por ciudadanos,  
esto es, individuos jurídicamente iguales y por tanto libres. Entre individuos definidos de esta manera la única forma de relación imaginable es 
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caracterizó por una dicotomía entre los postulados normativos de las mismas que albergaban 
principios rectores del Estado liberal de derecho y su aplicabilidad real en el régimen político 
omnipresente en todos los factores de poder de la sociedad nicaragüense. El divorcio antes 
mencionado, entre la construcción normativa del Estado emanado de constituciones políticas que 
tímidamente guardaban postulados y principios del Estado de derecho clásico (heredados de las 
corrientes de pensamiento político liberal y las escuelas jurídicas influyentes en las 
constituciones europeas occidentales del siglo XIX) y el régimen político dictatorial imperante 
en todos esos años (con características aun válidas para nuestra actualidad), delata no solamente 
defectos estructurales de naturaleza técnica-jurídica en el diseño de las mismas para hacer 
aplicables sus disposiciones, sino un vicio de naturaleza aun más profunda: la inadecuación 
histórica de los postulados teóricos liberales europeos y norteamericanos colmados en dichas 
cartas magnas, que inspirados en estructura y contenido por el análisis  de la evolución de las 
sociedades europeas y occidentales de los siglos anteriores y con un marcado contraste temporal, 
geográfico y en consecuencia cultural con la realidad pos-colonial nicaragüense, traerían como 
resultado la inexistencia, en toda medida, de concordancia entre el objeto formal de las 
instituciones que creaba la ley y el uso que el régimen político les diera a las mismas
45
. Es decir, 
inexistencia de supremacía constitucional por sobre los poderes facticos que regían la sociedad y 
por tanto, imposibilidad jurídica de Estado de derecho. 
Esta realidad constitucional concuerda con la ontológica (y también metafórica) clasificación de 
las constituciones que hiciere el famoso constitucionalista alemán Karl Loweinstein, la cual 
consiste en la diferenciación de tres tipos de constituciones según su nivel de coherencia con el 
tejido político
46
, organizacional y social que las construye y que las mismas recrean. Para 
Loweinstein las constituciones se clasifican en normativas, nominales y semánticas. La primera, 
es explicada bajo la metáfora de un traje de vestir hecho a la medida del cuerpo social que la 
porta, realidad normativa respetada tanto por gobernantes y gobernados. 
                                                             
45 Estas instituciones formalmente reconocidas definen el régimen político. A su lado se yerguen otras de carácter informal que hacen alusión a 
prácticas habituales reales del manejo de la política y que se superpone sobre las primeras influyendo o tergiversando su sen tido e incluso 
anulando sus prescripciones. Este paralelismo entre instituciones formales y praxis política ha caracterizado durante toda la historia nacional al 
sistema político nicaragüense en relación al orden constitucional. Alcántara  Sáenz, Manuel. “El papel de la constitución en el sistema político”. 
En la obra colectiva: “A 21 años de la constitución política: vigencia y desafíos”. INEJ 2008. Managua, Nicaragua. Pág. 20.    
46 Karl Loweinstein “Teoría de la Constitución”, Arial, Barcelona, 1960, trad. Esp., págs. 213 a 222. 
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Las constituciones nominales son un traje imperfecto y un tanto desproporcionado en la que la 
sociedad se aproxima a convertir la norma jurídica en realidad respetada en la cotidianidad, sin 
poder aun lograrlo en su plenitud.  Las terceras, en las cuales se considera para efectos de este 
trabajo meritorio asociar a la mayor parte de la historia constitucional nicaragüense son las 
constituciones semánticas
47
. A estas, el jurista alemán las define, en continuación de la metáfora,  
como disfraces documentales sin validez jurídica, que encubren el imperio de poderes facticos 
sobre el cuerpo social, las cuales no son respetadas ni por gobernantes ni por gobernados. 
La deficiencia antes mencionada corresponde a las fuerzas que dan origen a una constitución 
política
48
 y fundan un Estado, o sea, a las fuentes mismas del derecho. De la teoría de las fuentes 
del derecho proviene la noción de la correlación entre las estructuras jurídicas formales y las 
estructuras últimas del sistema político y socio económico. Las fuentes del derecho no son, en 
este sentido, simples hechos a través de los cuales el derecho manifiesta su vigencia sino la 
manifestación de las fuerzas sociales a las que el ordenamiento jurídico califica como creadoras 
de mandatos de obligatorio cumplimiento. 
Esta noción sobre la fundación de la constitucionalidad es relativa al poder constituyente que 
origina al Estado (el poder soberano), pero podemos afirmar que en el caso nicaragüense dicho 
poder y su producto (El poder constituido: Constitución-Estado) obedece, en la época antes 
mencionada ─y podríamos decir que aun para la normativa actual─, menos a una racionalización 
colectiva que minuciosamente se reglamente a sí misma y establezca procesos formales de 
creación de normas  bajo los cuales opere el engranaje de poder político, que a un conglomerado 
arbitrario y desproporcionado de poderes facticos que fundan normas cosméticas y procesos de 
creación de normas, no con el fin de formalizar procedimientos de producción jurídica garantes 
del imperio de la ley (rule of law para los británicos) e institucionalizar el ejercicio del poder 
                                                             
47 Según el profesor Francisco Enríquez Cabistán, se  podría afirmar que siguiendo el criterio de interpretación jurídica nuestra Carta Magna es 
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que una Constitución es resultado del acuerdo entre los factores reales de poder en una sociedad. ¿Qué es una Constitución?, Panamericana 




público en el marco del Estado de derecho, sino con la intención de mantener un nivel de eficacia 
jurídica nula que no constituya freno alguno a la discrecionalidad en la creación de normas 
ordinarias y su arbitraria aplicación, igualmente de los postulados constitucionales, o sea, 
mantener el status quo del poder político disfrazando ─en términos de Loweinstein─ al sistema 
político y otorgándole una investidura constitucional meramente semántica e impropia a su 
verdadera naturaleza: la del conocido Estado botín
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2. Contexto político-histórico de la Constitución de 1987 
El 19 de Julio de 1979 marcó el inicio de una nueva etapa en la historia constitucional de 
Nicaragua, el régimen del General Anastasio Somoza Debayle había sucumbido ante la rebelión 
de todos los sectores sociales de la nación, desde los económicamente más fuertes hasta las 
clases populares. 
Se instauró el gobierno de Reconstrucción Nacional, formado por una Junta de gobierno la cual 
promulgó el llamado “Decreto Fundamental del Gobierno de Reconstrucción Nacional” 
derogando la Constitución de 1974 junto con todas las estructuras políticas y jurídicas del 
régimen anterior y a la vez organizando el Estado en: La Junta de Gobierno, El Consejo de 
Estado y los Tribunales de Justicia. Dicho decreto se complementó con el “Estatuto sobre 
Derechos y Garantías de los Nicaragüenses” y ambos llegaron a convertirse en una especie de 
Constitución transitoria.   
                                                             
49 Según Andrés Pérez Baltodano: “las características estructurales y objetivas del Estado conquistador (sinónimo del Estado botín) son: su baja 
capacidad de regulación social, la fragmentación social y territorial de su base espacial, su dependencia externa y su autonomía con relación a 
la sociedad. La baja capacidad de regulación social del Estado conquistador impide el establecimiento de un sistema nacional de normas legales 
y facilita la fragmentación territorial del poder y su personalización. Al mismo tiempo, su autonomía con relación a la sociedad otorgan a los 
gobernantes la capacidad de actuar de espaldas a la sociedad y por encima de la ley”. Pérez Baltodano, Andrés. “Entre el Estado conquistador y 
el Estado nación: Providencialismo, pensamiento político y estructuras de poder en el desarrollo histórico de Nicaragua”. IHNCA 2003. Págs. 749-




Como respuesta a décadas de indiferencia hacia los derechos humanos por parte del régimen 
anterior y a manera de satisfacer la necesidad de los ciudadanos de que les sean reconocidos sus 
derechos políticos, económicos y sociales, en el mencionado Estatuto se garantizaron la plena 
vigencia de los Derechos Humanos consignados en la Declaración Universal, el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos de la Naciones Unidas
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 así como también se estableció la igualdad 
incondicional de todos los nicaragüenses. Estas garantías se convirtieron en los primeros pasos 
para años más tarde contribuir a la transformación, (aun inacabada y amenazada), del Estado 
nicaragüense en un Estado Social de derecho. 
Para mediados de la década de los 80 las dos grandes potencias de la guerra fría (EEUU-URSS) 
incrementaban su influencia en la región, Centroamérica y en especial Nicaragua se convirtió en 
una especie de tablero de ajedrez en el cual ambas potencias se enfrentaron indirectamente con el 
fin de imponer su dominación político-ideológica, el país se hallaba nuevamente sumido en una 
guerra civil.  
Fuerzas contrarrevolucionarias financiadas por el gobierno de Estados Unidos  se enfrentaban al 
ejército sandinista (apoyado por la Unión Soviética) en oposición a las políticas de tendencia 
marxistas-leninistas que el gobierno implementaba con el objeto de profundizar los cambios 
sociales que venían pregonando desde su asención al poder, dicha situación obligó al régimen a 
declarar el Estado de emergencia. 
 Fue en dicho contexto que la Asamblea Nacional Constituyente fue electa el 4 de noviembre de 
1984,  finalizando el 19 de noviembre el proceso de elaboración de la Constitución política de 
Nicaragua la cual luego de ser consultada por los partidos políticos, las organizaciones gremiales 
y populares fue promulgada el 9 de enero de 1987  y que actualmente (después de unas 
significativas reformas las cuales serán analizadas más adelante), se encuentra vigente. 
A pesar de la complicada situación político-social que atravesaba el país, el proceso 
constituyente se desarrolló con relativa calma con la participación de las fuerzas políticas y de 
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 “Estatuto sobre Derechos y Garantías de los Nicaragüenses” Titulo II: Derechos y Garantías, Capitulo Único: Principios fundamentales Art. 6, 
20 de Julio 1979. 
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los ciudadanos generando la aprobación de dicha constitución con un importante nivel de 
consenso entre los principales partidos políticos representados en la Asamblea Nacional.  
Sin embargo no tomo mucho tiempo para que surgieran inconformidades por parte de los 
partidos opositores quienes consideraban que la nueva constitución reflejaba la autocracia del 
FSLN y no representaba los intereses nacionales a pesar de estar revestida con un lenguaje 
popular catalogado como demagógico. Por esta razón empezó a circular un documento suscrito 
por 14 partidos políticos con un listado de 17 puntos sobre propuestas de reformas 
constitucionales tan solo meses después de haber sido promulgada la nueva Constitución.  
 
3. El Estado Social de derecho en la constitución política de 1987 
En el contexto antes mencionado se aprobó la constitución de Nicaragua de 1987, la misma que 
hoy en día (ya reformada) se encuentra vigente. En dicha carta magna no se encuentra 
expresamente dispuesta la fórmula del Estado Social de derecho como modelo designatorio  para 
la arquitectura jurídica, política y social del Estado y la sociedad nicaragüense, sin embargo  su 
regulación se encuentra tácitamente presente (en algunos casos ambiguamente) en el articulado 
de los diversos postulados de la carta magna, tanto en los principios rectores en que se basa la 
constitucionalidad, albergados en la parte dogmatica de la norma suprema,  como la naturaleza 
de las estructuras, instituciones y funcionalidades del aparato público diseñada dentro de la parte 
orgánica de la constitución política.  
Dicho de otro modo, la constitución de 1987 formaliza jurídicamente una versión muy particular 
del Estado Social de derecho (a la cual haremos examen crítico en este subcapítulo) sin que la 
redacción del legislador de la época haya incluido explícitamente el término.  
Como se mencionó en capítulos anteriores del presente trabajo, el modelo de Estado Social de 
derecho es aquel que recoge el régimen político de libertades democráticas del Estado de derecho 
liberal y a su vez procrea un sistema de intervención en la economía que sin despojarse de los 
controles formales propios del Estado de derecho clásico, incide en la consecución de los 
derechos económicos, sociales y culturales de los ciudadanos. La característica antes expuesta no 
está ausente en el contenido de la estructura normativa de la constitución de 1987  que con 
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distintos matices (algunos mas atinentes a retorica ideológica que a doctrina jurídico-política) 
definen la naturaleza del Estado nicaragüense. 
En este sentido y siguiendo el orden de la estructura constitucional podemos decir que la 
constitución política nicaragüense de 1987, se corresponde en gran medida, por sus 
características fundamentales y sus principios generales con la tradición constitucional liberal-
democrática de la mayoría de normativas supremas de los Estados democráticos occidentales. 
Sin embargo, dicha afirmación es sólo parcial pues está referida al acogimiento que la carta 
magna hace, tanto en su parte dogmatica como orgánica, de los postulados básicos del Estado de 
derecho, los cuales presentan una serie de particularidades y también carencias que si bien es 
cierto la alejan de pertenecer a lo que conocemos como constitucionalismo socialista, como sería 
el ejemplo de Cuba o de los países de Europa del Este que pertenecieron al bloque soviético, aún 
conserva determinados elementos de corte ideológico que matizan al ordenamiento jurídico y al 
engranaje político que la norma suprema diseña, los cuales de alguna manera hacen menguar la 
optimización de los mecanismos legales y los controles institucionales que resguardan la 
seguridad jurídica en un Estado constitucional de derecho avanzadamente democrático y social.  
Una constitución, como se había mencionado antes en el presente trabajo, no es una simple 
puesta en vigencia de un orden jurídico que norme la convivencia social sino que también es el 
producto político surgido de la correlación de fuerzas  de los factores de poder de la sociedad, en 
este sentido una carta magna es reflejo vivo de su contexto y esta realidad es la que engrosa su 
legitimidad para convertirla en fuente formal de derecho. 
Como ejemplo de lo anterior, el Titulo I-Capitulo único sobre los principios fundamentales de la 
Nación, dando continuidad a un preámbulo de enérgica evocación a su contexto político, 
determina la independencia, la soberanía del pueblo, la oposición a todas las formas de 
dominación colonialista y antiimperialista como preceptos regentes de toda la institucionalidad 
emanada del poder constituyente por medio de la Constitución política. 
Desde este primer capítulo se puede detectar cierto nivel de ambivalencia con respecto a los 
valores esenciales que constituyen la naturaleza del Estado nicaragüense, el artículo 4 del mismo 
capítulo define al Estado como el principal instrumento del pueblo para eliminar toda forma de 
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sumisión y explotación del ser humano, para impulsar el progreso material y espiritual de toda la 
nación y garantizar que prevalezcan los derechos e intereses de las mayorías.  
Dicha definición del Estado como centro gravitacional del desarrollo social y la mención 
ambigua de noción de pueblo referida de manera reductiva a los intereses y derechos de las 
mayorías explotadas,  corresponde en gran medida a una alta ideologización del rol del Estado y 
de un concepto un tanto místico de pueblo que distan mucho de crear una relación jurídica de 
certeza entre el individuo frente al poder, o sea las garantías del ciudadano frente al rol del 
Estado en el alcance de su bienestar como valor esencial que rija toda la producción normativa 
del ordenamiento jurídico. 
En disonancia con el artículo anterior, el artículo 5 de la Constitución Política de 1987 consolida 
expresamente el pluralismo político, la economía mixta y el no alineamiento internacional como 
pilares fundamentales del Estado ubicando decididamente de esta forma a la norma suprema 
nicaragüense y al ordenamiento ordinario que de ella se derive en el marco del 
constitucionalismo clásico y la tradición liberal heredada de las revoluciones del siglo XVII y 
XVIII europeo, enmarcando de esta manera al sistema político nicaragüense dentro de los 
márgenes de la libertad y diversidad política propias de un régimen democrático, distanciándolo 
en su formalidad jurídica del común denominador del constitucionalismo socialista de partido 
predominante, imperante en Cuba y algunos países de Europa del Este que para la época 
integraban el bloque soviético y en la cual el contexto histórico a simple vista parecía englobar a 
la constitución política nicaragüense, que contrariamente decidió adoptar una compleja mezcla 
de los preceptos básicos del Estado liberal de derecho moldeados por un excesivamente fuerte 
contenido social y presidencialista que terminarían de darle forma al sistema político 
nicaragüense y a la jerarquía formal del ordenamiento jurídico. 
Dicha jerarquía del ordenamiento jurídico es concebida por la constitución política bajo el 
esquema teórico piramidal kelseniano. El artículo 182 de la Carta Magna de 1987 postula el 
carácter fundamental de la constitución política y la subordinación de toda la producción 
normativa de la legislación a sus disposiciones. Al mismo tiempo, determina la nulidad de toda 
ley, tratado, orden o disposición que se le oponga o altere cualquier disposición constitucional. 
De esta manera, la cúspide normativa desde  la cual la constitución política fija la organización 
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de todo el ordenamiento jurídico (y dentro de él contenido el andamiaje político-administrativo 
del Estado), tienen como directriz transversal el principio de supremacía constitucional y la 
sujeción de toda la actividad estatal  e igualmente la operatividad del sistema político (el juego 
de los factores de poder) dentro de los estrictos márgenes normativos que la Lex suprema 
establece.   
En complemento de lo antes expuesto el artículo 183 establece el principio de legalidad atinente 
a los poderes del Estado y los órganos de gobierno (principio de legalidad administrativa
51
) por 
el cual los poderes del Estado y los funcionarios públicos sin excepción de ningún tipo no 
gozarán de otra autoridad, facultad o jurisdicción que lo que la Constitución Política y las leyes 
de la República en consonancia con aquella les confieran. 
A la jerarquía normativa que fija el esqueleto formal del ordenamiento jurídico, ha de sumársele 
el diseño del cuerpo político que termina de dar forma a la estructura del Estado nicaragüense 
como expresión de la voluntad del constituyente, bajo este mismo lineamiento se establece 
constitucionalmente la separación de poderes clásica respectiva a las facultades legislativas
52
, 
jurisdiccionales y ejecutiva (administrativas). A esto se le suma la elevación de la función 




Si bien es cierto la estructura jurídica antes mencionada, junto con el reconocimiento formal de 
una amplia gama de derechos individuales y libertades públicas plasmadas en el título IV de la 
Constitución política de 1987 suponen la construcción básica de los pilares de un Estado de 
derecho, tales no son suficientes para definir en su totalidad la naturaleza del orden 
constitucional y la dinámica real de la operatividad del sistema político para que pudiere 
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 En el Título VIII, capítulo I sobre los principios generales de la organización del Estado nicaragüense  también se define el  principio de 
legalidad administrativa, el articulo 130 Cn. reza lo siguiente: “Ningún cargo concede a quien lo ejerce más funciones que las que le confieren la 
constitución y las leyes. Todo funcionario del Estado debe rendir cuentas antes de asumir su cargo y después de entregarlo la Ley regula esta 
materia”. Esgueva Gómez, Antonio, “Las constituciones políticas y sus reformas en la historia de Nicaragua, Tomo II” Editorial El Parla mento, 
Managua 1994. Pág. 1242. 
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 El poder legislativo corresponde a la asamblea nacional, integrada por noventa miembros elegidos cada seis años por sufragio universal, de 
acuerdo con el sistema de representación. La organización institucional respeta el principio de la separación de poderes. 
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 El principio de separación de poderes está redactado constitucionalmente en el art 129 Cn. de la siguiente manera: “Los Poderes Legislativo, 
Ejecutivo, Judicial y Electoral, son independientes entre sí y se coordinan armónicamente, subordinados únicamente a los intereses supremos de 
la nación y a lo establecido en la presente Constitución”. Ob.cit. anterior. 
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afirmarse la plena vigencia formal de un Estado democrático y social de derecho. Menos aun su 
vigencia material.   
Dos nociones explican lo anterior: La primera de ellas se refiere a algunos elementos normativos 
formalmente dispuestos por el texto constitucional del 87, que en alguna medida, desnaturalizan 
el esquema de constitucionalismo clásico de la norma suprema antes expuesto, estos excesos de 
la Carta Magna del 87, vale remarcar, no se refieren al contenido social de la misma ni al 
carácter interventor que tiene el Estado para garantizar el cumplimiento de los derechos 
económicos, sociales y culturales, sino a la desproporción y en algunos casos inadecuación de 
ciertas disposiciones constitucionales que corren el albur de confrontar, o sino al menos vulnerar, 
el esquema básico de supremacía constitucional, separación de poderes, principio de legalidad y 
pluralismo político que la misma norma prevé y que anteriormente se expuso. 
 Las ambigüedades  (que en algunos casos peligran de mutar en contradicciones)  en la redacción 
de algunas partes del texto constitucional que anteriormente se aludían, generan espacios de 
inseguridad jurídica dentro del articulado de la norma que imposibilitan el perfeccionamiento de 
una rigurosa y estricta noción de Estado Social de derecho. 
La segunda noción, referida menos a la validez formal del texto constitucional que a su vigencia 
material en la realidad cotidiana, consiste en la premisa que sostiene el carácter insuficiente de la 
redacción normativa constitucional para definir en su totalidad el modelo de Estado imperante y 
el sistema político en una sociedad. Este enfoque sobre la existencia o no del Estado Social de 
derecho responde más a los factores sociológicos de su análisis contextual e histórico que a la 
interpretación jurídica de su regulación constitucional, sin embargo goza de igual importancia 
como instrumento de análisis sobre el sistema político, su organización y consolidación en un 
Estado Social de derecho. 
En otras palabras los alcances y garantías del Estado Social de derecho (su efectividad) no 
pueden medirse sólo por el perfeccionamiento de los aspectos técnicos jurídicos bajo los cuales 
está normado sino que la comprensión de sus debilidades y virtudes debe obligatoriamente 
acoger al análisis de la cultura política y el contexto sociológico en el que este debe operar. La 
segunda de las nociones, sin embargo, será abordada posteriormente en el presente trabajo. Este 
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subcapítulo tiene como objetivo fundamental identificar y ejemplificar los aciertos, desaciertos, 
fortalezas y ambigüedades de la primera de las nociones mencionadas. 
 
3.1 Régimen jurídico de los derechos y la reserva de ley. 
Como se había mencionado antes, la Constitución política de 1987 reconoce una amplia gama de 
derechos, que van desde las libertades individuales y los derechos políticos característicos del 
liberalismo clásico hasta el reconocimiento y protección de los derechos económicos, sociales, 
culturales y étnicos, sin olvidar la protección de los derechos laborales propios de todo Estado 
Social de derecho moderno. Es una extensa lista de derechos los que la norma suprema reconoce 
y pone en vigencia, sin embargo la validez jurídica de dichos derechos se ve en muchos casos 
mermada por la ausencia de un régimen jurídico que garantice la correcta aplicabilidad de los 
postulados constitucionales que los recogen. El problema no sólo radica en la dificultad de la 
aplicación directa de los postulados constitucionales  referida a la carencia de procedimientos 
ordinarios que garanticen su aplicación y la falta de una reserva de ley general que someta a 
todos los poderes públicos a garantizar los derechos que la norma suprema establece, sino a la 
ambigüedad de la redacción constitucional que en muchos casos impiden la optimización de la 
aplicabilidad de un derecho o de un principio fundamental. Tal es el caso del principio de 
pluralismo político contenido en el artículo 5 de la Carta Magna, el cual siendo erigido como 
principio fundamental del sistema político que el ordenamiento jurídico nicaragüense organiza, 
contiene una prohibición, que dada la ambigüedad y pobreza de su redacción crea cierta 
inseguridad jurídica que puede derivar en la violación del mismo principio. 
El párrafo segundo del artículo previamente mencionado determina que: “El pluralismo político 
asegura la existencia y participación de todas las organizaciones políticas en los asuntos 
económicos, políticos y sociales del país, sin restricciones ideológicas, excepto aquellas que 
pretendan el retorno al pasado o propugnen por establecer un sistema político similar”.  
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El término “retorno al pasado” o sistema político “similar”
54
, si bien podría estar justificado 
moralmente por el contexto histórico, en términos técnico-jurídicos su imprecisa redacción sólo 
genera un abanico de posibilidades de aplicación incorrecta de la prohibición, que podrían 
terminar vulnerando el pluralismo político antes reconocido, dejando un enorme margen de 
discrecionalidad en su aplicación por parte de los poderes públicos. Con esto el carácter 
democrático del modelo que la Constitución diseña se vería debilitado y en consecuencia 
también la noción de Estado Social de derecho contenida en la Carta Magna.  
 
 3.2 Presidencialismo. 
El sistema presidencialista como organización política de la sociedad, no significa en sí mismo o 
necesariamente, la existencia de una estructura jerárquica de los poderes públicos incompatible 
con el principio de separación de poderes propio de una institucionalidad  enmarcada en las vías 
de un constitucionalismo democrático. El respeto al marco antes expresado dependerá en todo 
caso del sometimiento que en dicho sistema tenga el poder ejecutivo a los preceptos normativos 
que garanticen su control y límite en su actividad como blindaje jurídico de la soberanía popular 
comenzando por los ya conocidos mecanismos de sufragio universal libre, directo y secreto y 
extendiéndose, hasta la efectividad de los procedimientos de control constitucional.  
Hemos de decir, que si bien es cierto un sistema presidencialista se caracteriza por la 
preponderancia de facultades del poder ejecutivo y la relevancia del papel de la administración 
pública no todo presidencialismo produce un obligatorio desbalance en las atribuciones de los 
poderes públicos que constituya amenaza al perfeccionamiento de un Estado de derecho.  
                                                             
54 El profesor Joan Vintró Castells explica a este respecto que: “Cabe señalarse que la grandeza del sistema democrático radica en que en el 
mismo han de poder actuar las opciones políticas, incluso las no democráticas, siempre y cuando respeten la legalidad vigente y no utilicen la 
violencia. Bien es verdad que formulas excluyentes parecidas a la introducida en la Constitución de Nicaragua se encuentran e n otros textos 
constitucionales de países democráticos como, por ejemplo, en la disposición final XII de la actual constitución italiana, donde se puede leer lo 
siguiente: «Queda prohibida la reorganización, bajo cualquier forma, del disuelto partido fascista.» De todos modos, el temor literal del inciso 
ya mencionado del articulo 5 resulta excesivamente genérico ─ ¿Que debe entenderse por “pasado” y hasta donde llega?─ y recurre a la 
analogía conllevando todo ello un no desdeñable grado de inseguridad jurídica. Por este motivo, si el constituyente nicaragüense deseaba 
excluir de la participación política a los partidarios del retorno a la dictadura somocista, hubiera resultado técnicamente más correcto seguir 
fielmente la pauta de la constitución italiana, limitándose a prohibir de modo expreso la creación de una fuerza política con tal objetivo”. Vintró 




Sin embargo, en lo que respecta a la constitución política nicaragüense de 1987, esta organiza 
una arquitectura política del Estado con gran carácter presidencialista, que aunque reconoce 
formalmente la separación de poderes y establece en su articulado el desarrollo especifico de las 
funciones de cada uno de los cuatro poderes, se dificulta mucho afirmar con propiedad que las 
características de dicha repartición respondan a una equilibrada distribución de funciones 
respetuosa del espíritu de dicho principio, como consecuencia la norma suprema presenta una 
debilidad en la composición formal de un Estado Social de derecho en el sistema constitucional.  
El razonamiento aquí expuesto consiste en la inconveniencia del papel desmedido que juega el 
poder ejecutivo en la organización de Estado que la constitución diseña en relación con el 
balance institucional requerido (check and balances) para garantizar los principios dogmaticos y 
los derechos que la misma carta magna consigna y que pone en vigencia sin crear de manera 
responsable la maquinaria pública y el régimen jurídico que garantice su aplicación, defensa y 
cumplimiento, creando un tejido institucional que por sus desequilibrios no amenace la seguridad 
jurídica, en cuya existencia reside la garantía de la legalidad y los derechos ciudadanos frente al 
poder político y los eventuales abusos de la actuación estatal.   
 
3.3  Decretos ejecutivos con fuerza de ley en materia de carácter fiscal y administrativa. 
Uno de los factores, que analizándolo a la luz de una noción moderna de Estado Democrático y 
Social de derecho hacen excesivo el presidencialismo contenido en el sistema constitucional 
nicaragüense es el establecido en el artículo 150.4 de la constitución de 1987 en el cual se le 
atribuye al presidente de la república la potestad de dictar decretos con fuerza de ley en materia 
fiscal y administrativa. Primeramente debe comprenderse que dicha facultad puesta en manos del 
titular del poder ejecutivo constituye la capacidad de crear normas jurídicas de carácter general 
cuyo rango en nada se diferencian de las leyes emanadas de la Asamblea Nacional sin la 
necesidad de que concurran supuestos especiales o de urgencia para que el presidente dicte 
dichos decretos ejecutivos con fuerza de ley. Se trata de una facultad autónoma del poder 
ejecutivo que no requiere del cumplimiento de ningún requisito o condicionamiento proveniente 
del poder parlamentario para su decreto y la cual tampoco requiere de una ratificación posterior 
de dicho poder del Estado. 
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El jurista Joan Vintró refiriéndose a esta disposición constitucional del ordenamiento jurídico 
nicaragüense hace las siguientes reflexiones: “Respecto a la posibilidad de que el presidente 
dicte decretos ejecutivos con fuerza de ley en materia fiscal y administrativa, no cabe duda que 
los supuestos materiales están contemplados de forma muy genérica (en la disposición 
constitucional del art. 150.4) y que, en consecuencia, la multiplicidad de aspectos que pueden 
entrar dentro de “lo fiscal y administrativo” es tal que según como se interprete este precepto 
podría dar lugar a una perdida sensible de la potestad legislativa de la Asamblea Nacional”
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El fondo de lo expresado por el jurista catalán, es la imperfecta repartición de atribuciones a los 
poderes del Estado, cuya ambigüedad deriva en la inseguridad jurídica en cuanto a las 
competencias de cada poder. La consecuencia lógica de lo expresado anteriormente es una 
vulneración al principio de separación de poderes. Dicho principio, reviste de especial 
importancia para los efectos de una adecuada estructuración constitucional de un Estado 
Democrático de derecho por ser un requisito básico de su formalidad y por ser una garantía para 
que dicho modelo de Estado cumpla su finalidad esencial de proteger los derechos y libertades 
fundamentales de los ciudadanos.  
El hecho que la potestad de crear normas jurídicas en materia fiscal y administrativa sea una 
atribución de la presidencia de la república y no una facultad exclusiva de la asamblea nacional, 
como tradicionalmente se acostumbra en el marco de un Estado de derecho que pretenda 
prudentemente respetar la separación de poderes clásica, además de no especificar estrictamente 
que aspectos de la fiscalidad y del derecho administrativo puedan ser sujetos de transformación 
por parte del ejecutivo, podría resultar contradictorio con los principios fundamentales 
consignados en la parte dogmatica de la carta magna en la que se establece que el Estado de 
Nicaragua es una república democrática de naturaleza participativa y representativa
56
, dado que 
la potestad legislativa de los parlamentos no son un simple capricho en la partición de funciones 
de la doctrina clásica, sino que se fundamentan en el principio de la soberanía del pueblo que en 
el ejercicio de su libertad
57
 decide auto normarse dictando a través de sus representantes electos 
                                                             
55 Vintró Castells, Joan “La constitución Nicaragüense de 1987 y la tradición liberal-democrática”, Revista Parlamentaria Iberoamericana 1987  
Pág. 82 
56 Art.7 Cn. 1987: Nicaragua es una república democrática, participativa y representativa son órganos de gobierno: El poder Legislativo, 
Ejecutivo, Judicial y Electoral 
57 En consonancia con el articulo anteriormente citado podemos decir que el Art. 2 de la constitución política de 1987 establece: “La soberanía 
nacional reside en el pueblo, fuente de todo poder y forjador de destino. El pueblo ejerce la democracia decidiendo y participando libremente 
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por sufragio universal las pautas de su convivencia. En este sentido el poder legislativo es  
representativo de la pluralidad y diversidad de todos los sectores de la sociedad, lo cual legitima 
su facultad de crear normas puesto que las mismas son un producto del debate, la deliberación y 
el consenso resultante de los diversos sectores que componen la sociedad, y en los cuales reside 
la soberanía. En cambio, el poder ejecutivo representa sólo a la mayoría electoral vencedora 
electa para administrar y gerenciar los programas de gobierno durante el período que la 
constitución le designe, por tanto resulta incompatible con varios aspectos del Estado de derecho 
(de los cuales resalta el principio de separación de poderes) que el titular del ejecutivo sin 
necesidad de someterse al debate y la negociación pueda dictar normas en materias tan 
trascendentales como lo son la fiscal y administrativa. 
El poder soberano del pueblo, antes mencionado, es delegado a la Asamblea Nacional por 
mandato de la ciudadanía para que esta ejerza el poder legislativo (Art. 132 Cn.87). De esta 
forma, la facultad presidencial de dictar normas en materia fiscal y administrativa del Art. 150 
inciso 4 Cn. 87 pone de manifiesto el desbalance de atribuciones constitucionales antes 
explicado, pues mientras con coherencia lógica los principios fundamentales que sostienen la 
jerarquía normativa del ordenamiento jurídico nicaragüense dan forma a la estructura del Estado, 
el desarrollo específico de las distintas funciones de cada parte del aparato público que han de 
dar contenido y forma final a dicha estructura para encauzarla hacia su finalidad, presenta 
lamentablemente disposiciones generadoras de contradicción dentro de la actividad del engranaje 
estatal que ponen en riesgo su sostenibilidad en lo que se refiere a una equilibrada administración 
del poder público dentro de la arquitectura del Estado. La consecuencia final de dichas fisuras es 
que estas constituyen un impedimento para la correcta armadura formal de un Estado social de 
derecho.  
 
3.4 Delegación de la potestad legislativa en el receso parlamentario  
Un segundo aspecto de relevancia menos radical pero no menos importante que imprime un gran 
contenido presidencialista al sistema político que la constitución de 1987 diseña es la delegación 
                                                                                                                                                                                                    
en la construcción del sistema económico, político y social que más conviene a sus intereses. El poder lo ejerce el pueblo directamente y por 
medio de sus representantes libremente elegidos de acuerdo al sufragio universal, igual, directo, libre y secreto.”  
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de facultades legislativas al poder ejecutivo durante el receso parlamentario.
58
 Esta cualidad 
constitucional es común en varios ordenamientos jurídicos y no constituye un inconveniente tan 
marcado para la separación de poderes como podrían serlo los decretos ejecutivos con fuerza de 
ley explicados anteriormente. 
El texto constitucional nicaragüense dispone a la hora de crear este supuesto de concurrencia de 
potestades legislativas que tal delegación sólo podrá ser hecha durante el período de receso 
parlamentario y lo que es aún más importante, sólo podrá hacerse dentro del estricto margen de 
materias que la Asamblea Nacional decida delegarle al poder ejecutivo. A este respecto cobra 
sentido lo anteriormente dicho acerca de que esta cualidad del presidencialismo resulta menos 
nociva que los decretos ley en materia fiscal y administrativa, puesto que la delegación de 
facultades legislativas no constituye una producción normativa autonómica por parte del poder 
ejecutivo ya que es una delegación restringida y está además sometida a la fiscalización del 
parlamento. De esta forma el ejecutivo durante el receso parlamentario podrá solo legislar en la 
estricta medida en que la asamblea se lo delegue. No especifica el texto constitucional por otro 
lado que la delegación potestativa tenga carácter obligatorio lo que dejará siempre en manos de 
la Asamblea Nacional su decisión. Con todo esto existe una imprecisión de la disposición 
constitucional o inclusive una carencia que podría socavar el espíritu de la misma, esto es, la 
inexistencia de un preciso mecanismo jurídico de fiscalización a posteriori por parte de la 
Asamblea Nacional, es decir la redacción constitucional cuida mucho de que la delegación de 
potestades legislativas se margine a la voluntad de la Asamblea y sin embargo una vez realizada 
la misma no existe un mecanismo de control que evalúe el resultado de la producción normativa 
delegada al poder ejecutivo. 
La falla anteriormente mencionada no constituye mayor gravedad puesto que la redacción de la 
disposición deja bien clara la intención del legislador a la hora de establecerla por lo cual se 
podría inferir directamente la interpretación sobre la nulidad de toda normativa del ejecutivo que 
habiendo sido delegada por la Asamblea Nacional infrinja los límites de la potestad legislativa 
que le fue otorgada, lo anterior podría ser solventado en todo caso por los mecanismos de control 
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 que la misma norma suprema de 1987 establece, al menos así lo sería si dicho 
mecanismo se diese acorde a la interpretación antes hecha. De la primacía de dicha 
interpretación en los órganos de control constitucional depende en gran medida la garantía 
jurídica para que el ejecutivo no dicte normas fuera de las competencias que la delegación de 
funciones legislativas le designe conforme a lo establecido en la constitución, esto sin embargo 
deja bien claro que la disposición constitucional mencionada no presenta ninguna falla que no 
pueda en algunos supuestos ser reparada por el mismo orden jurídico y por tanto su redacción 
formal no irrespeta la lógica de un Estado constitucional de derecho. 
Ahora bien, su determinación jurídica no anula tampoco el riesgo político que podría tener el uso 
de esta disposición por parte de un ejecutivo que posea el control de una amplia mayoría 
parlamentaria; en conclusión, no puede decirse que jurídicamente la delegación de potestades 
legislativas al poder ejecutivo establecida en la constitución represente formalmente un defecto 
para la estructuración de una correcta noción de Estado de derecho en el sistema constitucional, 
pero tampoco puede negarse el riesgo latente que representa en determinadas circunstancias 
políticas para la moderación del poder de las mayorías, que como se sabe, es importante en todo 
sistema democrático.  
 
3.5 Estado de Emergencia 
Un último aspecto a mencionar con respecto a las excesivas cualidades presidencialistas del 
sistema constitucional de la norma suprema de 1987 es la regulación que dicha norma hace del 
Estado de emergencia, también conocido como Estado de excepción. Vital importancia implica 
la regulación que la constitución haga de la actividad estatal a este respecto, dado que dicha 
regulación una vez dada la concurrencia de los supuestos materiales
60
 que dan lugar al Estado de 
emergencia podría ver en sus defectos una considerable riña con la finalidad básica del Estado 
Social de derecho de garantizar en primera instancia el resguardo de los derechos fundamentales 
y la garantía formal de que la actividad estatal no se despoje de los márgenes de competencia que 
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 Capítulo II: Control constitucional. Art. 187: Se establece recurso por inconstitucionalidad contra toda ley, decreto o regla mento que se 
oponga a lo prescrito a la constitución política, en cual podrá ser interpuesto por cualquier ciudadano. 
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 Según el párrafo primero del art. 185 de la constitución política de 1987 los supuestos para la declaración del Estado de emergencia por 
parte de la presidencia son: Guerra, seguridad nacional, condiciones económicas y catástrofe nacional.  
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la constitución y las leyes le otorgan, asegurando de esta forma la protección del individuo (sobre 
todo de sus derechos humanos fundamentales) frente al poder del Estado aún ante contingencias 
y circunstancias adversas de carácter excepcional que amenacen el cumplimiento obligatorio de 
dicha protección por parte del Estado y todo el sistema constitucional. 
Como ha sido común en el presente análisis sobre la redacción constitucional de la norma 
suprema de 1987, podemos decir que la regulación del Estado de emergencia presenta altos y 
bajos en cuanto al régimen jurídico que establece su funcionamiento. Lo primero que ha de 
decirse a este respecto es que la atribución constitucional de declaración del Estado de 
emergencia corresponde, como es natural, al poder ejecutivo, con la necesidad de que se cumpla 
el requisito de ratificación parlamentaria para su entrada en vigencia
61
.  
La mencionada ratificación presenta dos cualidades dignas de calculada atención. La primera de 
ellas se refiere a que la ratificación parlamentaria de la declaración del Estado de emergencia no 
exige el requisito de aprobación por mayoría calificada; lo anterior no es inconveniente si 
tomamos en cuenta la naturaleza urgente de los supuestos que dan origen a la declaración de los 
estados excepcionales en cualquier legislación, sin embargo, tampoco resulta ilógico el 
señalamiento acerca del poder poco condicionado que podría gozar el titular del poder ejecutivo 
con un instrumento de esta naturaleza que tiene como consecuencia la restricción de varias 
garantías constitucionales; tomando en cuenta los excesivos poderes que aparte de este ya les son 
conferidos a la presidencia por la norma suprema y la lamentable tradición histórica en el sistema 
político nicaragüense de subordinación de las instituciones formales de la ley a los poderes 
fácticos de la sociedad, no resulta fuera de lugar la desconfianza ante requisitos jurídicos de poca 
rigurosidad y poca eficacia para controlar el actuar de los poderes del Estado en disposiciones 
del ordenamiento jurídico de tan sensible relevancia para la seguridad jurídica del Estado de 
derecho. 
Anexándose al hecho que sólo sea requerida una mayoría simple para la mencionada ratificación 
parlamentaria, destaca el hecho que la constitución política de 1987 le confiere el plazo al poder 
ejecutivo de 45 días (un mes y medio) para enviar la declaración de Estado de emergencia a la 
                                                             
61  El Art. 150.9 de la constitución nicaragüense de 1987 establece “ Son atribuciones del presidente de la republica las siguientes: 9) Decretar y 
poner en vigencia el Estado de emergencia en los casos previstos por esta constitución política y enviar el decreto a la Asamblea Nacional para 
su ratificación en un plazo no mayor de 45 días.” 
63 
 
Asamblea Nacional. Dado el alto riesgo de acciones arbitrarias por parte del actuar de las 
autoridades que pueda surgir de un Estado de excepción, el plazo establecido para el envío 
rebasa por mucho los márgenes de la razonabilidad y expande aun más los excesos que el  
sistema constitucional le posibilita al poder ejecutivo. 
 Lo importante de lo anteriormente dicho es que la asamblea nacional como representante de los 
diversos sectores de la sociedad, debe de actuar con prontitud para verificar la idoneidad de la 
declaración y sus concordancias con los supuestos constitucionales que deben concurrir para su 
adecuada ratificación en aras que la restricción de las garantías que la norma suprema consigna 
no sean restringidas injustificadamente por los gobiernos.  
Los estados de emergencia por constituir la excepción a la regla general en cuanto a la 
obligatoria garantía de los preceptos constitucionales que existe en tiempos de paz, requiere una 
meticulosa regulación, esta necesidad no fue ignorada por el legislador del 87 a la hora de 
plasmar en el texto de la norma suprema las garantías de aplicación de los supuestos materiales 
para la declaración del estado de emergencia, por este mismo motivo la constitución política 
determina que las modalidades del Estado de emergencia serán reguladas estrictamente por la ley 
de la materia, a dicha ley la carta magna le confiere rango constitucional
62
 para lo cual su 
reforma requiere de los mismos presupuestos (mayoría calificada y aprobación en doble 
legislatura) que la reforma parcial a la constitución política de la república. La finalidad de esto 
es que la regulación concreta de cada uno de los aspectos del Estado excepcional en que puedan 
restringirse las garantías constitucionales de los ciudadanos posea una jerarquía normativa por 
encima de la legislación ordinaria y de esta forma todas sus disposiciones no puedan ser 
reformadas o alteradas por mayorías simples en el poder legislativo, tomando en cuenta la 
importancia de dicha potestad del Estado es correcto que el ordenamiento jurídico cree 
restricciones especiales que dificulten responsablemente la alteración de sus disposiciones para 
garantizar que la tutela jurídica de los derechos fundamentales que es obligación del Estado, no 
sea desproporcionadamente desmantelada.   
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las condiciones en las que los derechos excluidos del núcleo sólido indicado en el articulo 186 son un peligro para la seguridad nacional”. Luigi 




A lo anterior se le suma una siguiente garantía de aplicación en la declaración del Estado de 
emergencia esto es que la suspensión de las garantías constitucionales será solo parcial y estará 
absolutamente impedida de restringir una serie de derechos fundamentales que no pierden ni su 
vigencia ni la obligatoriedad de su protección aún durante los estados de excepción. En esta 
gama de derechos irrestringibles se encuentran, entre otros, algunos preceptos constitucionales 
que establecen derechos humanos de primera generación, como lo son: El derecho a la vida, el 
derecho a no ser sometido a prisión arbitraria y el derecho que toda persona tiene a que se respete 
su integridad física, psíquica y moral además de no ser sometido a torturas ni tratos crueles.
63
  
Este justo freno antes mencionado a la restricción de garantías constitucionales surgida de un 
Estado excepcional es propio de todo Estado constitucional de derecho y en relación al modelo 
de Estado que la constitución política de 1987 diseña, esta garantía balancea las 
desproporcionadas capacidades del ejecutivo y favorece la ambivalente regulación implícita de la 
noción de Estado Social de derecho de la norma suprema. 
Un vértice final de la regulación que la constitución política hace del estado de emergencia 
termina por darle el giro final a la misma en cuanto a su carácter inoportuno con respecto al 
esquema básico y formal de los principios que sostienen un Estado Social de derecho. Con esto, 
nos estamos refiriendo a facultad conferida al presidente de aprobar el presupuesto general de la 
república durante los estados excepcionales
64
 y poder enviarlo a la asamblea nacional solamente 
para su conocimiento.   
No sólo constituye dicha atribución excesiva al ejecutivo un instrumento inadecuado con 
relación a la prontitud con que sanamente se espera que acaben los estados de emergencia y para 
los cuales la legislación presupuestaria organiza mecanismos de reforma financiera para que el 
ejecutivo pueda disponer de recursos a la hora de emergencia sin necesidad de arrebatar a la 
asamblea nacional una facultad que le es propia, y en consecuencia no crear la fricción de 
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 Art. 23 Cn.: El derecho a la vida es inviolable e inherente a la persona humana. En Nicaragua no hay pena de muerte., Art. 33 Cn .: Nadie 
puede ser sometido a  detención o prisión arbitraria ni ser privado de su libertad, salvo por causas fijadas por la ley con arreglo a un 
procedimiento legal. Art.36 Cn.: Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral. Nadie será sometido a 
torturas, procedimiento, penas ni tratos crueles, inhumanos o degradantes. La violación de este derecho constituye delito y será penado por la 
ley. 
64 En el párrafo segundo del artículo 185 Cn. se establece que: “Durante el Estado de emergencia será facultad del presidente de la república 




poderes públicos amenazando el principio de separación de poderes que guarda la estabilidad del 
sistema constitucional. 
En este sentido el legislador del 87 vuelve a crear una situación de inseguridad jurídica en cuanto 
a la repartición de atribuciones constitucionales de los poderes del Estado, sobre todo vuelve a 
reforzar desproporcionadamente las facultades del poder ejecutivo ensañándose una vez más 
nocivamente contra la separación de poderes y desvirtuando el sentido de la constitución 
orgánica del Estado en cuanto a su finalidad de edificarse en concordancia con los principios 
dogmáticos y fundamentales establecidos en la misma carta magna en su título I y II.  
3.6 Poder Judicial y su independencia 
En un Estado Social de derecho la sujeción de las actuaciones públicas al principio de legalidad, 
a la jerarquía normativa, a la reserva de ley y al control judicial de los actos administrativos se 
convierten en la seguridad para la realización de los valores de los bienes jurídicos y su respeto 
frente a probables actos arbitrarios de los poderes públicos. La administración de justicia será la 
encargada por el texto constitucional de garantizar el principio de legalidad, además de proteger 
y tutelar los derechos humanos fundamentales mediante la aplicación de la ley en los asuntos de 
su competencia. 
Esta designación constitucional hace del poder judicial el guardián último de la tutela de las 
garantías constitucionales de los ciudadanos frente al actuar público que caracteriza a todo 
Estado de derecho, en este sentido toda noción de Estado Social de derecho regulada en la 
cúspide normativa del ordenamiento jurídico estará radicalmente determinada por la naturaleza 
de las funciones que la constitución política le asigne al poder judicial, además estará 
determinada también por la forma en cómo la carta magna estructure la composición interna del 
poder judicial y sus mecanismos de elección y control
65
 para garantizar su íntegra independencia, 
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  El artículo 163 de la constitución política de 1987 determina que: “La corte suprema de justicia se integrará con siete magis trados como 
mínimo elegidos por la asamblea nacional, de ternas propuestas por el presidente de la república. Los magistrados tomaran de su cargo ante la 
Asamblea nacional previa promesa de ley. El presidente de la corte suprema de justicia será nombrado por el presidente de la república entre 
los magistrados elegidos por la Asamblea nacional.” En esta disposición se contiene otra atr ibución que se suma a la larga lista de facultades 
que engruesan el presidencialismo en el sistema constitucional nicaragüense a partir de 1987. El hecho que los magistrados qu e integran la 
corte suprema de justicia tengan que salir de ternas presentadas por el presidente y que además también sea el mismo titular del poder 
ejecutivo el que designe al magistrado judicial que ha de presidir la corte suprema de justicia, coloca en una situación muy vulnerable al poder 
judicial en cuanto a la influencia política que pudiere recibir del poder ejecutivo, que como se había mencionado, ya goza además de excesivas 
atribuciones, muchas de ellas incompatibles con un presidencialismo atinente a un sistema político de carácter democrático.     
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pues de esta última depende no sólo la sujeción de este poder del Estado al principio de legalidad 
y supremacía constitucional, sino también toda la operatividad del andamiaje jurídico que 
sostienen un Estado Social de derecho y que le impiden mutar en un poder arbitrario despojado 
de los esquemas y garantías de un orden democrático.  
La constitución política de 1987 en el título VIII sobre la organización del Estado y el capitulo V 
sobre el poder judicial establece los lineamientos sobre los cuales debe regirse el poder judicial, 
muy apegados todos a los principios fundamentales del Estado y la nación nicaragüense 
establecidos en la parte dogmática de la norma suprema. En este sentido el texto constitucional 
determina la estricta independencia del poder judicial en la actividad de administrar justicia de 
los magistrados y jueces, como dice el artículo 165 de la carta magna: “En su actividad judicial, 
los jueces y magistrados son independientes y sólo deben obediencia a la constitución y la ley; se 
regirán entre otros, por los principios de igualdad, publicidad y derecho a la defensa”, Además el 
mismo artículo establece la gratuidad de la justicia en Nicaragua. 
La estricta independencia con que la constitución política designa que debe operar el poder 
judicial, no cuenta sin embargo, con una satisfactoria composición del mismo órgano que 
garantice dicha independencia. La mal lograda finalidad de lo anteriormente dicho es la misma 
que ha estado presente durante varias explicaciones en el presente trabajo: La separación de los 
poderes del Estado,  su independencia y coordinación armónica y no invasiva. El principio de 
separación de poderes supone una colaboración funcional entre todos los órganos 
del estado respetando un mínimo de autonomía para el ejercicio de las funciones que se les 
reconocen por mandato constitucional. Sin embargo, el reconocimiento formal del principio de 
separación de poderes establecido en el artículo 129 de la constitución política de 1987 es 
un presupuesto necesario pero insuficiente para garantizar la independencia judicial.  
La independencia requiere que el Poder Judicial ejerza la administración sobre sí mismo. Por lo 
tanto, la garantía de la independencia judicial ha de ser explicada en dos vertientes. La primera 
de ellas, que es la misma referida anteriormente, es la independencia externa. La independencia 
externa del Poder Judicial, como principio fundamental del Estado de derecho, se garantiza a 
través de los mecanismos de elección y remoción de los jueces, y la administración de sus 
propios recursos. A este respecto la forma de elección de los magistrados de la corte suprema de 
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justicia como cúspide de la jerarquía del órgano judicial no hace imposible que este sea 
permeable a intereses políticos y que por ende la corte suprema de justicia responda a la 
correlación de fuerzas políticas entre el ejecutivo y la asamblea nacional. No obstante la 
afirmación anterior, el mecanismo de elección establecido en el texto constitucional nicaragüense 
de 1987 no es único y diversas legislaciones lo contemplan sin que por ello signifique 
necesariamente la violación del principio de independencia externa. 
Ahora bien, lo que sí podría significar una amenaza latente para la independencia de la función 
judicial es lo referente a los aspectos jurídicos relacionados a la independencia interna como lo 
son las potestades disciplinarias, la elección de los magistrados de los tribunales de apelaciones y 
jueces de primera instancia y la autonomía que estos deben de gozar con respecto a sus 
superiores jerárquicos. 
Con respecto a la autonomía antes referida, hemos de decir que las atribuciones que el texto 
constitucional le otorga a la Corte Suprema de Justicia tienen un triple carácter, entre los que se 
encuentran: instancia suprema para la resolución de litigios judiciales, órgano de justicia 
constitucional y órgano de gobierno del poder judicial; es en relación al  último de ellos que el 
texto constitucional engloba las facultades de su órgano jerárquico superior que es la Corte 
Suprema de Justicia, entre las cuales se encuentra nombrar a los magistrados de tribunales de 
apelaciones y a los jueces de los tribunales de la república, de acuerdo con los procedimientos 
que señale la ley
66
. A este respecto Joan Vintró Castells señala que “al incluir el nombramiento 
de los magistrados de los tribunales de apelaciones y de los jueces de los tribunales de la 
república y al no establecerse con precisión ni la carrera judicial ni el principio de inamovilidad, 
puede otorgar a la Corte Suprema un poder casi absoluto en un ámbito tan importante como es el 
de reclutamiento y promoción de los miembros del poder judicial”
67
. El reclutamiento y 
promoción, así como el ejercicio de la potestad disciplinaria sobre los jueces constituye radical 
importancia para garantizar su independencia interna. Por otra parte, la norma suprema no hace 
referencia tampoco al principio de inamovilidad de los jueces, que es una garantía fundamental 
de la autonomía judicial con respecto al poder político y ante las posibles intromisiones 
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arbitrarias de los superiores jerárquicos. La Constitución debe garantizar no sólo la 
independencia externa del Poder Judicial con respecto a los otros poderes del estado, sino 
también la independencia interna de los jueces en relación a las autoridades judiciales de 
instancias superiores. 
El juez, tal como señala Lowenstein
68
, “tiene que estar libre de influencias e intervenciones 
extrañas, tanto si provienen del Gobierno, del Parlamento, del electorado o de la opinión 
pública” pero, además, el juez, como se mencionó antes, debe estar libre de cualquier intromisión 
por parte de los órganos judiciales superiores. 
En conclusión, el marco jurídico constitucional que plasma la composición, estructura jerárquica 
y atribuciones constitucionales del poder judicial y de su órgano principal (Corte Suprema de 
Justicia) presenta importantes fisuras a la hora de establecer un sistema judicial que ya desde su 
diseño constitucional comprenda la serie de principios antes mencionados que garanticen su 
independencia externa e interna. 
De esta forma el texto constitucional de 1987 aún estableciendo formalmente la separación de 
poderes en su artículo 129, vuelve a quedar en deuda con respecto al contenido y calidad de la 
funcionalidad que le otorga a sus instituciones para constituir una noción sólida de Estado de 
derecho, que estando bien regulada constitucionalmente pueda desarrollar de manera uniforme 
toda la legislación ordinaria y encauzar las corrientes políticas de la sociedad en una 
institucionalidad democrática.  
Sin duda que la redacción de la norma suprema por parte del constituyente de 1987 no tuvo muy 
en cuenta la tradición política explicada anteriormente al principio de este capítulo a la hora de 
crear efectivos mecanismos de elección y control de los magistrados del poder judicial para 
evitar las deficiencias en la garantía de independencia externa que habrían tenido las 
constituciones políticas que le antecedieron. Además, esta norma suprema también muestra una 
carencia absoluta en la mención y desarrollo de preceptos esenciales que garantizan la autonomía 
del juez con respecto a sus superiores jerárquicos; teniendo tales cualidades el marco jurídico que 
constitucionalmente estructura al poder judicial, vuelve a quedar una vez más traicionado el 
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principio de separación de poderes  y con él, termina quedando con un promedio negativo la 
regulación constitucional (aún no expresada) del Estado de derecho a pesar de todas las 
disposiciones de la Carta Magna que le favorecen. 
4. Regulación constitucional del Estado Social de derecho: La reforma constitucional 
de 1995 
Con el Frente Sandinista derrotado y el gobierno de la Unión Nacional Opositora encabezado por 
Violeta Barrios de Chamorro establecido, se abrió el camino hacia las tan necesarias reformas a 
la constitución política de Nicaragua. La aprobación en primera legislatura, después de una serie 
de intentos en un proceso político sumamente polarizado, de la ley 192 de reforma parcial a la 
constitución política el 25 de Noviembre de 1994 significó el primer paso para dicho fin, seguido 
por la aprobación en segunda legislatura el 1 de febrero de 1995.  
 
 La negativa del poder ejecutivo de promulgar y publicar el texto de la mencionada ley de 
reforma generó una crisis entre este y el poder legislativo, sin embargo, después de haber 
transcurrido el plazo para su publicación la asamblea nacional manda a publicar dicho texto el 24 
de febrero de 1995. El inicio del proceso se dio con la aprobación de la ley 173 de reforma de los 
artículos 192 y 195, o sea, con la eliminación del requisito de doble discusión en diferentes 
legislaturas para toda reforma a la constitución.  
 
La ley marco de implementación de las reformas constitucionales (ley 199) significó la salida a 
la crisis institucional en la que se encontraba sumergida la nación producto de la oposición a las 
reformas constitucionales por parte del poder ejecutivo y a su vez dicha ley viene a terminar el 
largo camino hacia las reformas del 95. 
Está de más decir que la norma suprema de 1987 presentaba grandes deficiencias y carencias 
para garantizar la constitución de la nación nicaragüense en un auténtico Estado de derecho y 
aunque el orden constitucional que el texto antes mencionado recreaba, contenía una serie de 
garantías y derechos propios de un marco institucional democrático y además recogía los 
principios fundamentales que sumados a un alto contenido de derechos sociales podrían  
organizar formalmente un Estado Social de derecho, las deficiencias del cuerpo normativo en 
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cuanto a los excesos de las atribuciones que le otorgaba algunos poderes, las ambigüedades de la 
redacción constitucional de algunos principios fundamentales traducidos en inseguridad jurídica 
y por último, la carencia de algunos principios y mecanismos de límites al ejercicio del poder 
público, terminaban por mermar la vigencia de un orden político y jurídico apegado al principio 
de legalidad y la separación de funciones de los poderes del Estado.  
De esta manera se le daba continuidad al histórico problema del Estado nicaragüense que no 
consiste necesariamente en su exceso de poder, sino en la falta de institucionalidad del mismo, 
con lo que corre el riesgo de que cualquier persona, organización o poder de facto lo suplante y 
subsiguientemente los ciudadanos carezcan de protección ante esta realidad
69
.  
En lenguaje sociológico, significa que el trauma político del colectivo social nicaragüense aún no 
había madurado lo suficiente para lograr una racionalización del poder público que derivara en 
un orden constitucional capaz de sujetar la actividad del Estado a los preceptos de la norma 
suprema para garantizar la plena vigencia de los derechos ciudadanos, o al menos dicha reflexión 
presente en diversas corrientes políticas de la sociedad aún no cobraba fuerza de poder 
constituyente que pudiera materializarse en reforma, no obstante dicha fuerza fue pocos años 
después a inicios y mediados de la década de los 90 una realidad capaz de transformar el sistema 
constitucional y solidificar las bases de los preceptos normativos a la vez que llenar los vacíos 
que impedían una correcta regulación constitucional del Estado Social de derecho y el 
establecimiento formal de la sociedad nicaragüense conforme a dicho modelo de Estado. 
Con esta finalidad es que la reforma constitucional de 1995 apela primariamente por despojar a 
los principios dogmaticos de la constitución política, de la connotación ideológica y los 
desperfectos de su redacción generadores de inseguridad jurídica.  
El primer ejemplo de lo antes mencionado es la modificación del artículo 2 que establece el 
principio de soberanía del pueblo, en el cual el constituyente del 95 añade que el poder lo ejerce 
el pueblo a través de instrumentos democráticos, por otro lado también especifica que : “el poder 
político lo ejerce el pueblo por medio de sus representantes libremente elegidos por sufragio 
universal, igual, directo y secreto, sin que ninguna otra persona o reunión de personas pueda 
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arrogarse este poder o representación.” La reforma de este artículo además de encauzar el 
principio en la vía de instrumentos democráticos de representación acabando con las posibles 
ambigüedades sobre la naturaleza de la democracia que la constitución política diseña también 
especifica cuáles son los mecanismos por los cuales el poder soberano puede ejercerse 
directamente: el referéndum y el plebiscito.  
Siguiendo la misma línea, otro de los principios fundamentales reforzados en la reforma es el del 
artículo 4. El Estado deja de estar denominado en el texto constitucional como el principal 
instrumento del pueblo para garantizar que prevalezcan los derechos e intereses de la mayoría; 
esta preponderancia que la reforma le quita al Estado en cuanto a su papel en el desarrollo 
nacional no lo despoja de su obligación de garantizar los avances sociales y políticos que 
garanticen el bien común y el desarrollo humano, simplemente le otorgan una denominación que 
fija un rol más acorde con un Estado Social de derecho en función de proteger a la ciudadanía de 
toda forma de explotación, discriminación y exclusión, superando la noción reductiva de 
“intereses y derechos de las mayorías” establecida en el texto constitucional de 1987
70
. 
Posteriormente también la reforma viene a subsanar la inseguridad jurídica que rondaba la 
disposición constitucional del pluralismo político establecida en el artículo 5, la clausula 
prohibitiva que en el texto constitucional del 87 limitaba la existencia de las organizaciones que 
pretendieran “el retorno al pasado” o “propugnen por establecer un sistema político similar” fue 
suplantada por una redacción menos genérica que consiste en excluir del derecho a la 
participación política de aquellos que pretenden el establecimiento de todo tipo de dictadura o 
cualquier sistema antidemocrático, esta prohibición a pesar de tener muy poca capacidad 
operativa a la hora de su aplicación jurídica, define sin embargo de manera menos ambigua que 
la redacción de la disposición del 87 el espíritu del principio fundamental contenido en ella 
garantizando de tal forma mayor seguridad jurídica al principio del pluralismo político 
reconocido en el orden constitucional nicaragüense.  
                                                             
70 Según Manuel Gerpe: “La constitución introducía de forma implícita, pero perceptible, en el artículo 4, un concepto de pueblo que no se 
identifica con el conjunto de todos los ciudadanos sino únicamente con los sectores económicamente más desfavorecidos”. Gerpe Landín, 
Manuel “Aproximación a la reforma constitucional de Nicaragua” Revista sociológica: Els processos de canvi politic a l’ América central. 
Barcelona 1996. pág. 107 
72 
 
En el mismo artículo la reforma constitucional amplía la gama de derechos reconocidos, y 
además del pluralismo político establece la garantía de todos los derechos y deberes consignados 
en la constitución política para los pueblos indígenas en especial los de mantener y desarrollar su 
identidad y cultura, así como conservar sus formas de organización y administración de sus 
asuntos locales entre lo cual figura la formas comunales de propiedad de sus tierras. Esta 
ampliación del pluralismo, no sólo político sino étnico y cultural, refuerza el perfil de las 
obligaciones del Estado conforme a la naturaleza de un Estado Social y democrático de derecho 
tendiente a crear desde su sistema constitucional los instrumentos jurídicos para garantizar en su 
legislación ordinaria la cohesión política de la sociedad dentro de su diversidad. A este respecto 
se establece constitucionalmente el régimen de autonomía para las comunidades de la Costa 
Atlántica. 
Por otra parte el mismo artículo culmina por ser reformado en cuanto al fundamento de las 
relaciones internacionales del Estado nicaragüense. La reforma desarticula toda la retórica 
ideológica que envolvía al texto constitucional del 87 el cual mantenía los principios 
fundamentales que rigen al Estado nicaragüense estancados en el lenguaje ideológico de la 
guerra fría, se despoja la denominación de la nación nicaragüense como anticolonialista y 
antiimperialista y se sustituye por el establecimiento de principios de derecho internacional 
público como lo son la reciprocidad, solidaridad internacional y la no intervención en los asuntos 
internos de otros estados. 
 La apropiación constitucional de los principios antes mencionados otorgan un carácter al Estado 
nicaragüense más acorde con los preceptos del derecho internacional que debe tener todo Estado 
moderno, lo que constituye una evolución en comparación a la terminología altamente ideológica 
de un Estado partido que se acogía constitucionalmente en la norma suprema de 1987. De este 
modo la reforma establece que el estado nicaragüense reconoce el principio de solución pacifica 
de las controversias internacionales por los medios que ofrece el derecho internacional y 
proscribe enfáticamente el uso de la fuerza y la violencia. Se reconoce de este modo en la 
reforma la soberanía y dignidad de los pueblos y se rechaza toda subordinación de un Estado 
respecto a otro de conformidad a las normas de derecho internacional que deben coludir a todo 
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Estado constitucional de derecho sin necesidad del uso de retorica ideológica atinente a otros 
modelos de Estado. 
Otro aspecto que constituye vital importancia para el fortalecimiento de la institucionalidad 
democrática nicaragüense y que coadyuva a la regulación constitucional de la noción de Estado 
de conformidad a los estándares de un Estado constitucional y democrático de derecho, es lo 
referente a la defensa nacional en la reforma del 95. 
 En el Titulo V de la constitución política el constituyente del 95 modificó considerablemente el 
carácter de las fuerzas armadas y en ese sentido el término utilizado para denominar a las fuerzas 
armadas que era “Ejército Popular Sandinista” fue sustituido por el de “Ejército de Nicaragua” 
acentuando su naturaleza profesional, apartidista, apolítica, obediente y no deliberante. Esta 
modificación comporta un alineamiento de la institución castrense con respecto de los principios 
fundamentales establecidos en la carta magna, la sustitución de la denominación partidaria y 
política que poseía el ejército en el texto constitucional del 1987 adecúa los preceptos normativos 
por los cuales se debe de regir de conformidad con el principio de pluralismo político respetuoso 
de la diversidad en el que constitucionalmente se fundamenta la nación nicaragüense, el Estado y 
todas sus instituciones.  
Se elimina del texto constitucional la noción de que es deber del pueblo nicaragüense empuñar 
las armas en defensa de sus conquistas revolucionarias como herramienta de lucha ante posibles 
agresiones y en ese mismo sentido se suprime el servicio militar patriótico y se prohíbe toda 
forma de reclutamiento forzoso para integrar las filas de las fuerzas armadas. 
 
4.1 Regulación constitucional de la economía nacional 
La noción de Estado Social de derecho como se ha explicado en reiteradas ocasiones en el 
presente trabajo, representa la puesta en vigencia de una serie de derechos y garantías 
constitucionales de orden social, económico y cultural que acuerpen las libertades individuales, 
los derechos políticos y las estructuras clásicas del Estado de derecho proveniente del liberalismo 
político del siglo XVIII. Esta lógica de Estado responde a la comprensión de la integralidad de 
necesidades de orden socio-económico del individuo para poder materializar su libertad e 
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igualdad que constituyen los valores fundamentales de la vida en democracia, por este motivo la 
obligatoriedad del Estado de intervenir en la economía promoviendo la justa distribución de la 
riqueza de manera siempre restringida, razonable y en sujeción al orden jurídico es la esencia de 
un Estado Social de derecho.  
Para garantizar dicha intervención es necesaria una adecuada regulación constitucional sobre el 
régimen económico nacional que contenga las pautas y márgenes de intervención y actuación del 
Estado de conformidad a los preceptos normativos que rigen un Estado Social de derecho. Con 
esa finalidad es que la reforma del 95 transforma el rol del Estado en la economía y formaliza 
jurídicamente una realidad material que ya existía desde la primera mitad de los años 90 en 
Nicaragua, de esta manera, la reforma constitucional reconoce el rol protagónico de la iniciativa 
privada en el desarrollo económico de la nación para lo cual determina la responsabilidad del 
Estado para la protección y fomento de todas las formas de propiedad y gestión económica 
empresarial, sea esta privada, estatal, cooperativa, asociativa, comunitaria y mixta como 
fundamento de la democracia económica y social
71
.  
Lo anterior no significa que se despoje al Estado de sus obligaciones en cuanto al desarrollo 
material de la nación, por el contrario se mantiene como función principal del Estado la 
promoción del desarrollo integral del país como gestor y garante de los intereses y necesidades 
de todos los sectores de la nación; cambiando de esta forma la noción del Estado planificador y 
rector supremo de la economía en función de la menos democrática perspectiva de “intereses de 
las mayorías” que rezaba el texto constitucional de 1987.  
El Estado Social de derecho nicaragüense, conserva su mandato de realizar una distribución cada 
vez más justa de la riqueza, de impulsar el desarrollo integral del país y asegurar los derechos 
constitucionales básicos como educación, salud y seguridad social, la democratización de la 
propiedad de la tierra y la conservación, desarrollo y explotación racional de los recursos 
naturales, garantizando al mismo tiempo la libertad de empresa que comprende desde grandes a 
micro empresas y empresas cooperativas y asociativas. 
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El contenido social de la estatalidad no estaría completo si la regulación constitucional del 
régimen económico nacional se dedicase sólo a recalcar la obligación del Estado de fomentar el 
bienestar material de la sociedad, reconociendo las múltiples formas de propiedad y la libertad de 
empresa. Se hace necesario en consecuencia, que el orden constitucional norme jurídicamente los 
instrumentos de carácter económico sobre los cuales operará la funcionalidad social e 
interventora del Estado. La norma suprema nicaragüense contempla dicho contenido social y 
desde su jerarquía normativa  dispone cual debe ser la naturaleza del régimen jurídico diseñado 
con el objeto de democratizar la economía, esto es, la generación y distribución de riqueza. El 
instrumento mediante el cual se realiza lo anterior es la reforma agraria contemplada en el 
capítulo II del título VI de la carta magna. 
Ya desde antes que se diese la reforma del 95 el texto constitucional de 1987 había dispuesto la 
reforma agraria como instrumento social para garantizar la democracia económica dentro del 
régimen económico nacional que la constitución política organiza, es decir, ya desde la 
ambivalente redacción constitucional que el texto de 1987 presentaba se encontraba un enorme 
contenido normativo en cuanto a la función estatal interventora en los problemas económicos de 
la sociedad, lo cual sumado a lo que fuera una deficiente estructura formal de las instituciones 
clásicas de la tradición liberal democrática, formaban una embrionaria, insuficiente y sin 
embargo implícita noción de Estado Social de derecho. 
El constituyente del 95 pone límites formales y requisitos a la función social interventora del 
Estado para evitar arbitrariedades, se desprende de la retorica ideológica que el texto 
constitucional de 1987 le imprimía, es decir, hace modificaciones, pero mantiene la esencia de la 
reforma agraria. En este sentido la vocación social e interventora con la cual la 
constitucionalidad reviste la función estatal  incorpora a la norma suprema nicaragüense dentro 
de las corrientes doctrinales que sostienen que el orden constitucional, en vez de sólo organizar 
formalmente una estructura jurídica neutral que delimite las pautas de convivencia política del 
Estado y sociedad, debe contener una serie de valores intrínsecos de carácter reivindicatorio con 
el objeto de formular jurídicamente  un orden socioeconómico que regule y democratice las 
relaciones entre fuerza de trabajo, medios de producción y capital, garantizando los derechos de 





 como valor ético formalizado jurídicamente y hacer realizable el conjunto 
de derechos inherentes a la persona humana vigentes en toda sociedad de aspiración democrática.  
El hecho que el texto normativo supremo regule explícitamente el instrumento para garantizar el 
desarrollo de la legislación ordinaria en materia de derecho agrario y su realización material 
constituye una transformación importante de las relaciones económicas e inclusive una 
modificación relevante en el sistema político. La constitución política dispone que la reforma 
agraria eliminará el latifundio ocioso, al igual que toda forma de explotación a los campesinos, a 
las comunidades indígenas del país, y promoverá las formas de propiedad compatibles con los 
objetivos económicos y sociales de la nación establecidos en la misma carta magna
73
.  
Decimos que lo anterior constituye de alguna manera una transformación en el sistema político 
nicaragüense, dado que la regulación constitucional de la función del Estado no se limita a la 
expresión teórica de los principios tanto generales como abstractos y obligaciones del mismo en 
cuanto a la debida intervención que este debe de tener en pro al desarrollo material de la nación, 
sino que crea un instrumento acorde con la naturaleza  de la economía nacional y de los rubros 
históricos que han tenido un aprovechamiento inequitativo y que han definido las relaciones de 
poder político en la historia nacional. Nicaragua al igual que la mayor parte de países 
latinoamericanos heredó las relaciones de poder que le dejaron las formas de organización 
política y económica de la realidad pos-colonial, el latifundismo y las relaciones 
socioeconómicas que de él se derivan, entre otros aspectos, forjaron las bases de la cultura 
política nicaragüense y por consecuencia dichas relaciones han ejercido gran influencia en la 
determinación de los modelos de Estado y de los sistemas constitucionales desde sus inicios.  
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Para que el modelo de Estado nicaragüense pueda adecuarse a la noción de Estado Social de 
derecho contemplada en la constitución política, resulta imperativa la regulación constitucional 
de la función estatal con respecto al régimen socio-económico nacional y la reforma agraria. Sin 
duda que en lo anterior se refleja cierta compatibilidad del orden constitucional nicaragüense con 
los principios de lo que se conoció como constitucionalismo social en la primera mitad del siglo 
XX, entre los que destacan la constitución de Querétaro de 1917 y la de Weimar de 1919, dicha 
similitud es bastante lógica si se analiza que las reivindicaciones sociales en materia de derecho 
agrario corresponden a realidades económicas no tan disimiles, pues la Nicaragua de los años 90 
(y aún la actual) depende en gran medida de la economía agrícola no tan distinto del México y 
Alemania (aunque Alemania ya era también para ese entonces potencia industrial) de principios 
del siglo XX, por tanto las reivindicaciones de derechos económicos, sociales y laborales 
corresponden a los mismos principios del modelo de Estado Social.  
Lo fundamental de la reforma de 1995, tanto en lo que se refiere a la reforma agraria como a la 
función de intervención social que debe tener el Estado en los problemas económicos,  es que la 
carta magna fija las limitaciones y obligaciones del Estado en el ejercicio de dicha intervención y 
lo sujeta en dicha función social a los márgenes que le impongan la constitución y las leyes, esta 
característica dota al Estado Social con el esquema jurídico que lo hace digno de la designación 
normativa de Estado Social de derecho en el orden constitucional.  
 
 
4.2 Organización del Estado y atenuación del presidencialismo con respecto al poder legislativo 
La organización del Estado nicaragüense y la denominación constitucional a ella otorgada en la 
reforma de 1995, por primera vez en la historia nacional constituyen a la República de Nicaragua 
explícitamente como un Estado Social de derecho
74
. De conformidad a dicha denominación la 
estructura orgánica del Estado nicaragüense sufre en la reforma del 95 transformaciones de gran 
trascendencia en cuanto al acoplamiento de las diversas funciones de los poderes públicos que se 
corresponda con la arquitectura formal de un Estado Social de derecho, que como bien se sabe, 
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contiene como imperativo fundamental la correcta organización de las atribuciones 
constitucionales de cada uno de los poderes públicos conforme al principio de separación de 
poderes y la sujeción de toda la actividad de los mismos a la constitución y las leyes, lo que 
requiere a su vez una determinación precisa de las mencionadas atribuciones que eviten la 
inseguridad jurídica que amenace la supremacía constitucional y el esquema democrático de 
producción normativa sujeto a la misma.  
La composición formal de la organización del Estado, como bien sabemos, no constituye 
únicamente un problema de orden jurídico sino que en sus detalles se conservan las modalidades 
últimas de la correlación de fuerzas derivadas de los factores de poder en la sociedad en un 
momento determinado. La regulación de dichos detalles y su plasmación en el articulado del 
texto constitucional terminan definiendo un modelo de Estado y un sistema político que deben de 
concordar en su contenido con la designación que la carta magna le otorgue a dicho modelo, de 
otro modo, las atribuciones de los distintos poderes del Estado respondiendo a un modelo 
distinto del que el texto constitucional pretende designar, resultarían incompatibles con su propia  
finalidad y de esta forma la redacción constitucional terminaría nombrando al modelo de Estado 
que organiza con una denominación que le es impropia, y que por tanto, encubre la formación de 
un engranaje político distinto del que semánticamente proclama.  
El defecto anterior es el que poseía el texto normativo de 1987 con respecto a las excesivas 
atribuciones que otorgaba al poder ejecutivo, que entrando en constante roce con el principio de 
separación de poderes y generando espacios de inseguridad jurídica, ponían en entre dicho las 
finalidades del sistema político que el mismo texto normativo proclamaba organizar y que sólo lo 
lograba parcialmente. Por tales motivos la reforma del 95 se centra concienzudamente en atenuar 
los excesos del presidencialismo que chocaban con el esquema formal de un orden democrático y 
un Estado Social de derecho. La esencia de la transformación producto de las reformas fue en 
consecuencia el principio de la separación de los poderes y su correlación armoniosa, que 
requeriría la delimitación exacta de sus competencias de conformidad con las funciones que cada 
uno de esos órganos deben de poseer en el esquema formal de un Estado garantista. 
De acuerdo con lo anterior, la reforma del 95 despoja al poder ejecutivo de las potestades 
legislativas que la constitución de 1987 le otorgaba: la eliminación de los decretos ejecutivos con 
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fuerza de ley en materia fiscal y administrativa
75
 junto con la eliminación de la delegación de 
facultades legislativas a la presidencia en el período de receso parlamentario
76
. Esto supone un 
importante aumento de la capacidad decisoria de la Asamblea Nacional. Sin embargo vale 
aclarar que dicho aumento (o atenuación para el poder ejecutivo) no es arbitrario y significa una 
repartición de facultades constitucionales coherente con la noción de Estado Social de derecho 
que la misma reforma del 95 pone de manifiesto en su artículo 130. Esta coherencia se explica 
por el hecho de ubicar la potestad legislativa de manera exclusiva en el órgano al que tiene que 
pertenecer de conformidad con los principios establecidos en la parte dogmatica de la carta 
magna, para garantizar que toda la producción normativa subordinada a la jerarquía 
constitucional goce de legitimidad democrática
77
 conforme a los principios fundamentales que 
rigen el sistema de representación política diseñado por el orden constitucional que tiene como 
piedra angular el principio de soberanía del pueblo establecida en el artículo 2 de la constitución 
política. 
Dicho reajuste de atribuciones constitucionales de los poderes públicos en coherencia con la 
denominación constitucional del modelo de Estado al que organizan, constituye la reparación de 
una importante fisura del texto constitucional que tenía como consecuencia el fomento de un 
orden político conflictivo con los principios dogmaticos de la constitución política, y además, 
peligrosos para el mantenimiento de los valores democráticos protegidos por la jerarquía 
normativa con respecto a poderes discrecionales que pudieren operar dentro de las ambigüedades 
que la constitución de 1987 poseía y que desnaturalizaba la relación entre los instrumentos 
(instituciones) y las finalidades, así como los principios que los regían. 
El último de los aspectos del excesivo presidencialismo determinante en el andamiaje jurídico 
nacional que se mencionó en el presente trabajo, son las atribuciones del poder ejecutivo en lo 
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 El artículo 150.4 actualmente vigente determina que serán atribuciones del presidente: 4) Dictar decretos ejecutivos en mater ia 
administrativa. Lo anterior moderniza la funcionalidad del poder ejecutivo de manera respetuosa al principio de separación de poderes.  
76 La facultad del articulo 150.7 tras la reforma constitucional de 1995 se limita únicamente a conferirle al presidente de la republica el derecho 
de solicitar al presidente de la asamblea nacional la convocatoria de decisiones extraordinaria durante el periodo de receso de la asamblea 
nacional para legislar sobre asuntos de urgencia. 
77
Según el profesor Luis López Guerra, la legitimidad democrática representa hoy la justificación más extendida de la existencia de una 
organización del poder, y unas autoridades con competencia para emitir órdenes y mandatos. Las autoridades públicas hayan su justificación en 
que actúan según la ley como norma general y racional, expresión de la voluntad de la comunidad. La legitimidad democrática aparece así 
como una variante de la legitimidad legal o racional. La autoridad se justifica porque su existencia y actuación no son expresión de un  mandato 
«tradicional» ni de una «personalidad excepcional», sino expresión de la voluntad de la comunidad, quien designa mediante reglas de alcance 
general quien ha de mandar y como. López Guerra, Luis. “Introducción al derecho constitucional” Tirant lo Blanch S.L 1994. Pág. 128.  
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referente al Estado de emergencia, en este punto las reformas del 95 en cuanto a su regulación 
vienen a anular todos los excesos que en dicha materia ostentaba el titular de la presidencia. Se 
dispone por tanto que el envío del decreto correspondiente a la suspensión de derechos y 
garantías en los estados excepcionales que la norma suprema señala deberá darse a la asamblea 
nacional en un plazo no mayor de 72 horas para su aprobación, modificación o rechazo. 
Lo anterior limita enormemente las posibles arbitrariedades que pudieren surgir en una 
circunstancia excepcional de suspensión de garantías constitucionales, dado que el control 
parlamentario sobre el decreto de la mencionada suspensión daría prontamente respuesta a dicha 
situación por medio de la voz de los diversos sectores representados en la asamblea nacional. La 
reforma de esta disposición genera una enorme seguridad jurídica en comparación a la 
disposición de la constitución del 87 que le antecedía, quizá igual de importante que esta sea la 
transformación que en la misma materia se hace del articulo 185 en la reforma constitucional del 
95: la facultad de aprobación del presupuesto general de la república durante el Estado de 
emergencia a cargo del presidente.  
Dicha facultad, que entraba en profundo conflicto con el principio de separación de poderes y la 
potestad legislativa de la asamblea nacional en razón de su naturaleza representativa de 
conformidad con el principio de soberanía popular, fue eliminada rotundamente por la reforma 
constitucional. De esta manera, las facultades y competencia de los poderes ejecutivo y 
legislativo, una vez redactados de manera estricta y precisa, en correspondencia con su razón de 
ser dentro del texto constitucional, desahogan las ambigüedades que amenazaban desde la 
estructura orgánica del Estado a los principios fundamentales
78
 referidos en la parte dogmatica 
de la norma suprema, y en consecuencia, se armonizan los pesos y contrapesos del sistema de 
engranajes institucionales que han de dar contenido a la noción de Estado Social de derecho 
establecida constitucionalmente, acoplándose con los estándares del modelo político a que dicha 
noción se refiere.        
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En este sentido, se puede decir que un modelo de Estado garantista es aquel en el cual exista una estructura formal diseñada para 
resguardar los valores dogmaticos que le son propios: la justicia; la libertad; el respeto a la dignidad de la persona humana; el pluralismo 
político, social y étnico; el reconocimiento a las distintas formas de propiedad; la libre cooperación internacional; y el respeto a la libre 
determinación de los pueblos, que son, entre otros, los principios fundamentales sobre los que se construye la convivencia social y el sistema 
jurídico-político nacional establecidos en el Art. 5 de la Constitución política.  
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4.3 La reforma de 1995 con respecto al poder judicial  
Un modelo de estado designado constitucionalmente como Estado social de derecho, tiene como 
base indispensable un poder judicial libre e independiente. Para que este poder del Estado pueda 
gozar de un adecuado funcionamiento de los órganos jurisdiccionales de todas las instancias, es 
imperativo que la estructura de organización de los tribunales se corresponda con garantizar su 
autonomía, tanto frente a la influencia de poderes externos (otros poderes del Estado, poder 
político, grupos económicos, poderes fácticos) como a la posible influencia arbitraria que 
podrían ejercer los superiores jerárquicos con respecto a la independencia interna del juez. La 
existencia de lo anterior, depende en toda medida de la eficacia de los mecanismos de elección y 
control establecidos en la carta magna para los individuos que integran dichos órganos. Sin 
embargo, es necesario remarcar que el óptimo funcionamiento de los órganos jurisdiccionales 
posee una íntima dependencia con el nivel de desarrollo legislativo ordinario que tengan los 
postulados constitucionales que lo diseñan. 
En este sentido, no es el objetivo del presente trabajo exponer extensivamente todas las 
deficiencias del marco jurídico ordinario que rige el funcionamiento del poder judicial, sino 
simplemente analizar cómo está dispuesto su diseño primigenio en la norma constitucional, e 
inferir del mismo las discordancias, aciertos o carencias que este posee en relación a los 
preceptos jurídicos que deben sostener un modelo de Estado democrático dando contenido 
material a la organización del Estado, para que ésta pueda constituirse en verdadero Estado 
Social de derecho. Es decir, verificar la eficacia sobre cómo están dispuestos el diseño y 
composición del poder judicial en la cúspide normativa del ordenamiento jurídico, para 
garantizar primariamente su autonomía, sin olvidar por supuesto, que dicha autonomía y todo el 
funcionamiento de los órganos judiciales también dependerán subsidiariamente de la legislación 
ordinaria, cuyo análisis no pretende estar exhaustivamente contemplado en el presente trabajo.  
La transformación que hace la reforma de 1995 con respecto al poder judicial, en síntesis, 
consiste en  el establecimiento de la carrera judicial
79
 y  el aumento del número de magistrados a 
                                                             
79 Un punto destacado por la doctrina que pone en entredicho la independencia interna del Poder Judicial es la misma concepción del sistema 
como  carrera judicial. Este planteamiento entraña necesariamente la idea de superiores e inferiores jerárquicos (sistema de escalafones) lo 
que a su vez arrastra –incluso inconscientemente- la idea de obediencia al superior. Si se suma esto con una responsabilidad disciplinaria 
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doce. La Corte suprema de justicia queda organizada en cuatro salas conformadas con un número 
no menor de tres Magistrados cada  una: Civil, Penal, de lo Constitucional y de lo Contencioso-
Administrativo. A la justicia constitucional se le agregan las atribuciones constitucionales sobre 
la resolución de los conflictos de competencia y constitucionalidad entre los Poderes del Estado, 
que serán conocidos y resueltos por la Corte en pleno, al igual que los recursos de 
inconstitucionalidad de la ley. También, se le otorga por primera vez al Poder Judicial un 
porcentaje específico, no menos del 4% del Presupuesto General de la República
80
. 
Todos estos cambios se corresponden con algunos de los principios rectores de una adecuada 
composición del poder judicial en un Estado constitucional democrático y sin embargo, no han 
sido suficientes para garantizar dicha composición y en consecuencia, tampoco han garantizado 
que la regulación del modelo de Estado social de derecho que define el andamiaje jurídico-
político nicaragüense deje de ser una proclama  constitucional medianamente vacía, con validez 
jurídica y vigor político apenas parcial. 
 
5. Reforma constitucional del año 2000 
En el año 2000 las transformaciones a la carta magna se dieron en el contexto de negociaciones 
coyunturales entre los dos partidos políticos mayoritarios de ese momento, que comenzaron con 
los acuerdos políticos de 1999, también conocidos en el lenguaje nacional como “El Pacto”, y 
que tuvieron como resultado formal la  promulgación el 18 Enero del año 2000 de la ley No.330: 
Ley de reforma parcial a la Constitución Política de la República de Nicaragua. 
                                                                                                                                                                                                    
arbitraria la independencia interna queda relegada a un segundo plano. “La Justicia en Nicaragua: Reflexiones y Propuestas para el 
Fortalecimiento del Sistema de Justicia en Nicaragua”. Comisión jurídica MpN. Managua, Nicaragua 2008. Pag.18. 
80 Regulación Constitucional del Presupuesto del Poder Judicial. En aras del fortalecimiento de la autonomía financiera del Pode r Judicial, el 
Art. 159 Cn., parte conducente, establece que  “El Poder Judicial recibirá no menos del 4% del Presupuesto General de la República”. La Ley 
260, Ley Orgánica del Poder Judicial recoge tal precepto en su Art. 84. También el principio 7 de los Principios Básicos  rel ativo a la 
independencia de la judicatura de la ONU y el Art. 6 del Estatuto del Juez Iberoamericano pugnan porque el Estado garantice la  independencia 
económica del Poder Judicial mediante la asignación del presupuesto adecuado para cubrir sus necesidades y a través del desembolso 
oportuno de las partidas presupuestarias. Este principio es importante  no sólo porque obviamente sin recursos económicos no hay justicia,  
sino porque  la suficiencia económica puede contribuir  a la reducción de la corrupción y, sobre todo, al fortalecimiento de la independencia 
judicial. “La Justicia en Nicaragua: Reflexiones y Propuestas para el Fortalecimiento del Sistema de Justicia en Nicaragua”.  Comisión jurídica 




La constitución política de Nicaragua sufrió otra vez una reforma parcial, esta reforma, 
impopular entre diversos sectores de la sociedad civil y académica nicaragüense, tiene gran 
influencia en la recreación de un régimen político no precisamente compatible con la regulación 
constitucional del modelo de Estado nicaragüense y los valores que han de regir al mismo. La 
afirmación anterior, no exclusiva del presente trabajo y también acogida por gran parte de los 
círculos académicos así como un importante sector de la sociedad nicaragüense, contrasta 
enormemente con el CONSIDERANDO III de la mentada ley No.330 el que establece: “Esta 
reforma tiene primordialmente el propósito de fortalecer la propia naturaleza de la nacionalidad 
nicaragüense, el ejercicio de los derechos políticos, dotar a las instituciones públicas que ella 
menciona de mayor capacidad funcional y ampliar la composición de sus órganos de dirección, 
para que las competencias y atribuciones que la propia Constitución y las leyes le confieren, 
puedan ser ejercidas con más eficacia, teniendo como resultado una mejor atención a las 
necesidades y requerimientos de los ciudadanos”.  
La eficacia perseguida en el considerando anterior, como justificación técnica de las 
transformaciones que sufrieron varios órganos constitucionales en la reforma del 2000 no 
encuentra su cometido en el articulado de la mencionada ley quedando aun pendientes de 
cumplir los objetivos de mejoramiento en la eficacia de las instituciones reformadas y el 
perfeccionamiento del sistema democrático que de ella suponía derivarse. En este sentido, 
podríamos sintetizar que la reforma del año 2000, aparte de ciertos puntos reformados en la 
norma suprema que no constituyen una importante transformación orgánica sin mayor 
trascendencia para el funcionamiento del orden político formalmente definido en el texto 
constitucional, se centra en los siguientes puntos:  
En primer lugar cabe destacar la reducción del 45 al 40 % de los votos válidos necesarios para 
ganar en primera vuelta la Presidencia de la República, añadiendo la posibilidad de obtener el 
triunfo con sólo el 35% de los votos válidos siempre y cuando se supere a los candidatos que 
obtengan el segundo lugar por una diferencia mínima de 5 puntos porcentuales.  
También se modificó el quórum de decisión necesario para privar de inmunidad al Presidente de 
la República ampliándolo de la mayoría absoluta de los diputados a los 2/3 de los mismos (arto. 
84 
 
130). Respecto a otros funcionarios que gozan de inmunidad, la declaración de privación de 
inmunidad se aprueba con el voto favorable de la mayoría de los diputados (arto. 130). 
En tercer lugar se introdujo una disposición reformatoria de la integración de la asamblea 
nacional específicamente en el artículo 133 de la carta magna, en virtud de la cual aquel poder 
del Estado pasaría de estar integrado por 90 miembros a estarlo con 92. Estos dos escaños que se 
le anexaban al poder legislativo no serían el resultado de procesos electorales  igual que el resto 
de diputados elegidos por sistema de representación proporcional sino que serían ocupados en 
primer lugar por el ex presidente saliente de la república para el cual su suplente será el ex 
vicepresidente saliente; la otra diputación que se le anexa a la asamblea nacional será ocupada 
como propietario y suplente respectivamente por los candidatos a presidente y vicepresidente de 
la república que hubiesen obtenido el segundo lugar en la elección correspondiente. También con 
respecto a la asamblea nacional la reforma del 2000 dispone cambios en cuanto a los requisitos 
para ser diputado y las prohibiciones que tienen que ver con el ejercicio de la función pública a la 
hora de ser candidato. También la reforma incluye un importante fortalecimiento de las 
atribuciones de la asamblea nacional en cuanto a la elección de funcionarios públicos titulares de 
órganos de mucha relevancia constitucional elegidos entre ternas presentadas por el presidente de 
la república y los diputados.  
Se aumentó el número de miembros de todos los Poderes del Estado u órganos de relevancia 
constitucional. En lo que cabe destacar que la corte suprema de justicia pasara de estar integrada 
por 12 miembros a estarlo por 16 magistrados. De igual forma el consejo supremo electoral 
anteriormente compuesto por 5 magistrados, luego de las reformas pasó a estar integrado por 7 
magistrados titulares y 3 suplentes. 
La atribución  al Consejo Supremo Electoral de la facultad de velar por el cumplimiento de las 
disposiciones referentes al proceso electoral por los candidatos que participen en las elecciones 
generales y municipales es otra de las reformas concernientes al poder electoral. En cuanto a las 
elecciones municipales se requiere haber residido los últimos dos años en el municipio al que se 
representa. Otra atribución es la de la cancelación  la personalidad jurídica de los partidos 




Se citó anteriormente en el presente subcapítulo el CONSIDERANDO III de la ley No.330 que 
reforma parcialmente la constitución política de Nicaragua con el objeto de analizar el vínculo 
relacional entre las finalidades que dicha ley proclama y sus consecuencias en el engranaje 
institucional diseñado por el ordenamiento jurídico nicaragüense con respecto al modelo de 
Estado constitucionalmente designado para la nación en el párrafo primero del artículo 130 de la 
norma suprema, y el cual debe de ser en toda medida, el faro que oriente toda reforma del 
sistema constitucional.   
Con la misma motivación previamente explicada, es preciso hacer mención del 
CONSIDERANDO II  de la mencionada ley de reforma constitucional, el que refiere como 
finalidad de dicha reforma  y justificación de la misma que: “Para afianzar la gobernabilidad se 
requiere hacer una adecuación de la carta fundamental en la búsqueda del perfeccionamiento de 
nuestro sistema democrático”. Para verificar la efectividad de dicho perfeccionamiento, es 
menester observar la concordancia entre los principios sobre los cuales descansa el sistema 
democrático nicaragüense contenido dentro de la noción de Estado Social de derecho regulada 
constitucionalmente y las distintas transformaciones de carácter institucional dispuestas en la 
reforma del año 2000.  
En general podemos decir que existe un gran déficit de criterios técnicos que justifiquen las 
diversas transformaciones hechas en las distintas instituciones que componen la estructura 
orgánica del Estado en la reforma del 2000. El primer ejemplo, es que no existe argumento 
doctrinario o técnico que sostenga la lógica de la reducción porcentual del requisito para ser 
electo presidente de la república, esta disminución del 45% al 40% necesario para ser electo, con 
la posibilidad de lograrlo con sólo el 35% de los votos mientras se mantenga una diferencia 
porcentual de 5 puntos con el contrincante más cercano en la contienda electoral, no encuentra en 
ninguna medida una razonable explicación que la haga concordante con el principio de 
legitimidad democrática que debe regir el sistema de representación proporcional del sistema 
electoral conforme al principio de soberanía popular ejercido a través de instrumentos 
democráticos establecido con carácter fundamental en el artículo 2 de la carta magna. 
Con lo mencionado anteriormente, no queremos decir que dicha reducción porcentual del 
requisito para ganar la presidencia de la república represente per se un menoscabo formal del 
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orden democrático constitucionalmente establecido, sin embargo, es necesario destacar que 
careciendo de justificación técnica para fortalecer el principio de legitimidad democrática resulta 
ineficaz para el perfeccionamiento de la gobernabilidad y el sistema democrático planteado como 
su finalidad. Por lo tanto, al representar una transformación tan importante en cuanto a la 
posibilidad de acceder al control del poder ejecutivo sin que dicha transformación represente 
ningún instrumento significativamente democratizador de los procesos de elección, y habiendo 
surgido esta reforma en un contexto de interés para los dos partidos mayoritarios que la 
propiciaron no resultan irracionales los señalamientos de diversos sectores acerca de los intereses 
particulares y coyunturales que motivaron esta reforma constitucional. La misma desconfianza 
aplica para la modificación del quórum necesario para la privación de la inmunidad al presidente 
de la república y demás disposiciones de esta reforma constitucional. Entre estas disposiciones, 
especial importancia reviste el aumento del número de magistrados en la corte suprema de 
justicia, consejo supremo electoral y de integrantes de los demás órganos de relevancia 
constitucional. No existe criterio técnico atinente a la eficacia o representatividad en las 
instituciones antes mencionadas que explique el aumento en el número de magistrados o 
funcionarios que integren su órgano superior. 
 Una reforma constitucional que modifique la composición de las instituciones antes 
mencionadas, para poder constituir un perfeccionamiento del sistema democrático habría tenido 
que atender puntualmente al fortalecimiento de los principios que otorgan la validez formal a la 
denominación democrática de las mencionadas instituciones. En el caso de la Corte Suprema de 
Justicia, contiene fundamental importancia el principio de independencia externa con respecto al 
poder partidario y otras ramas del gobierno, para que pueda darse la eficacia en la tutela judicial 
de los derechos fundamentales y puedan en consecuencia materializarse los postulados 
normativos de la constitución política que constituyen a la nación en un Estado social de 
derecho. 
 La reforma del 2000, no solamente no logra lo anteriormente expuesto sino que analizándolo a 
la luz de la actividad ejercida por este poder del Estado en los años que le sucederían, sirvió para 
la profundización del control de los partidos políticos sobre los poderes del Estado mencionados, 
en consecuencia, y tomando en cuenta el bajo nivel de institucionalización de los partidos 
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políticos debido a las deficiencias del sistema electoral traducida siempre en la hegemonía de 
liderazgos autocráticos, se acentuó el debilitamiento de la institucionalidad pública en cuanto a la 
sujeción de los poderes públicos  a los designios constitucionales que pasan a segundo plano ante 
la lealtad política que sujeciona los poderes del Estado. 
 En consecuencia, no se estaría perfeccionando el sistema democrático nicaragüense de 
conformidad a la estructura orgánica de un Estado social de derecho, sino que se estaría 
fortaleciendo un régimen político partidocrático que opere formalmente dentro del marco 
constitucional desapegado de los designios del mismo y en menoscabo de la formalización 
institucional de los principios dogmáticos de la carta magna, o lo que es lo mismo, de la 
solidificación de la institucionalidad democrática. 
 
6. Justicia constitucional y control de constitucionalidad: importancia del principio de 
supremacía constitucional para la vigencia del Estado social de derecho.  
La categoría de Estado social de derecho supone el sometimiento de todos los poderes públicos y 
los ciudadanos a la jerarquía de los designios constitucionales. Esto hace de la supremacía 
constitucional un principio esencial sobre el cual descansa toda garantía de protección judicial de 
los derechos fundamentales y toda noción de Estado democrático y social derecho. El 
instrumento que los sistemas constitucionales han creado a lo largo de la historia para articular 
institucionalmente la defensa de la supremacía del texto constitucional sobre toda la producción 
normativa ordinaria y las actuaciones de la administración pública es lo que conocemos como 
justicia constitucional. En razón de lo anterior es que el texto constitucional no solamente 
reconoce una serie de derechos fundamentales a los ciudadanos y establece los principios 
dogmaticos rectores del Estado y la nación, sino que organiza los mecanismos y procedimientos 
de tutela que han de asegurar su efectividad y validez.  
La Constitución política diseña el andamiaje institucional y ordena los poderes del Estado por 
ella construidos, pero además establece los límites del ejercicio del poder y el ámbito de 
libertades y derechos fundamentales, así como las prestaciones que el Estado debe de cumplir en 
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beneficio de la sociedad
81
. La Constitución, como cúspide del orden jurídico, representa un 
sistema normativo que emana de los ciudadanos como titulares de la soberanía en su función 
constituyente
82
, estas normas organizan a los diversos órganos del poder público y a la sociedad 
en lo que respecta al modelo de Estado que la constituye.  
 
Estos mecanismos son los denominados controles constitucionales o de constitucionalidad. 
Históricamente han existido dos sistemas y escuelas doctrinarias acerca de dichos controles que 
tienen como fin el mantenimiento de la supremacía constitucional, estas son, la doctrina de la 
Judicial review o control constitucional difuso
83
 (tesis de Carl Schmitt) y el sistema control 
constitucional concentrado (tesis de Hans Kelsen) que es ejercida a través de Tribunales o Cortes 
Constitucionales. 
 
La tesis del Judicial review o control constitucional difuso, otorga la potestad a los tribunales 
ordinarios (y jueces) de primera instancia  de declarar nulas las leyes o reglamentos que 
contravengan las disposiciones de la Constitución
84
; es decir, que todos los jueces, sin excepción, 
tendrán competencia para declarar la inaplicabilidad de la ley en el caso concreto o la 
inconstitucionalidad de un acto proveniente de una autoridad.  
 
                                                             
81 García de Enterría Eduardo. La Constitución como norma y el Tribunal Constitucional, editorial Civitas, Madrid, 1985, página 49.  
 
82 La Constitución política constituye de esta forma la norma normarum y la lex suprema, esto le otorga carácter de jerarquía constitucional y 
normativa frente al orden jurídico-político, llevándose al  reconocimiento de una superlegalidad material, que asegura a la Constitución una 
preeminencia jerárquica sobre las demás normas del ordenamiento, producto de los poderes constituidos por la Constitución mis ma, obra del 
superior poder constituyente. Es norma normarum porque es fuente armónica de nacimiento del ordenamiento jurídico interno, “o sea, aquello 
en lo que el ordenamiento jurídico tiene la virtualidad de crear una norma. Por tanto, hay que distinguir entre la realidad social y fáctica, que es 
fuente casual, y aquello a lo que el ordenamiento atribuye eficacia creadora de normas”. Enríquez Cabistán, Francisco. “Estructura Normativa 
de la Constitución Política de Nicaragua”. Instituto de Estudio e Investigación Jurídica (INEJ), 2009. pág. 15.   
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 Según el Profesor Dr. Francisco Fernández Segado, manifiesta que formalmente, el control difuso nació al fallarse el caso Marbury vs 
Madison (1803). John Marshall, presidente de la Corte y redactor de la sentencia, aclaró que el Juez estadounidense está obligado a preferir la 
Constitución a cualquier otra ley, dado que aquélla, por ser suprema, controlaba todos los actos del Legislativo. Permitir la eficacia de una ley 
inconforme con el texto del que debía haber provenido, implicaba destruir el principio de supremacía constitucional y, en consecuencia, acotar 
las libertades civiles. Al estudiar un caso concreto que involucraba una ley inconstitucional, los Jueces debían abstenerse d e aplicarla a favor de 
la Constitución. En suma, la razón de ser de este sistema radica en establecer la supremacía del Poder Judicial sobre los otros Poderes, a 
manera de acto de confianza en los jueces. Ver: Elementos de Derecho Procesal Constitucional, Poder Judicial de la Federación, Suprema Corte 
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americano y europeo-kelseniano, México, UNAM, 2004, páginas 23- 24 y 41-42. 
84 García de Enterría Eduardo. La Constitución como fuente de Derecho: sistema de fuentes, páginas 13 a la 37, publicado en el Anuario de 






 de constitucionalidad tiene como principal característica desconocer la 
jurisdicción ordinaria en materia de control constitucional. Un órgano único, ya sea un tribunal 
constitucional independiente o anexo a la corte suprema de justicia será en este sistema el 
encargado de velar por la supremacía constitucional. En este sistema sí existe un contencioso 
constitucional. El tribunal se dedica a declarar, con efectos generales, si una ley se adecua o no a 
los postulados de la Ley Suprema, previo estudio de una cuestión o acción  de 
inconstitucionalidad que promueva órganos políticos.  
 
Este sistema consiste en una combinación del control constitucional difuso y el control 
constitucional concentrado, en donde al mismo tiempo existe un órgano con funciones de control 
abstracto y concentrado, y el resto de los tribunales puede realizar un examen incidental y difuso, 
por el que pueden declarar inaplicable una ley cuando lesione y contradiga a la Constitución.  
 
6.1 El control constitucional nicaragüense. 
El sistema de control constitucional nicaragüense es mixto
86
. Los órganos encargados del control 
de constitucionalidad en nuestro sistema son tres. Primeramente la Corte Suprema de Justicia
87
, 
quien debe conocer y resolver sobre los recursos de inconstitucionalidad y de amparo (en el 
fondo) interpuestos de conformidad con lo establecido en la Constitución y ley de Amparo 
vigente y sus reformas. El segundo, que es ejercido mediante el recurso de amparo, en sus 
primeras actuaciones, ante la Sala Civil de los Tribunales de Apelaciones respectivos, quienes 
conocen el recurso hasta la suspensión del acto recurrido, correspondiéndole a la Corte Suprema 
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 Según la doctrina el sistema concentrado, delega y confía a un órgano o Tribunal Constitucional la tutela efectiva de la Primera Norma, 
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87 Art. 27 y 34 LOPJ. 
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de Justicia el conocimiento ulterior hasta la resolución definitiva. Y el tercero, le corresponde a 
los jueces y tribunales en declarar inaplicable una ley para un caso concreto cuando ésta 
contradiga los postulados de la Primer Norma.  
 
La Corte Plena conocerá y resolverá los recursos de inconstitucionalidad de la ley
88
, y los 
conflictos de competencia y constitucionalidad entre los Poderes del Estado
89
, ejerciendo de esta 
forma el control constitucional concreto. La inconstitucionalidad en los casos concretos se 
desarrolla cuando los Jueces en su función jurisdiccional pueden decretar la inaplicabilidad o no 
de la ley (o cualquier otra norma jurídica como el reglamento o un decreto) cuando ésta en el 
caso objeto de estudio contradiga la Constitución política. La inaplicabilidad de la norma 
contraria a la Constitución una vez declarada su inconstitucionalidad en el caso concreto
90
 por el 
juez o autoridad necesita ratificarse por la Corte Plena de la Corte Suprema de Justicia,  (art. 27 
LA), con efectos de cosa juzgada y de carácter erga omnes (art. 19 LA). 
 
Como podemos ver, este sistema de tutela de los derechos fundamentales y la primacía de la 
norma suprema, está conformado por un tridente institucional que en todos los procedimientos 
tiene como último órgano decisorio o de ratificación a la corte suprema de justicia, ya sea 
representada por la corte en pleno en el caso de los recursos por inconstitucionalidad de una ley o 
reglamento, o por la sala de lo constitucional en el caso de los recursos de amparo.  
 
Estos tres órganos del poder judicial anteriormente mencionados son los facultados 
constitucionalmente para resolver y dar lugar a los mecanismos o recursos procesales por medio 
de los cuales la carta magna determina que debe ejercerse el control constitucional. En este 
sentido, los derechos fundamentales de los ciudadanos consagrados en la carta magna han de ser 
resguardados por los antes mencionados órganos de la estructura estatal, sólo una tutela efectiva 
por parte de dichos órganos a favor de los ciudadanos hace posible la validez jurídica (formal y 
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89 Art. 27 LOPJ y art. 164 Cn.  
90 La declaratoria de inconstitucionalidad en los casos concretos de la norma contraria a la Constitución, puede ser parcial o total.  
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material) de la noción de Estado Social de derecho establecida en el artículo 130 de la carta 
magna, para estos efectos es que la constitución política establece, el recurso por 
inconstitucionalidad, el recurso de amparo y el recurso de exhibición personal. 
 
El marco jurídico del control de constitucionalidad nicaragüense que se origina en el Título X de 
la constitución política está desarrollado por la ley de amparo, la que al mismo tiempo goza de 
rango constitucional, también por disposiciones de la ley orgánica del poder judicial. El sistema 
mixto adoptado por el ordenamiento jurídico nicaragüense para garantizar la primacía de la 
norma suprema es, en general, una opción efectiva recogida por diversos sistemas 
constitucionales en el mundo, sin embargo a pesar de los rasgos generales de nuestro sistema que 
pueden garantizar la correcta tutela de los derechos fundamentales y edificar un control judicial 
efectivo que razonablemente  encause la producción normativa ordinaria y contenga la actividad 
del poder público dentro del debido margen de subordinación a la carta magna, hemos advertido 
algunas fisuras de carácter específico en el sistema que podrían constituir cierto riesgo para que 
este realice su finalidad. 
 
Primeramente, podríamos señalar  que la ley de amparo, después de haber sido reformada en el 
año 1995
91
, disponía en su artículo 51 que no procede recurso de amparo: 1) Contra las 
resoluciones de los funcionarios judiciales en asuntos de su competencia. 2) Contra el proceso de 
formación de la ley, su promulgación o su publicación o cualquier otro acto o resolución 
legislativa etc. Lo anterior garantiza, por un lado, seguridad jurídica y, por el otro, la efectiva 
operatividad de los Poderes del Estado en sus funciones y atribuciones constitucionales.  
   
Contrariamente a lo antes manifestado, es necesario señalar que la ley de amparo fue 
posteriormente reformada por la lay No. 643 (Ley de Reformas y Adiciones a la Ley No. 49, Ley 
de Amparo, aprobada el 23 de Enero del 2008, y publicada en La Gaceta, Diario oficial No. 28 
del 08 de Febrero del 2008),la que en su artículo 2 estableció que: “los Representantes de los 
Poderes del Estado promuevan ante la Corte Suprema de Justicia el Conflicto de Competencia o 
de Inconstitucionalidad, cuando consideren que una ley, decreto, reglamento, acto, resolución o 
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disposición de otro Poder, invade sus competencias privativas constitucionales”. Posteriormente 
el artículo 3 de la misma ley de reforma a la ley de amparo, que además agrega un título nuevo a 
la norma de rango constitucional, establece que inclusive se puede plantear dicho recurso contra 
el proceso de formación de la ley. 
 
Esta disposición obviamente genera un espacio de posible inseguridad jurídica y 
paradójicamente al objetivo que se plantea pudiese darse el caso en que termine generando más 
conflicto entre los poderes del Estado de los que podría solucionar. El hecho de que el poder 
judicial en aras de la supremacía constitucional tenga la facultad de interrumpir prematuramente 
el proceso de formación de ley mediante un recurso procesal significa de antemano una 
vulneración a las facultades constitucionales del poder legislativo que pudiere significar un roce 
inconveniente con el principio de separación de poderes. 
 
Con lo anteriormente dicho, hemos de plantear la inconveniencia de un mecanismo procesal para 
garantizar la supremacía constitucional que ponga en riesgo la separación de poderes. Muchas 
veces durante el presente trabajo se ha mencionado que ambos principios son pilares 
fundamentales del Estado constitucional de derecho y ambos representan requisitos para la 
validez formal y material de la vigencia de los derechos fundamentales. Lo que aquí 
pretendemos plantear es que toda noción de Estado Social de derecho pasa por la 
interdependencia de los principios que lo rigen, por lo cual, no puede asegurarse la existencia de 
uno sin el otro, y consecuentemente, tampoco la realización material de un modelo de Estado que 
efectivamente reconozca y garantice la tutela de los derechos constitucionales. 
 
Siguiendo la misma línea de razonamiento, podemos decir que sin independencia judicial no 
existe separación de poderes, a su vez sin la vigencia real de la separación de poderes 
constitucionalmente dispuesta, no puede existir tampoco supremacía constitucional y 
consecuentemente resultaría imposible la sujeción de todo el andamiaje institucional a los 
designios constitucionales. Por lo tanto un mecanismo procesal que pretenda garantizar la 
supremacía constitucional y que opere dentro de un andamiaje institucional incapaz de haber 
instituido mecanismos que garanticen un poder judicial independiente podría terminar no sólo 
93 
 
poniendo en riesgo la separación de poderes y las atribuciones constitucionales de la asamblea 
nacional al colocar al poder judicial como un supra poder que no sólo este facultado para 
inaplicar normas jurídicas que contravengan a la constitución, sino que también pueda 
interrumpir (con riesgo que dicha interrupción pudiera ser arbitraria) su nacimiento y amputar las 
potestades legislativas de la asamblea nacional, que como bien sabemos, provienen 
originariamente de los titulares de la soberanía que son los ciudadanos. De esta forma, en el 
contexto de un orden democrático aun no consolidado y de un sistema político donde impera una 
lógica caudillista más que una institucional, podría darse el caso que el mencionado mecanismo 
fuere utilizado para eliminar prematuramente restructuraciones objetivas del Estado por limitar 
estas ciertas cuotas de poder político que operen dentro de las instituciones con enfoques 
paralelos a los principios del orden constitucional.   
 
Otro apartado que nuestra legislación procesal constitucional no abarca de manera precisa, es lo 
que respecta a la inconstitucionalidad por omisión. No hay postulado expreso ni jurisprudencia. 
La inconstitucionalidad por omisión es un mecanismo de control constitucional cuya finalidad es 
atacar la inactividad, la inercia de los poderes públicos e institucionales en el ejercicio de sus 
actividades de ejercer derechos constitucionales. 
 
Este instrumento jurídico y constitucional puede estudiarse en sentido amplio y sentido 
restringido. La primera, se refiere a actos de poder con carácter general que impliquen la no 
realización de una actividad normativa que la Constitución estipula y que puede y debe ser 
realizado de parte de una institución gubernativa o de la administración pública. Y la segunda, 
hace alusión, específicamente, a la actividad legislativa cuando el legislador incumple cláusulas 
y mandatos constitucionales. De lo anterior, se pueden desprender dos elementos fundamentales: 
el primero, el no hacer de las instituciones y poderes públicos institucionales; y el segundo, que 
dicha inercia sea atribuible a un órgano gubernativo o de la administración pública que omite y 
afecte el ejercicio de los mandatos normativos estipulados en la Constitución. 
 
El Estado Social de Derecho, supone dos componentes: primero, el sometimiento del Estado al 
Derecho, y segundo el actuar permanente y activo del mismo Estado en la búsqueda cotidiana de 
94 
 
satisfacer el fiel cumplimiento de los derechos ciudadanos establecidos en la Constitución 




Un efectivo sistema de control constitucional es fundamental para la existencia de dicho Estado 
Social de derecho, a este respecto, y como mencionamos anteriormente los rasgos generales del 
control constitucional nicaragüense organizan métodos efectivos, sin embargo el sistema de 
protección constitucional está obligado a convivir dentro del aparato público con otros 
subsistemas del ordenamiento jurídico poseedores de deficiencias estructurales que terminan 
impregnando la efectividad de los controles constitucionales y por ende la tutela de los derechos 
fundamentales y la supremacía de la norma constitucional. 
 
En consecuencia con lo anterior no resulta extraño que la producción jurisprudencial sobre este 
tema sea ambivalente y puedan por lo tanto existir buenos precedentes de la tutela de los 
derechos fundamentales, así como sentencias que a través de los mecanismos procesales 






7. Principio de legitimidad democrática. 
Anteriormente en el presente trabajo, habíamos afirmado el requisito de interdependencia de los 
principios fundamentales de un Estado de derecho para garantizar su vigencia. En razón de lo 
anterior, es necesario recalcar que junto a la ineficiencia de los mecanismos para garantizar la 
independencia judicial, los recursos procesales encargados de garantizar la supremacía 
constitucional y los posibles desbalances de atribuciones constitucionales a los distintos poderes 
                                                             
92
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Estudio e Investigación Jurídica (INEJ), Managua, 2008, página 49 a la 59. Ver: Enríquez Cabistán  Francisco. Estructura Normativa de la 
Constitución Política de Nicaragua, Instituto de Estudio e Investigación Jurídica (INEJ), 2009, página  44 a la 46. 
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del Estado que podrían mermar la estructura formal de separación de poderes, se suma un 
ineficaz sistema de representación política que no pudiendo garantizar la legitimidad 
democrática de los órganos titulares de la representación soberana de la ciudadanía electa 
directamente, termina por no dotar de la misma legitimidad la integración de los diversos 
poderes del Estado, contribuyendo al establecimiento de un sistema político de naturaleza 
distinta a la democracia representativa planteada constitucionalmente sobre la base de la 
soberanía popular del artículo 2 de la carta magna.  
Nuestra Constitución política en su art. 7 referente al Estado señala que: “Nicaragua es una 
republica democrática, participativa y representativa”. Con ello, el marco constitucional vigente 
construye un esquema sostenido por los tres valores proclamando a Nicaragua como una 
república que convive en un sistema democrático. La sustanciación político-jurídica de la 
democracia se hace mediante la elección directa a través del voto libre y secreto de sus 
gobernantes. Por esta razón es que el sufragio universal es el instrumento electoral de orden 
constitucional que garantiza la representación política en un Estado de derecho. La normatividad 
y mecanismos dispuestos para garantizar el derecho electoral y sus principios 
constitucionalmente establecidos están sistematizados en la ley electoral, la cual goza de rango 
constitucional.
93
La ley electoral es el cuerpo normativo designado en el texto constitucional para 
configurar el sistema electoral de conformidad con los principios fundamentales que rigen al 
Estado nicaragüense.  
La crisis de representatividad actual pone de manifiesto una realidad: Nicaragua no cuenta con 
un cuerpo normativo que garantice efectivamente el pluralismo y representatividad política que 
funde la legitimidad de los gobernantes en concordancia con los principios dogmaticos de la 
jerarquía constitucional. La gran falla que atañe a nuestro sistema de representación política 
reside en nuestra ley electoral, y más específicamente, en la forma que esta dispone para la 
elección de los representantes del máximo órgano de representación popular, como lo es la 
asamblea nacional, la cual no responde a un mecanismo abierto que sumado a circunscripciones 
electorales correctamente distribuidas pudieren garantizar la representación directamente 
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proporcional entre ciudadanos y diputados que doten de legitimidad democrática la integración 
de los poderes del Estado, que en su mayoría depende del órgano legislativo.  
En razón de la afirmación anterior y para su explicación, vale sintetizar lo componentes del 
sistema electoral, que sin ánimos de extendernos al respecto de todos, son los siguientes: a) el 
número de representantes a elegir b) las formas de las candidaturas c) procedimientos de 
votación d) barreras e) fórmula electoral y distribución de escaños f) distribución de 
circunscripciones electorales g) financiamiento electoral. Con respecto al primero, como se sabe, 
la asamblea nacional se integra con 92 diputados de la asamblea nacional que deberían de ser el 
resultado de la relación escaños-habitantes. El segundo, y el que contiene más relevancia a la 
hora de definir la naturaleza del sistema político que deriva del ordenamiento jurídico electoral, 
se refiere al tipo de lista o procedimiento de votación correspondiendo al esquema en que son 
presentadas a los electores las candidaturas que compiten por el cargo de elección popular.  
Los subsiguientes componentes están íntimamente relacionados con el segundo, por el momento 
nos quedamos en el desarrollo del mismo. En este sentido, se hace necesario mencionar que el 
diseño del sistema de elección de diputados está configurado por medio de listas cerradas y 
bloqueadas, en el que el elector vota por las listas y los escaños se atribuyen en el orden en que 
estas están, sin permitirle al electorado la posibilidad de cambiar la ubicación de los candidatos 
predeterminados por los partidos políticos, dejando en manos de las cúpulas políticas la decisión 
de quien debe representar al partido. De esta manera cada agrupación partidaria presenta sus 
listas en un orden invariable de candidatos que son el producto de procesos políticos internos que 
no integran al elector, y que todavía menos, cuenten con procesos electorales primarios que 
sirviesen para democratizar e institucionalizar a los partidos políticos. Formalmente esta 
modalidad de candidatura se encuentra establecida en el art. 77 de la ley electoral.  
Lo anterior alude consecuentemente al tercer componente del sistema electoral, el procedimiento 
de votación, que se encuentra estrechamente relacionado con la forma de las candidaturas; este lo 
encontramos establecido a través de un mecanismo de voto único que se aplica a lista bloqueada 
y cerrada, para el cual el elector tiene la posibilidad de emitir un sólo voto independientemente 
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de cuantos candidatos se vayan a elegir para integrar la asamblea nacional
94
 y sin poder tampoco 
priorizar el orden de los diputados según su voluntad.   
Podemos decir por lo tanto que constitucionalmente Nicaragua elige a sus diputados mediante un 
sistema de representación proporcional, cuya finalidad es (en teoría) establecer una relación de 
proporcionalidad entre votos y escaños así como procurar que el electorado se refleje fielmente 
en la asamblea nacional. Dicho objetivo, no se cumple a causa de las deficiencias del actual 
sistema electoral antes mencionadas, las características de estas deficiencias son: la exclusión 
política, la inadecuación distributiva de las circunscripciones electorales y por último, 
probablemente la más importante, la forma de elección de los diputados en lista bloqueada y 
cerrada ya mencionada, además de ciertos aspectos como la regulación inadecuada del 
financiamiento de la campaña política y del reembolso de gastos a los partidos.  
Con respecto a la exclusión, el sistema electoral dispone ciertas barreras legales; la ley en su art 
74 incisos 4 y 5 establece una barrera legal que incluso constituye una causal de cancelación de 
personalidad jurídica de los partidos políticos, esta es el requisito de obtener al menos el 4% de 
los votos válidos de las elecciones nacionales. Este porcentaje no explica razonablemente como 
pudiere dicha disposición corresponderse con un criterio técnico o lógico y constituye cierto roce 
con el principio de pluralismo político en cual se fundamenta el Estado nicaragüense en el art. 5 
de la carta magna. Probablemente la barrera legal por si sola pudiere no significar 
necesariamente una deficiencia que cause exclusión, pero sumada al diseño de un sistema que 
promueve el control de dos partidos mayoritarios que presentan sus candidatos como resultado 
de procesos políticos no institucionalizados democráticamente, resulta en una causal de 
desmotivación para pequeños partidos políticos emergentes con potencial electoral a mediano 
plazo.  
Luego, con lo que respecta a las circunscripciones electorales a través de las cuales son electos 
los diputados a la asamblea nacional podemos decir que las mismas junto con el número de 
diputados que se les ha asignado carecen de fundamento técnico jurídico que permita 
comprender el sentido de su regulación. En la ley electoral no se establece cual es el criterio o el 
factor lógico que determinen la actual cantidad y distribución de los diputados, no quedando 
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claro aun cual es el factor de distribución, o sea, a cuantos ciudadanos les corresponde una 
determinada representación parlamentaria a la hora de definir las circunscripciones 
departamentales.  
Todos los elementos expuestos anteriormente dan lugar a que exista un nivel bajo de 
representatividad y legitimidad en el primer órgano de representación política del Estado como 
lo es la asamblea nacional. Esto sucede producto de la existencia de un sistema electoral de listas 
cerradas y bloqueadas que no es representativo y un sistema de partidos excluyentes en donde 
prima el autoritarismo y las lealtades personales a la hora de la escogencia de los candidatos a 
diputados; lo que configura de hecho una institución legislativa no democrática y nada 
representativa de los intereses de los diversos sectores de la sociedad
95
, lógica política que 
termina impregnando a todas las estructuras estatales cuya integración depende de manera 
inmediata de las decisiones de la asamblea nacional
96
.   
Las fisuras en el sistema electoral antes comentadas tienen un resultado evidente: la desconexión 
entre la voluntad soberana y la integración de las estructuras de poder público que se traduce en 
falta de legitimidad democrática, y en consecuencia la edificación de un sistema político cuya 
operatividad se encuentra completamente desasociada con los fundamentos dogmaticos del orden 
constitucional, por lo tanto dicho modelo político cimienta sus factores de poder de manera 
distinta a las competencias que formalmente le son establecidas por ley a las instituciones, 
competencias de cuyo respeto depende los pilares de un Estado Social de derecho. 
 
 
8. Conclusiones y reflexión  final sobre el orden político nacional paralelo al sistema 
constitucional 
En el primer capítulo del presente trabajo se mencionó que el Estado como construcción social 
comprende todo el imaginario colectivo de identificación cultural y psicológica de los integrantes 
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. El Estado, como concepto, contiene la experiencia histórica que se asocia 
con el desarrollo y la organización de vida territorial, social, política, cultural y económica de 
una nación. De esta forma, el concepto de Estado no solamente representa un producto 
institucional terminado, sino también la historia de este producto
98
. 
Al mismo tiempo, se había anticipado que los alcances y garantías del Estado Social de derecho 
no pueden medirse sólo por el perfeccionamiento de los aspectos técnicos jurídicos bajo los 
cuales está normado, sino que la comprensión de sus debilidades y virtudes debe 
obligatoriamente acoger al análisis de la cultura política y el contexto sociológico en el que este 
debe operar. La finalidad del presente subcapítulo conclusivo de esta monografía, es relacionar el 
abordaje técnico y jurídico realizado en los capítulos pasados con el análisis sobre la naturaleza 
del sistema político y el ejercicio del poder imperante en la realidad y su funcionamiento dentro 
(y paralelamente) de los ejes rectores del sistema constitucional formalmente declarado.  
Este análisis se hace necesario debido a que el ordenamiento jurídico y constitucional debe ser la 
proyección normativa de los valores sociales reinantes en la realidad; la disociación de los 
designios constitucionales con la praxis política históricamente utilizada en Nicaragua revela dos 
cosas: primeramente, la ineficacia estructural y orgánica de la institucionalidad pública para 
corresponderse con su finalidad dentro del marco de un Estado democrático y social de derecho 
(analizado en capítulos anteriores). La segunda, se refiere a los patrones culturales y modelos de 
ejercicio del poder que dan vida al sistema político y de los cuales surgen ulteriormente las 
construcciones institucionales que formalizan su actividad y garantizan su prolongación.   
Los mencionados patrones culturales, son el sostén del Estado botín (o spoil system) que 
funciona dentro de un modelo de autoridad tradicional y, más concretamente patrimonial. Los 
individuos y los gobiernos que controlan este tipo de Estado cuentan con un gran poder 
discrecional para interpretar y aplicar la ley, así como para distribuir los beneficios de la vida en 
sociedad. 
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Según Andrés Pérez Baltodano, las características estructurales de este tipo de Estado son: su 
baja capacidad de regulación social, la fragmentación social, su dependencia externa, y su 
autonomía con relación a la sociedad. La baja capacidad de regulación social del Estado 
conquistador impide el establecimiento de un sistema nacional de normas jurídicas y facilita la 
personalización del poder. Al mismo tiempo, la alta dependencia externa del Estado y su 
autonomía con relación a la sociedad otorgan a los gobernantes la capacidad de actuar por 
encima de la ley.  
La funcionalidad de un Estado constitucional de derecho responsable en la tutela del bienestar 
social opera bajo la lógica de una racionalidad jurídica abstracta que condiciona la voluntad de 
los gobernantes y limita su poder marginándolo en competencias estrictas.  
En ese mismo sentido, la racionalidad legal-formal que sustenta al Estado Social de derecho, y el 
desarrollo de sus capacidades estructurales deben de nutrirse de un pensamiento político 
moderno: una capacidad mental para articular visiones del poder, del orden social y de la 
historia, como procesos y condiciones determinados por la acción humana. El predominio de la 
ley, que es una de las principales dimensiones de este modelo de estado, sólo puede alcanzarse 




Con lo afirmado anteriormente es que podemos afirmar que los ciudadanos, con diversos grados 
de responsabilidad, son los principales agentes de mantenimiento de la institucionalidad 
democrática y el Estado de derecho, es por tanto que se hace necesario identificar los problemas 
de carácter cultural que afectan el fortalecimiento de la regulación del Estado Social de derecho 
y su vigencia. El primero de los mismos, es la necesidad de la sociedad de desmitificar la política 
y dejar de traspasarle la responsabilidad de su destino a concepciones divinas para constituirse en 
conductores de su historia. La falta de racionalización sobre la administración del poder en la 
sociedad y la justificación del mismo a partir de criterios de carácter religioso y/o mítico han 
tenido como producto una cultura política de pragmatismo resignado que limita las capacidades 
de la sociedad para auto normarse de conformidad con sus necesidades, y en consecuencia, la 
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han imposibilitado para edificar engranajes institucionales correspondientes al diseño estructural 
de un Estado Social de derecho. 
Además del pensamiento mítico y el pragmatismo resignado que rodea toda la concepción 
colectiva sobre el ejercicio del poder político y el rol del Estado, se agrega dentro de los vicios 
de la cultura política nacional la cotidiana tradición de transgresión a las normas jurídicas. Esta 
conducta, generalizada en todos los aspectos de la sociedad tiene sus raíces en las estructuras de 
poder coloniales y su actividad, que por más de 400 años, en los que se incluyen la fundación de 
la república, fueron moldeando una cultura de ilegalidad tanto en gobernantes y gobernados que 
penetró profundamente la cultura de todo el tejido social. Por este motivo fueron frecuentes en 
toda la historia las rupturas del orden constitucional y la abolición violenta o amañada de la 
norma fundamental sobre la que descansa el sistema democrático. En este sentido, la única ley 
imperante en la visión del colectivo y realidad social ha sido la voluntad de quien ejerce el poder, 
mientras las disposiciones normativas contempladas en la carta magna rara vez gozan de 
autentica validez jurídica. De esta manera el principio de legalidad y el imperio de la ley no han 
constituido el necesario punto de referencia de la vida política y de los márgenes en los que esta 
debe de operar. 
En general, teniendo en cuenta la raíz histórica del problema, podríamos decir que fue la rígida y 
jerárquica estructura del poder colonial que habiendo sobrevivido a la sustitución de su sistema 
político quedó grabada en los referentes culturales y el inconsciente colectivo de manera tan 
profunda que ha continuado modelando la conducta política de los ciudadanos y determinando la 
arquitectura legal que los rige en detrimento de un orden constitucional democrático. 
El modelo político antes descrito tiene como resultado el afianzamiento del populismo en la 
sociedad y la organización clientelar de los partidos políticos que fallan en su función de 
conectar la voluntad de la ciudadanía con el poder del Estado, dicho Estado con tales 
características, opta siempre por prácticas paternalistas que tienen como incentivo la prebenda 




A lo largo del presente trabajo, y cumpliendo el objetivo de analizar el texto constitucional 
nicaragüense original y sus reformas enfocándose en los principios esenciales del Estado Social 
de derecho en la regulación constitucional nicaragüense, se ha expresado que el fortalecimiento 
de la noción del mencionado modelo de Estado en un orden constitucional pasa por la adecuada 
restructuración de las instituciones que han de sostenerlo. En concordancia con lo anterior, este 
trabajo ha presentado los aciertos y desaciertos estructurales de las reformas constitucionales que 
se han hecho en esta materia y se ha concluido que las mismas a pesar de haber instituido 
importantes avances no han logrado aun institucionalizar orgánicamente el modelo de Estado 
Social y democrático de derecho en toda su plenitud.  
Concluimos por tanto que las características del andamiaje jurídico y político imperante en 
Nicaragua, al igual que el actuar generalizado del poder público en la historia nacional, no se 
corresponden de manera exitosa con la proclama constitucional que define a la nación 
nicaragüense en un Estado Social de derecho (art. 130 Cn.) ni con los principios fundamentales 
que han de regirlo, los cuales se encuentran dispuestos en el texto constitucional. 
Después de haber efectuado una revisión teórica sobre la significación histórica del modelo de 
Estado Social de derecho, además de haber efectuado el análisis sobre la estrecha y simbiótica 
relación que dicho modelo guarda con el orden democrático, hemos identificado que su 
mantenimiento depende de la efectiva institucionalización de sus pilares dogmaticos.  
En relación con lo anterior, el esquema determinante del modelo de Estado que mencionamos 
implica la conjugación de la debida separación de poderes del Estado que hagan corresponder la 
función de cada uno con su naturaleza organizativa, atribuciones constitucionales y finalidad, por 
otra parte, todo el ordenamiento jurídico-político debe de estar diseñado a través de mecanismos 
efectivos que doten de legitimidad democrática a los distintos poderes públicos pues toda la 
arquitectura estatal proviene originalmente de la soberanía del grupo social que la conforma, y 
por último, la misma proveniencia que de la libre voluntad soberana tiene todo el ordenamiento 
jurídico, le imponen como garantía de asociación y bienestar colectivo, la supremacía 
constitucional en la jerarquía normativa. Este último principio depende de procedimientos 
legales efectivos diseñados para alinear toda la actividad del aparato público a los mandatos 
constitucionales con el objeto de tutelar los derechos fundamentales tanto de orden civil, político, 
económico y cultural. 
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Los tres principios mencionados anteriormente, esenciales para la constitucionalidad como 
contrato soberano que ha de regir las pautas de la vida nacional, son interdependientes entre sí y 
en ninguna medida se sostiene la vigencia de uno sin el otro. En el presente trabajo se ha 
efectuado el debido análisis sobre los rasgos generales del marco jurídico constitucional que da 
contenido a la regulación del modelo de Estado nicaragüense, teniendo como resultado la 
identificación de las virtudes y avances del mismo, así como las fisuras y carencias estructurales 
del diseño normativo incompatibles con el requisito de interdependencia de los pilares 
fundamentales del Estado Social de derecho.  
El señalamiento de las mencionadas deficiencias ha sido utilizado para analizar el sistema 
político nacional y su relación con el orden constitucional vigente con el fin de diagnosticar 
algunas de las incoherencias que constituyen obstáculos para los avances de nuestra sociedad en 
materias tan importantes como lo son la institucionalidad democrática y la consolidación de un 
Estado social de derecho, indispensables ambas para la continuidad democrática y la prevalencia  
de la nación como sociedad libre, justa y próspera.   
Recomendaciones 
La implicancia lógica de todo lo identificado en el presente trabajo es la recomendación de una 
profunda reforma al marco constitucional nicaragüense, esto quiere decir, tanto a la norma 
suprema, leyes constitucionales y legislación ordinaria encargada de desarrollar las disposiciones 
constitucionales. De todo lo mencionado, que abarca una gama demasiado amplia de aspectos a 
reformar, cobra fundamental relevancia la transformación del sistema electoral en lo que se 
refiere a los mecanismos de elección que junto con todos los poderes del Estado sufren 
actualmente de una crisis de representatividad y legitimidad democrática. 
En concordancia con lo anterior también es necesaria una modificación en los mecanismos de 
elección en lo atinente a la integración del órgano superior del poder judicial así como una 
reforma en todo el marco legal referente a la garantía de independencia judicial tanto interna 
como externa de la cual depende la subsistencia del Estado de derecho. Una lista de 
recomendaciones de reforma al Estado nicaragüense, en las cuales el presente trabajo no sería 
pionero pues durante años diversos sectores de la sociedad civil y de la academia nicaragüense 
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han profundizado sobre dicha necesidad, sería ilusoria, tomando en cuenta los requerimientos y 
voluntad política que eso implica para materializarse, los cuales lamentablemente nuestro país no 
ha logrado en casi dos siglos de vida independiente.  
Por tanto, más que una propuesta de reforma concreta a un determinado aspecto de la 
constitucionalidad nicaragüense, la conclusión de este trabajo se centra en la necesidad de buscar 
la consolidación de un criterio común y beligerante en la academia que pudiere convertirse en la 
vanguardia de un pensamiento político reformista que logre nutrir al colectivo de suficiente 
racionalidad política para luego materializarse en construcciones institucionales. 
Si algo puede inferirse de la presente investigación, es que el Estado como entidad formal de 
poder social es originalmente una representación mental del colectivo que lo conforma, el 
pensamiento político y su desarrollo no deben servir únicamente a la producción teórica de 
ficciones jurídicas que no encuentren asidero en la cultura nacional, por esta misma razón es 
imperativa la consolidación en las instituciones de educación superior de espacios para 
profundizar y reproducir el conocimiento sobre esta materia y sobre todas las cosas, sobre la 
esencia cultural de la problemática jurídica y política, así como sus deficiencias estructurales 
como el resultado de la acción política de los ciudadanos, todo esto para hacer posible el 
acogimiento de propuestas técnicas de reforma institucional que ya han sido hechas antes, y que 
por la falta de un abordaje integral sobre la profunda naturaleza del problema, no han sido 
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